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PRESENTACIÓN

Bajo el título ‘Derechos a la Intemperie’, este informe parte de una constatación 
fundamental: vivir en situación de calle supone una vulneración permanente de 
derechos. La intemperie no es únicamente una condición climática o espacial, es también 
una metáfora de desprotección institucional, fragilidad social y ausencia de garantías 
efectivas. Cuando los derechos quedan expuestos, sin políticas específicas, sin servicios 
adecuados y sin respuestas públicas sostenidas, dejan de ser mandatos constitucionales 
efectivos y se convierten en promesas incumplidas.

Observar y esforzarse por comprender las dinámicas que atraviesan a esta población 
obliga a replantear conceptos tan elementales como ciudadanía, identidad, pertenencia 
y protección. ¿Es posible ejercer ciudadanía sin haber accedido nunca a un certificado de 
nacimiento o a una cédula de identidad? ¿Puede alguien sentirse parte de una comunidad 
cuando su vida transcurre al margen de ella? ¿Cómo garantizar el acceso a la educación 
cuando incluso asearse depende de condiciones que no existen? ¿Cómo hablar de 
desarrollo integral cuando faltan una vivienda, una cama o una cocina, y conseguir un 
plato de comida puede convertirse en el principal desafío cotidiano?

Referirse a niñas, niños y adolescentes en situación de calle, implica visibilizar a uno 
de los sectores más invisibilizados por el Estado. La ausencia de datos estadísticos y 
demográficos, de investigaciones sistemáticas y de registros adecuados en los distintos 
servicios públicos dificulta dimensionar la magnitud real de la problemática. La información 
disponible sobre su acceso a salud, educación, identidad y mecanismos de protección 
sigue siendo fragmentaria e insuficiente. Esta carencia limita la comprensión estatal del 
fenómeno y, en consecuencia, debilita la formulación de políticas públicas orientadas a 
su prevención, atención y restitución de derechos.

La invisibilidad estadística no es neutral: produce exclusión. Aquello que no se mide, no 
se planifica; aquello que no se registra, no se prioriza. En este sentido, la ausencia de 
información sistemática constituye también una forma de desprotección; sin diagnóstico 
no hay política pública integral, y sin una política pública específica, la intervención estatal 
se reduce a respuestas fragmentadas, asistencialistas o de emergencia, que no logran 
modificar las causas estructurales de la situación de calle ni garantizar trayectorias reales 
de restitución de derechos.

Ante esta realidad, la Defensoría del Pueblo consideró imprescindible desarrollar una 
investigación que permitiera visibilizar los distintos componentes que configuran la vida 
en calle. Este informe además de examinar las competencias y respuestas institucionales 
del Estado, incorpora entrevistas, conversaciones y grupos focales con niñas, niños y 
adolescentes en situación de calle. Su elaboración se constituye, no solo en un ejercicio 
técnico, sino en un espacio de escucha, denuncia y reconocimiento, desde el cual las y 
los propios protagonistas puedan expresar sus experiencias, estrategias de supervivencia 
y percepciones sobre su relación con las instituciones públicas.
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Escuchar sus voces permitió comprender que la situación de calle no es homogénea ni 
estática, y que existen trayectorias diversas, vínculos familiares intermitentes, experiencias 
de violencia, redes de solidaridad entre pares y estrategias de subsistencia que desafían 
cualquier mirada simplificadora. Reconocer esta complejidad resulta indispensable 
para diseñar políticas públicas diferenciadas, integrales y sostenibles, que prioricen la 
prevención, la restitución de derechos y la construcción de proyectos de vida dignos.

El presente documento examina los alcances y limitaciones del Estado en el cumplimiento de 
su obligación de garantizar derechos a esta población. Para ello, contrasta las experiencias 
de vida de NNASC en su interacción con las instituciones públicas con las políticas, 
programas, proyectos y servicios implementados por los distintos niveles de gobierno. Este 
contraste permite establecer en qué ámbitos el Estado respondió de manera insuficiente 
y en cuáles mantiene deudas estructurales respecto al cumplimiento de las disposiciones 
establecidas por el Código Niña, Niño y Adolescente desde la gestión 2014 en materia de 
protección de niñas, niños y adolescentes en situación de calle.

Derechos a la Intemperie, por tanto, es más que un diagnóstico, es un llamado 
a transformar la respuesta estatal desde un enfoque de derechos humanos, 
corresponsabilidad y coordinación interinstitucional. La protección integral no puede 
depender de esfuerzos aislados ni de la voluntad circunstancial de determinadas 
autoridades, requiere decisión política, asignación presupuestaria suficiente, 
mecanismos claros de articulación y seguimiento, y respuestas sostenidas en el tiempo.

Garantizar que ninguna niña, niño o adolescente viva a la intemperie —física 
y jurídicamente— constituye una obligación impostergable del Estado y una 
responsabilidad colectiva de la sociedad. Este informe se presenta como una 
herramienta para ese propósito: visibilizar, interpelar y contribuir a la construcción 
de políticas públicas que aseguren que la protección no sea una excepción, sino una 
garantía efectiva para todas y todos.

 



TODAS Y TODOS SOMOS DEFENSORES DEL PUEBLO

7

INFORME DEFENSORIAL DERECHOS A LA INTEMPERIE

Cumplimiento estatal de la protección integral a niñas, niños y adolescentes en situación de calle en Bolivia

Primera parte - Aspectos Generales......................................................................................15
1. Introducción....................................................................................................................... 15
2. Objetivos............................................................................................................................ 16
3. Alcance............................................................................................................................... 16
4. Metodología...................................................................................................................... 17
4.1. Técnicas utilizadas........................................................................................................... 17
4.2. Herramientas.................................................................................................................. 18
4.3. Fuentes de información.................................................................................................. 19

Segunda Parte - Marco normativo.........................................................................................23
1. Normativa internacional.................................................................................................... 23
1.1. Sistema Universal de Derechos Humanos..................................................................... 23
1.2. Sistema Regional de Derechos Humanos...................................................................... 25
2. Normativa nacional............................................................................................................ 25
2.1. Competencias de las instituciones vinculadas a NNAS................................................ 31
2.2. Legislación comparada................................................................................................... 33

Tercera Parte - Marco Teórico................................................................................................39
1. Definición de niña, niño, adolescente en situación de calle............................................ 39
2. Enfoque de derechos en la atención a NNASC............................................................... 41
3. Datos demográficos del Censo de Personas en situación de calle................................. 45

Cuarta Parte - Resultados del Diagnóstico............................................................................49
1. Nivel nacional de gobierno............................................................................................... 50
1.1. Ministerio de Justicia y Transparencia Institucional...................................................... 50
1.2. Ministerio de Gobierno.................................................................................................. 51
1.3. Ministerio de Educación................................................................................................. 51
1.4. Ministerio de Salud y Deportes..................................................................................... 52
1.5. Tribunal Supremo Electoral............................................................................................ 54
1.6. Servicio General de Identificación Personal.................................................................. 54
1.7. Policía Boliviana.............................................................................................................. 55
2. Nivel subnacional de gobierno......................................................................................... 56
2.1. Gobierno Autónomo Departamental............................................................................ 57
2.2. Servicios Departamentales de Salud............................................................................. 61
2.3. Gobiernos Autónomos Municipales.............................................................................. 63
3. Experiencias y percepciones vinculadas a la situación de calle....................................... 67
3.1. Relación con el derecho a la protección........................................................................ 67
3.2. Relación con el derecho a la identidad.......................................................................... 84
3.3. Relación con el derecho a la educación......................................................................... 86
3.4. Relación con el derecho a la salud................................................................................. 90

Quinta Parte - Análisis, conclusiones y recomendaciones...................................................101
1. Análisis............................................................................................................................. 101
1.1. Vulneración del derecho a la protección y a la familia................................................ 102
1.2. Vulneración del derecho a la identidad....................................................................... 108
1.3. Vulneración al derecho a la salud................................................................................. 113
1.4. Graves vulneraciones y violencia institucional contra NNASC................................... 118

ÍNDICE



TODAS Y TODOS SOMOS DEFENSORES DEL PUEBLO

8

INFORME DEFENSORIAL DERECHOS A LA INTEMPERIE

Cumplimiento estatal de la protección integral a niñas, niños y adolescentes en situación de calle en Bolivia

2. Conclusiones.................................................................................................................... 128
2.1. Incumplimiento y omisión de obligaciones para garantizar el    
       derecho a la protección y a la familia.......................................................................... 128
2.2. Incumplimiento y omisión de obligaciones para garantizar el 
       derecho a la identidad.................................................................................................. 129
2.3. Incumplimiento y omisión de obligaciones para garantizar el
       derecho a la salud y los derechos sexuales y derechos reproductivos...................... 129
2.4. Incumplimiento y omisión de obligaciones para garantizar el
       desarrollo de los proyectos de vida de NNASC......................................................... 130
3. Determinaciones Defensoriales...................................................................................... 131
3.1. Recomendaciones........................................................................................................ 131
3.2. Sugerencias................................................................................................................... 133

         Referencia bibliográfica............................................................................................................... 135



TODAS Y TODOS SOMOS DEFENSORES DEL PUEBLO

9

INFORME DEFENSORIAL DERECHOS A LA INTEMPERIE

Cumplimiento estatal de la protección integral a niñas, niños y adolescentes en situación de calle en Bolivia

ÍNDICE DE CUADROS

Cuadro 1.   Herramientas de recojo de información........................................................... 18
Cuadro 2.   Codificación de fuentes de información........................................................... 19
Cuadro 3.   Instituciones consultadas.................................................................................. 20
Cuadro 4.   Competencias vinculadas al derecho a la protección, identidad y DSDR....... 32
Cuadro 5.   Fragmentos de la respuesta del Ministerio de Salud...................................... 53
Cuadro 6.   Meta del programa identificado - SEGIP.......................................................... 55
Cuadro 7.   Presupuesto asignado en bolivianos a NNASC en GAD (2021-2025)............. 58
Cuadro 8.   GAD que identifican la utilización de protocolos, normativas,
                    reuniones o mesas de trabajo en relación a NNASC...................................... 60
Cuadro 9.   Coordinación interinstitucional de GAD........................................................... 60
Cuadro 10. Programas.......................................................................................................... 64
Cuadro 11. Presupuesto asignado en bolivianos en programas (2021-2025).................... 64
Cuadro 12. Programas, acciones y servicios identificados por municipio.......................... 65
Cuadro 13. Coordinación interinstitucional de GAM.......................................................... 66
Cuadro 14. Verbalizaciones referentes a violencia intrafamiliar como factor expulsor..... 68
Cuadro 15. Verbalizaciones referentes a la vulneración a la integridad personal
                    por la Policía...................................................................................................... 71
Cuadro 16. Verbalizaciones emitidas en relación a la deserción escolar
                    por municipio..................................................................................................... 87

ÍNDICE DE GRÁFICOS

Gráfico 1.   Programas, proyectos o servicios identificados por GAD............................... 57
Gráfico 2.   Programas, proyectos y Servicios identificados por GAM.............................. 63





TODAS Y TODOS SOMOS DEFENSORES DEL PUEBLO

11

INFORME DEFENSORIAL DERECHOS A LA INTEMPERIE

Cumplimiento estatal de la protección integral a niñas, niños y adolescentes en situación de calle en Bolivia

ACRÓNIMOS 

CADH: Convención Americana sobre Derechos Humanos

CDN: Convención sobre los Derechos del Niño

CEDAW: Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer

CNNA: Código Niña, Niño y Adolescente

CPE: Constitución Política del Estado

Corte IDH: Corte Interamericana de Derechos Humanos

DNA: Defensoría de la Niñez y Adolescencia

DS: Decreto Supremo

DSDR: Derechos Sexuales y Derechos Reproductivos

ETA: Entidades Territoriales Autónomas

FELCV: Fuerza Especial de Lucha Contra la Violencia

GAD: Gobierno Autónomo Departamental

GAM: Gobierno Autónomo Municipal

IID: Informe de Investigación Defensorial

INE: Instituto Nacional de Estadística

ITS: Infecciones de Transmisión Sexual

MJTI: Ministerio de Justicia y Transparencia Institucional

MSyD: Ministerio de Salud y Deportes

NNA: Niña, Niño y Adolescente

NNASC: Niñas, Niños y Adolescentes en Situación de Calle

PDES: Plan de Desarrollo Económico y Social

PMDI: Plan Multisectorial de Desarrollo Integral

RIE: Requerimiento de Informe Escrito

RM: Resolución Ministerial

SAFCI: Salud Familiar Comunitaria Intercultural

SC: Sentencia Constitucional

SCP: Sentencia Constitucional Plurinacional



TODAS Y TODOS SOMOS DEFENSORES DEL PUEBLO

12

INFORME DEFENSORIAL DERECHOS A LA INTEMPERIE

Cumplimiento estatal de la protección integral a niñas, niños y adolescentes en situación de calle en Bolivia

SEDEGES: Servicio Departamental de Gestión Social

SEDEPOS: Servicio Departamental de Políticas Sociales

SEDES: Servicio Departamental de Salud

SEGIP: Servicio General de Identificación Personal

SERECI: Servicio de Registro Cívico

SINNA: Sistema de Información de Niñas, Niños y Adolescentes

SIPPROINA: Sistema Plurinacional de Protección Integral de la Niña, Niño 
y Adolescente SLIM: Servicio Legal Integral Municipal

SUIS: Sistema Único de Información en Salud

SUS: Sistema Único de Salud

TSE: Tribunal Supremo Electoral

UNFPA: Fondo de Población de las Naciones Unidas

VIH/SIDA: Virus de Inmunodeficiencia Humana / Síndrome de 
Inmunodeficiencia Adquirida







TODAS Y TODOS SOMOS DEFENSORES DEL PUEBLO

15

1.	 Introducción

La Constitución Política del Estado Plurinacional de Bolivia establece en su artículo 60 que 
es deber del Estado, la sociedad y la familia garantizar la prioridad del interés superior de la 
niña, niño y adolescente, debiendo para ello, asumir todas las medidas que sean necesarias 
para garantizar el pleno ejercicio de sus derechos, sea el derecho a la identidad, el derecho 
a la familia, los derechos sexuales y reproductivos u otros. Sin embargo, cuando se habla de 
niñas, niños y adolescentes en situación de calle (NNASC), pareciera más sencillo identificar qué 
derechos están siendo vulnerados, que pensar en uno solo que haya logrado ser garantizado. 

El Código Niña, Niño y Adolescente (CNNA), Ley N.° 548, en el artículo 166.IV.c) presenta una 
definición de NNASC en la que incluye una desvinculación total o parcial de su núcleo familiar y 
la adopción de la calle como un espacio de hábitat, pernocte, sobrevivencia y relacionamiento 
social, entre otros aspectos vinculados a la dinámica de calle que implican una exposición a 
factores de riesgo y una vulneración sistemática de sus derechos. Esta definición visibiliza el 
estado situacional de este grupo poblacional, lo que, a su vez le permite al Estado plantear 
lineamientos específicos para el desarrollo de políticas públicas, programas y servicios que 
guíen el abordaje y atención de sus necesidades, así como también la restitución y garantía de 
sus derechos. 

El mismo año (2014) que se promulgó el CNNA, el Instituto Nacional de Estadística (INE) llevó a 
cabo el primer Censo de personas en situación de calle1 a nivel nacional que logró en su momento, 
llenar un vacío de información sobre esta población. El cual, debido a sus características 
habitacionales y alta movilidad, no fue contemplada en el censo de población y vivienda del 
2012, ni censos previos al mismo. Dos años más adelante, el Ministerio de Gobierno, a partir del 
Viceministerio de Seguridad Ciudadana creó el Protocolo para la Prevención y Atención a Niñas, 
Niños y Adolescentes en Situación de Calle (2016), en el que identificó distintos actores a nivel 
nacional, departamental y municipal que debieran desarrollar y ejecutar programas, proyectos 
y servicios destinados a la protección de NNASC. 

Sin embargo, ante esta problemática es indispensable verificar si los lineamientos que presentó 
el CNNA, los resultados obtenidos por el Censo de Personas en situación de calle y los esfuerzos 
para abordar a NNASC -a partir del protocolo realizado en 2016- representaron una respuesta 
efectiva por parte del Estado. O, por el contrario, si existe una falta de políticas públicas y 
programas para garantizar y restituir los derechos de NNASC desde las distintas competencias 
que posee el Estado en todos sus niveles.

1	 Estudio realizado por el Viceministerio de Defensa Social y Sustancias Controladas, en coordinación con el Instituto Nacional de 
Estadística y la Red Nacional de Personas en Situación de Calle el año 2014, publicado en la gestión 2015. Este estudio surge en 
respuesta a la Disposición transitoria tercera del CNNA.
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Es necesario verificar si los Gobiernos Autónomos y el Estado, en su nivel central, 
implementaron de forma efectiva la Disposición Transitoria Décima Primera que menciona el 
CNNA con relación a la implementación de programas de prevención, abordaje y atención a 
NNASC, o si esta es una tarea pendiente que tiene el Estado desde el 2014. 

2.	 Objetivos

Objetivo General

Evidenciar el cumplimiento de la disposición transitoria décimo primera del CNNA, referente 
a la creación de una política de protección específica para las niñas, niños y adolescentes en 
situación de calle, en particular, de prevención y atención de sus derechos a la identidad, salud 
y protección por parte del gobierno nacional y gobiernos subnacionales.

Objetivos específicos

a)	 Analizar las competencias y el cumplimiento de obligaciones de los diferentes niveles 
del Estado en su rol de garantizar los derechos de NNASC, a la protección y a la familia 
(filiación e identidad).

b)	 Analizar las competencias y el cumplimiento de obligaciones de los diferentes niveles 
del Estado en la prevención, atención y garantía para el ejercicio de sus derechos 
sexuales y reproductivos de NNASC.

c)	 Reflejar las dinámicas vinculadas a la vida de las niñas, niños y adolescentes en 
situación de calle y el impacto que tienen en la construcción de sus proyectos de vida 
y oportunidades de desarrollo.

3.	 Alcance

La presente investigación defensorial tiene alcance nacional, poblacional, territorial, 
institucional, temporal y temático.

En cuanto al alcance poblacional, el informe toma como población sujeto de investigación a las 
niñas, niños y adolescentes en situación de calle, entendidos, conforme al artículo 166.IV.a) de 
la Ley N.° 548, Código Niña, Niño y Adolescente, como aquellas personas menores de 18 años 
que desvinculados total o parcialmente de sus familias, adoptaron la calle como espacio de 
hábitat, vivienda, pernocte, socialización y sobrevivencia. Esta definición constituye el referente 
normativo principal del presente Informe de Investigación Defensorial, por ser la categoría legal 
vigente que activa obligaciones específicas de prevención, abordaje, atención y restitución de 
derechos por parte del Estado.

Sin perjuicio de ello, la investigación incorpora de manera complementaria los desarrollos 
interpretativos contenidos en la Observación General N.° 21 del Comité de los Derechos del Niño, 
particularmente aquellos que permiten comprender la situación de calle como una realidad 
dinámica, heterogénea y marcada por vínculos sostenidos con el espacio público. Ello permite 
enriquecer la lectura de los hallazgos y evitar aproximaciones reduccionistas. No obstante, para 
fines analíticos, institucionales y de determinación de responsabilidades estatales, el informe 
adopta como delimitación operativa la definición prevista en la normativa boliviana.
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En cuanto al alcance territorial, la investigación recoge información sobre el cumplimiento 
de competencias y obligaciones estatales en áreas urbanas de los nueve departamentos del 
país, comprendiendo las ciudades de La Paz, El Alto, Cochabamba, Santa Cruz de la Sierra, 
Sucre, Tarija, Trinidad, Cobija, Oruro y Potosí.

Asimismo, respecto al alcance institucional, se analizó el cumplimiento de competencias y 
obligaciones del nivel central del Estado, de los Gobiernos Autónomos Departamentales 
(GAD) y de los Gobiernos Autónomos Municipales (GAM), en función de sus atribuciones 
vinculadas a la protección integral, identidad, salud, educación y derechos sexuales y derechos 
reproductivos de niñas, niños y adolescentes en situación de calle.

El alcance temporal se contempla entre mayo y junio de 2025, solicitando información 
institucional sobre acciones desarrolladas desde la gestión 2021 hasta la fecha del 
levantamiento de información.

Respecto al alcance temático, la investigación se centró en el análisis del cumplimiento estatal 
respecto al derecho a la protección, a la familia, a la identidad, a la salud, a la educación y a 
los derechos sexuales y derechos reproductivos, así como en las condiciones institucionales 
vinculadas a la construcción de proyectos de vida y oportunidades de desarrollo para NNASC.

De manera complementaria, de acuerdo con el Censo de personas en situación de calle de 
2014, se realizó trabajo cualitativo en las ciudades de La Paz, El Alto, Cochabamba y Santa 
Cruz de la Sierra por concentrar el mayor porcentaje de esta población. En este componente 
se aplicaron entrevistas semiestructuradas y grupos focales con NNASC, así como entrevistas 
a educadores y, de manera excepcional, a jóvenes mayores de 18 años en situación de calle 
que mantienen vínculo directo, cotidiano o de convivencia con NNASC. 

Este último grupo fue considerado como una fuente cualitativa complementaria para la 
comprensión de las dinámicas de calle, y no como población, objeto principal del informe. 
El carácter nacional del informe deriva del análisis institucional efectuado en los nueve 
departamentos y en el nivel central del Estado, mientras que el componente cualitativo tuvo 
un carácter focalizado en las cuatro ciudades mencionadas.

4.	 Metodología

La metodología que abarcó la presente investigación es de carácter descriptivo en cuanto se 
evidenció y analizó el estado situacional de las y los NNASC. Tanto a partir del marco normativo 
y competencias del Estado, como también desde las percepciones y discurso que tienen las 
NNASC y educadores que trabajan con esta población.

4.1.	  Técnicas utilizadas

Las técnicas utilizadas para el análisis y trabajo de la información obtenida son las siguientes: 

Revisión documental institucional: A través de una revisión de información oficial emitida 
por las distintas instituciones del Estado y una exploración del marco normativo vigente, se 
obtuvieron distintos aspectos cuantitativos y cualitativos de las acciones implementadas, 
protocolos utilizados y otros aspectos relacionados a garantizar o restituir los derechos de las 
y los NNASC. 
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Triangulación de información: Mediante el estudio y revisión de los hallazgos obtenidos a 
partir del análisis de cada una de las fuentes de información primaria estudiadas, se realizó 
la triangulación de la información, que permitió visibilizar coincidencias en el discurso, 
discrepancias y vacíos. De esta manera, se pudo cuestionar, verificar e incluso refutar 
la información obtenida referente a los alcances del Estado. Esto permitió aumentar la 
credibilidad de los resultados y hallazgos que esta investigación pueda arrojar.

4.2.	  Herramientas

Para obtener la información correspondiente a la presente investigación, las herramientas 
utilizadas fueron las siguientes:

Cuadro 1. Herramientas de recojo de información

Herramienta Descripción Fuente de información

Entrevista 
semiestructurada

Conversaciones a profundidad 
mediadas por una guía de preguntas.

a)	 Educadores o personas que 
trabajan con relación a la 
temática de NNASC.

b)	 NNASC identificados como 
informantes clave.

Grupos focales

Conversación con grupos de NNASC 
a partir de una guía de preguntas 
destinadas a la recolección de 
experiencias, percepciones y puntos 
críticos de análisis.

NNASC identificados por 
instituciones de sociedad civil en 
Cochabamba, La Paz, El Alto y 
Santa Cruz.

Diario de campo

Registro de los procesos, diálogos 
y observaciones del investigador en 
el proceso de recojo de información. 
Considerando desde el recorrido 
de calles en búsqueda de NNASC y 
acciones o conversaciones sostenidas 
con NNASC y/o educadores, de forma 
previa y posterior a la entrevista o 
grupo focal.

Percepciones referentes a:

a)	 NNASC participantes o 
acompañantes del proceso 
de recojo de información.

b)	 Educadores que participaron 
o colaboraron en el proceso 
de recojo de información.

Requerimientos 
de Informe 
Escrito

Solicitud de información oficial 
dirigida a instituciones del Estado en 
sus distintos niveles.

Instituciones estatales a nivel 
municipal, departamental y 
nacional.

Análisis 
documental

Revisión de leyes, políticas, informes, 
programas y otros para determinar 
hitos, dificultades y desafíos del 
estado en sus distintos niveles para la 
prevención y atención de la situación 
de calle.

Fuente: Elaboración propia de la Defensoría del Pueblo
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4.3.	  Fuentes de información 

Para el desarrollo del presente informe se tomó en cuenta las siguientes fuentes 
de información:

Fuentes cualitativas: Se realizaron entrevistas semiestructuradas y grupos focales con 
niñas, niños y adolescentes en situación de calle, así como entrevistas a educadores que 
trabajan con esta población. 

De manera complementaria, se recogieron testimonios de jóvenes mayores de 18 años en 
situación de calle que mantienen contacto directo, familiar o convivencial con NNASC, con 
fines de contextualización y contraste cualitativo en los cuatro municipios con mayor índice 
poblacional en Bolivia. A partir de ello se alcanzó a un total de 53 NNASC y jóvenes en situación 
de calle, así como 12 educadores (Anexo 1. Tabla de fuentes de información identificadas). 

Con la finalidad de preservar el anonimato de las fuentes y facilitar la comprensión 
demográfica de cada verbalización, se asignó un código específico a cada persona 
consultada, el cual fue elaborado de la siguiente manera:

Cuadro 2. Codificación de fuentes de información

Región Grupo Sexo Edad

CBA= Cochabamba

SCZ= Santa Cruz

EA= El Alto

LPZ= La Paz

Número de grupo 
focal realizado 

(Si  corresponde)

H=Hombre

M=Mujer

Edad de la persona 
entrevistada (En algunos 
casos se asignó una edad 
aproximada al no disponer 

del dato.

Fuente: Elaboración propia de la Defensoría del Pueblo

A partir de esta codificación, una persona que participó en un grupo focal podría figurar 
de la siguiente manera: LPZ2-M14.  Indicando que esta persona proviene de la ciudad de 
La Paz (LPZ), del segundo grupo focal realizado (2), es mujer (M) y tiene 14 años (14).  En 
los casos que 2 integrantes de un grupo focal poseían la misma edad, se asignó un número 
2 al final del código de uno de ellos. Por ejemplo, en el caso de SCZ2-H16 y SCZ2-H16-2.

Cabe resaltar que varió la cantidad de grupos focales y entrevistas realizadas en cada ciudad 
debido a las características y dinámicas que NNASC poseen en cada región: en algunas 
ciudades como La Paz y Cochabamba, la disgregación de la población dificultó la realización 
de grupos focales amplios, lo cual derivó en la identificación de informantes clave para la 
realización de entrevistas semiestructuradas. Por otro lado, en Santa Cruz, al existir espacios 
de reunión o agrupación de NNASC, se pudo ponderar la aplicación de grupos focales.

Asimismo, es importante aclarar que si bien la investigación se enfocó en el recojo de 
información de NNASC, en algunas ciudades se entrevistó también a jóvenes mayores de 
18 años en situación de calle y que se encuentran en relación constante con NNASC, ya sea 
por un vínculo familiar, como es el caso de dos madres en la ciudad de Cochabamba; o por 
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formar parte de una dinámica grupal y social que involucre a NNASC y adultos, como es el 
caso de un grupo de jóvenes en la ciudad de El Alto. 

Requerimiento de información institucional: Se realizaron requerimientos de información 
escrita por medio de notas a distintas instituciones del Estado, tanto a nivel nacional, 
departamental y municipal. Contemplando aquellas instituciones que, debido a sus 
competencias y obligaciones, cumplen un rol fundamental en la protección y restitución 
de derechos de NNASC.

Si bien cada nota poseía un tenor específico en relación a las atribuciones de cada institución, 
en todas se incluyeron tres anexos generales solicitando información referente a programas, 
proyectos o servicios que involucren a NNASC, así como niveles de coordinación y el uso de 
protocolos, entre otros aspectos. Las instituciones consultadas fueron las siguientes:

Cuadro 3. Instituciones consultadas

Región Instituciones

Nacional

Ministerio de Justicia y Transparencia Institucional

Ministerio de Gobierno

Ministerio de Salud y Deportes

Ministerio de Educación

Órgano Electoral Plurinacional

Comando General de la Policía

GAD La Paz, Oruro, Potosí, Cochabamba, Chuquisaca, Tarija, Pando, 
Beni, Santa Cruz.

GAM Cobija, Cochabamba, Sucre, El Alto, La Paz, Oruro, Potosí, Santa 
Cruz de la Sierra, Tarija, Trinidad.

Fuente: Elaboración propia de la Defensoría del Pueblo

La organización y procesamiento de la información recolectada se orientó a partir de los 
objetivos específicos de la investigación. En ese marco, el análisis se estructuró en tres 
ejes principales: i) el cumplimiento de competencias y obligaciones estatales vinculadas 
a la protección, la familia y la identidad de niñas, niños y adolescentes en situación de 
calle; ii) el cumplimiento de competencias y obligaciones estatales en materia de salud 
y derechos sexuales y derechos reproductivos; y iii) las dinámicas asociadas a la vida en 
calle y su incidencia en la construcción de proyectos de vida y oportunidades de desarrollo. 
Esta organización permitió articular la información normativa, institucional y cualitativa en 
función de los hallazgos relevantes del informe.
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1.	 Normativa internacional   

La situación de niñas, niños y adolescentes en situación de calle debe analizarse a la luz de 
los estándares internacionales de derechos humanos vigentes y vinculantes para el Estado 
boliviano. Aunque los instrumentos internacionales no siempre regulan de manera expresa 
la categoría “situación de calle”, los principios de dignidad, no discriminación, interés superior 
del niño y protección reforzada, resultan plenamente aplicables.

Bolivia, en su calidad de Estado Parte de diversos tratados internacionales, asumió 
obligaciones jurídicas de respeto, protección y garantía, que comprenden las adopciones 
de medidas legislativas, administrativas, presupuestarias y de política pública orientadas 
a la protección integral y restitución de derechos de niñas, niños y adolescentes.

1.1.	  Sistema Universal de Derechos Humanos

Declaración Universal de los Derechos Humanos: La Declaración Universal constituye 
el fundamento axiológico del sistema internacional de protección de derechos humanos. 
En el marco del presente informe, resultan particularmente pertinentes las siguientes 
disposiciones:

El artículo 1 establece que: “Todos los seres humanos nacen libres e iguales en 
dignidad y derechos (...)”. 

El artículo 6 dispone que: “Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al 
reconocimiento de su personalidad jurídica”.

El artículo 7 señala que: “Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, 
derecho a igual protección de la ley”.

Por su parte, el artículo 25.1 reconoce: “Toda persona tiene derecho a un nivel de vida 
adecuado que le asegure (…) la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el 
vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios”.

Estos estándares establecen parámetros mínimos de dignidad y condiciones materiales 
de existencia que resultan directamente aplicables a niñas, niños y adolescentes que 
carecen de vivienda, acceso regular a servicios básicos o protección familiar.

Convención sobre los Derechos del Niño: La Convención reconoce a niñas, niños 
y adolescentes como titulares plenos de derechos y establece en su artículo 4 que los 
Estados Parte adoptarán “todas las medidas administrativas, legislativas y de otra índole” 
para dar efectividad a los derechos reconocidos.                
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Los principios rectores de la Convención resultan determinantes para el análisis:

Artículo 2.1 (No discriminación) “Los Estados Parte respetarán los derechos enunciados en 
la presente Convención y asegurarán su aplicación a cada niño (…) sin distinción alguna 
(…) o cualquier otra condición del niño, de sus padres o de sus representantes legales”.

Artículo 3.1 (Interés superior del niño) “En todas las medidas concernientes a los niños (…) 
una consideración primordial a que se atenderá será el interés superior del niño”.

Artículo 6 (Supervivencia y Desarrollo): “Todo niño tiene el derecho intrínseco a la vida” y los 
Estados “garantizarán en la máxima medida posible la supervivencia y el desarrollo del niño”.

Artículo 12.1 (Derecho a ser oído) “Los Estados Parte garantizarán al niño (…) el derecho de 
expresar su opinión libremente en todos los asuntos que afectan al niño”.

Asimismo, para la situación de calle adquieren especial relevancia los siguientes artículos: 7 
(derecho al nombre y nacionalidad), 18 (responsabilidad parental y deber estatal de asistencia), 
20 (protección especial para niños privados de su medio familiar), 24 (derecho a la salud), 26 
(seguridad social), 28 (educación), 33 y 34 (protección frente a drogas y explotación sexual) y 39 
(recuperación y reintegración social).

La CDN impone no solo obligaciones negativas (no vulnerar), sino obligaciones positivas de 
protección reforzada, particularmente frente a situaciones de abandono, violencia o exclusión 
estructural.

Comité de los Derechos del Niño – Observación General N.º 21 (2017): La Observación General 
N.° 21 sobre los niños en situación de calle, desarrolla estándares específicos para esta población. 
El Comité señala que:

La falta de datos hace que esos niños sean invisibles, lo que da lugar a que no se formulen 
políticas y a que las medidas adoptadas sean de carácter puntual, temporal o a corto 
plazo (párr. 7).

Asimismo, establece que los Estados deben adoptar un enfoque basado en derechos, 
reconociendo a cada niño en situación de calle como titular pleno de derechos y 
garantizando su participación en las decisiones que les afecten (párr. 13).

El Comité ha interpretado que la expresión “cualquier otra condición” contenida en el artículo 2 de 
la Convención comprende la situación de calle (párr. 25), lo que activa una obligación reforzada 
de no discriminación.

Adicionalmente, la Observación enfatiza: “La prohibición de criminalización del uso del espacio 
público por parte de niños en situación de calle” y “La necesidad de estrategias nacionales 
integrales y sostenidas, con asignación presupuestaria adecuada”.

Observaciones finales al Estado boliviano (2023): En sus Observaciones finales sobre 
los informes periódicos quinto y sexto combinados de Bolivia, el Comité hizo las siguientes 
recomendaciones:

Respecto al registro de nacimientos: “Aplicar con carácter urgente las políticas pertinentes 
para garantizar la inscripción de los nacimientos de todos los niños en situación de 
migración, en situación de calle o nacidos en zonas rurales” (párr. 19).
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Respecto a niños en situación de calle: “Refuerce las políticas integrales de protección 
de los niños en situación de calle” (párr. 45.a). Asimismo, recomendó “actualizar datos 
nacionales, aplicar y evaluar el Modelo Nacional de Prevención y Atención Integral e 
Intersectorial, y garantizar accesibilidad a servicios de protección, atención psicosocial y 
apoyo jurídico gratuito” (párr. 45). Estas recomendaciones se constituyen en parámetros 
concretos de evaluación del cumplimiento estatal.

1.2.	  Sistema Regional de Derechos Humanos

Corte Interamericana de Derechos Humanos: en la sentencia del Caso “Niños de la 
Calle” (Villagrán Morales y otros) vs. Guatemala (1999), la Corte declaró la responsabilidad 
internacional del Estado por violaciones a los derechos a la vida, integridad personal y 
garantías judiciales de niños en situación de calle.

La Corte sostuvo que “el derecho a la vida no solo implica la prohibición de privación 
arbitraria, sino también el deber de generar condiciones que permitan una existencia 
digna”. Asimismo, estableció que “los niños en situación de calle se encuentran en 
condición de especial vulnerabilidad, lo que activa obligaciones reforzadas de protección”.

La responsabilidad estatal puede configurarse tanto por acción como por omisión, 
incluyendo la falta de políticas públicas de prevención y protección. Este precedente 
constituye un estándar vinculante para evaluar la adecuación de las políticas públicas 
dirigidas a niñas, niños y adolescentes en situación de calle.

2.	 Normativa nacional

Constitución Política del Estado (CPE): establece el marco normativo constitucional 
de protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes (NNA). En la Sección V (arts. 
58–61), reconoce su condición de sujetos de especial protección. El artículo 58 dispone: 
“Se considera niña, niño o adolescente a toda persona menor de edad. Las niñas, niños 
y adolescentes son titulares de los derechos reconocidos en la Constitución, con los 
límites establecidos en ésta, y de los derechos específicos inherentes a su proceso de 
desarrollo”. El artículo 59.I establece: “Toda niña, niño y adolescente tiene derecho a su 
desarrollo integral”. 

Asimismo, el artículo 59.II reconoce el derecho a la vida, a la identidad y a crecer en el 
seno de su familia de origen o adoptiva.  Por su parte, el artículo 60 determina:

Es deber del Estado, la sociedad y la familia garantizar la prioridad del interés superior de la niña, 
niño y adolescente, que comprende la preeminencia de sus derechos, la primacía en recibir 
protección y socorro en cualquier circunstancia, la prioridad en la atención de los servicios 
públicos y privados, y el acceso a una administración de justicia pronta, oportuna y con asistencia 
de personal especializado.

Aunque la CPE no regula de manera expresa la situación de calle, los artículos 15 al 20 (derechos 
fundamentales) resultan aplicables a todas las personas, incluyendo NNA en situación de calle. 
En particular, el artículo 22 establece que: “La dignidad y la libertad de la persona son inviolables. 
Respetarlas y protegerlas es deber primordial del Estado”.
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Estos preceptos constituyen parámetros constitucionales para evaluar la adecuación de 
políticas públicas dirigidas a NNA en situación de calle.	    

Ley N.° 548, Código Niña, Niño y Adolescente (CNNA): constituye la norma especializada 
de desarrollo constitucional en materia de protección integral. El artículo 5 reconoce 
como sujetos de derechos a todas las personas hasta los 18 años de edad. En relación 
específica con NNA en situación de calle, el artículo 166.IV.a) dispone: “Los distintos 
niveles del Estado privilegiarán programas para la atención de niñas, niños y adolescentes 
en situación de calle”.

La misma disposición define: “Se entiende por niñas, niños o adolescentes en 
situación de calle, a quienes se han desvinculado total o parcialmente de sus familias, 
adoptando la calle como espacio de hábitat, vivienda y pernocte, o de socialización, 
estructuración de relaciones sociales y sobrevivencia”. En materia de salud, el artículo 
28 prevé programas específicos de atención, y el artículo 114.II establece la gratuidad 
del duplicado de certificado de nacimiento para NNA en situación de calle.

Respecto al Sistema Plurinacional de Protección Integral de la Niña, Niño y 
Adolescente (SIPPROINA), los artículos 159 a 164 regulan su alcance, principios 
y tipos de políticas, incluyendo políticas de protección especial orientadas a la 
restitución de derechos vulnerados. 

En cuanto a competencias institucionales, se establece una estructura institucional de 
protección, siendo esta:

a)	 Art. 183 (Instancias Técnicas Departamentales): diseño e implementación de 
centros y programas de atención a NNA en situación de calle.

b)	 Art. 184 (Gobiernos Autónomos Municipales): ejecución de políticas de protección integral.

c)	 Art. 188.v (Defensorías de la Niñez y Adolescencia): derivación a programas 
especializados.

d)	 Art. 276.II: obligación de la Policía Boliviana de implementar protocolos 
especializados y coordinar con instancias de protección.

Finalmente, es necesario indicar que la Disposición Transitoria Décimo Primera del CNNA 
establece la obligación de diseñar e implementar una política pública específica para 
niñas, niños y adolescentes en situación de calle, este mandato tiene naturaleza vinculante 
y configura una obligación de resultado para el Estado, en tanto exige la formulación 
de una política pública diferenciada que contemple medidas de prevención, protección, 
restitución de derechos y reintegración familiar y social.

Ley N.° 031 Ley Marco de Autonomías y Descentralización “Andrés Ibáñez” (2010), 
regula la organización territorial del Estado conforme al artículo 271 de la CPE. El 
artículo 7 establece como finalidad la distribución equilibrada de funciones político-
administrativas. En referencia a los Gobiernos Autónomos Municipales y Gobiernos 
Autónomos Departamentales en su artículo 8, numerales 2 y 3, establece que dichas 
entidades territoriales autónomas poseen las siguientes funciones:
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Numeral 2. La autonomía departamental, impulsar el desarrollo económico, 
productivo y social en su jurisdicción.

Numeral 3. La autonomía municipal, impulsar el desarrollo económico local, 
humano y desarrollo urbano a través de la prestación de servicios públicos a la 
población, así como coadyuvar al desarrollo rural.

Así mismo, en su artículo 120 indica que la coordinación entre el nivel central del Estado 
y las entidades territoriales autónomas es una obligación ineludible y la garantía del 
funcionamiento del Estado Plurinacional con autonomías se establece a partir de un 
adecuado y permanente flujo de información. 

Ley N.° 1152 Ley del Sistema Único de Salud (2019): tiene por objeto, ampliar la 
población beneficiaria que no se encuentra cubierta por la Seguridad Social de Corto 
Plazo. Esto con la finalidad de generar avances hacia un Sistema Único de Salud, Universal 
y Gratuito. Establece que todas las bolivianas y bolivianos que no estén protegidos por el 
Subsector de la Seguridad Social de corto plazo son beneficiarios de la atención integral 
en salud de carácter gratuito en el Subsector Público de Salud. 

Además, que establece las vías para el acceso de la población a la atención en salud 
refiriendo lo siguiente:

a)	 Los pacientes deberán acceder obligatoriamente a través de los establecimientos 
de salud del Primer Nivel de Atención del subsistema público y los equipos móviles, 
con preferencia mediante el establecimiento al que se encuentra adscrito.

e)  Los servicios públicos de salud se encuentran obligados a brindar atención 
preferente en la prestación de servicios y en los trámites administrativos a 
personas en situación de vulnerabilidad, incluyendo de forma enunciativa más 
no limitativa, a: mujeres, niñas, niños, adolescentes, adultos mayores, personas 
con discapacidad y miembros de Pueblos Indígena Originario Campesinos, 
comunidades interculturales y afrobolivianas.

Por último, incorpora criterios para que el Sistema Único de Información en Salud, realice: 

l.	 El Sistema Único de Información en Salud - SUIS, centralizará e integrará la 
información de todas las instituciones del Sector Salud en todos sus niveles de 
atención y gestión, y será administrado por el Ministerio de Salud.

II. 	 Todas las entidades del Sistema Nacional de Salud están obligadas a proporcionar 
información en formato digital, interoperada y de manera oportuna al SUIS, 
conforme a Reglamentación.

Ley N.° 3729 Ley para la prevención del VIH/SIDA (2007): Esta ley tiene entre sus 
competencias el establecimiento de políticas y programas que permitan prevenir, atender 
y rehabilitar a personas que viven con el VIH/SIDA, presentando distintas disposiciones 
que buscan garantizar sus derechos, desde la confidencialidad de su información hasta el 
acceso a tratamientos de forma gratuita. 
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Artículo 7 (Protección de Niños y Niñas que viven o conviven con VIH-SIDA). Las niñas 
y niños cuyo padre o madre o ambos han fallecido a causa de enfermedades asociadas 
al VIH-SIDA, tienen derecho a recibir atención gratuita multidisciplinaria, asistencia 
social y apoyo terapéutico para desarrollar sus vidas de forma normal. Los niños y niñas 
que nacen de madres que viven con el VIH-SIDA, tienen derecho a recibir servicios 
especializados pediátricos, incluido el acceso a medicamentos antirretrovirales.

Artículo 33 (Atención Gratuita a Personas que no Cuentan con Seguro Social). El 
Ministerio de Salud y Deportes, como política de Estado otorgará las prestaciones 
médicas, asistencia hospitalaria y suministrará medicamentos antirretrovirales 
gratuitos a las personas que viven con VIH-SIDA y que no posean ningún seguro 
social o médico.

Ley N.° 070 Avelino Siñani (2010): Esta ley plantea la educación como un derecho 
fundamental para todos y todas las NNA en Bolivia. Entre sus artículos presenta distintas 
disposiciones que pretenden garantizar la educación a partir del Estado, entre ellos se 
pueden observar:

Artículo 5. 22. Implementar políticas y programas de atención integral educativa a 
poblaciones vulnerables y en condiciones de desventaja social. 

Artículo 15. (Educación escolarizada integral para la población en desventaja 
social). Es la educación integral escolarizada dirigida a la atención de niñas, niños 
y adolescentes, jóvenes trabajadores desprotegidos y en desventaja social para 
protegerlos del entorno, mediante programas especiales de hogares abiertos con 
servicios integrales de salud, alimentación, educación, reinserción escolar y socio-
laboral, considerando políticas de rezago escolar como prioridad educativa.

Artículo 16 (Educación Alternativa Especial): I. Destinada a atender necesidades y 
expectativas educativas de personas, familias, comunidades y organizaciones que 
requieren dar continuidad a sus estudios o que precisan formación permanente en 
y para la vida. II. Se desarrolla en el marco de los enfoques de la Educación Popular 
y Comunitaria, Educación Inclusiva y Educación a lo largo de la vida, priorizando a 
la población en situación de exclusión, marginación o discriminación.

Ley N.° 264. Ley de seguridad ciudadana (2012): Cuyo objetivo es reducir la inseguridad 
ciudadana con la finalidad de promover el libre ejercicio de los derechos y garantías de 
todas las personas que habitan en el territorio nacional. Entre sus principios se puede 
observar el artículo 4.7 (Respeto a los Derechos Humanos) y 4.10 (Igualdad), en los que 
hace énfasis al respeto de los derechos y la generación de condiciones para lograr una 
igualdad real y efectiva.

Así mismo, establece en su artículo 66.I (Programas de reeducación, rehabilitación y 
reinserción social) que “El nivel nacional y las entidades territoriales autónomas crearán y 
dirigirán programas de reeducación, rehabilitación y reinserción social dirigidos a niños, 
niñas y adolescentes en situación de riesgo social”. 
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Ley N.° 342. Ley de la juventud (2013): Esta ley plantea diversos lineamientos para el apoyo 
a las y los jóvenes en Bolivia. Si bien, define a la juventud como una etapa entre los 16 a los 28 
años de edad, no contemplando de esta manera a NNA de 15 años o inferiores, en su cuerpo 
pueden observarse distintos artículos con disposiciones específicas para jóvenes en riesgo 
de vulneración y jóvenes en situación de calle. Entre ellos se puede observar los siguientes:

Artículo 34.II. (Acceso a la vivienda) El Estado diseñará políticas de acceso a la vivienda 
y vivienda social para las jóvenes y los jóvenes de menores ingresos económicos, 
grupos vulnerables, matrimonios jóvenes, uniones libres o, de hecho, padres y 
madres solteras.

Artículo 39. (Jóvenes que viven con VIH o SIDA). El Estado desarrollará políticas y 
programas específicos, en forma oportuna y permanente, para las jóvenes y los jóvenes 
que viven con el VIH o SIDA, garantizando el pleno acceso a los tratamientos médicos 
respectivos en forma gratuita, según corresponda.

Artículo 51. (Juventud en condición de vulnerabilidad). El nivel central del Estado, 
las entidades territoriales autónomas y las instituciones privadas involucradas, 
desarrollarán y garantizarán la elaboración e implementación de políticas de 
prevención y protección, programas de atención integral gratuito para las jóvenes y 
los jóvenes en situación de vulnerabilidad, en el marco de la política de inclusión social.

Artículo 55.I. (Jóvenes en situación de calle). El nivel central del Estado y las entidades 
territoriales autónomas, de acuerdo a sus competencias garantizarán el desarrollo 
integral mediante la ejecución de políticas públicas, planes, programas y proyectos 
en beneficio de las jóvenes y los jóvenes de la calle. II. Las entidades territoriales 
autónomas, de acuerdo a sus competencias, crearán centros de acogida y atención 
integral para las jóvenes y los jóvenes de la calle.

Decreto Supremo N.° 2377 Reglamentación del Código Niña, niño, adolescente: Esta 
reglamentación posee diversas disposiciones para la atención de las y los NNAs, encontrándose 
en ella dos artículos que contemplan de forma específica a NNASC y la obligación del Estado, 
siendo estas:

Artículo 13.2. (Salud Integral de Niñas, Niños y Adolescentes). Acciones intersectoriales 
de atención, información integral, consejería y educación sobre salud en general, 
discapacidad, enfermedades prevenibles por vacunas, enfermedades endémicas, 
epidémicas, pandémicas, infecciones, salud sexual y salud reproductiva, infecciones 
de transmisión sexual y VIH/SIDA, con énfasis en las niñas, niños y adolescentes en 
situación de calle.

Artículo 30.III: (Gratuidad en la inscripción). Para otorgar el duplicado gratuito del 
certificado de nacimiento a las niñas, niños y adolescentes que se encuentren bajo 
tutela extraordinaria, en situación de calle, que realicen actividad laboral o en situación 
de emergencia por desastre natural, las Defensorías de la Niñez y Adolescencia emitirán 
un informe y solicitud a la correspondiente Dirección Departamental del SERECI.
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Decreto Supremo N.° 4655: Este decreto contiene únicamente 2 artículos, en los cuales 
establece que la emisión de cédulas de identidad para NNASC es de carácter gratuito:

Artículo 1.- (Objeto): El presente Decreto supremo tiene por objeto establecer la emisión 
de la Cédula de Identidad - C.I. con carácter gratuito a favor de niñas, niños y adolescentes 
de hogares y centros de acogida, y a personas en situación de calle, con la finalidad de 
promover el ejercicio de sus derechos.

Artículo 2.- (cédula de identidad gratuita): El Servicio General de Identificación Personal 
- SEGIP procederá a la emisión de la Cédula de Identidad - C.I. con carácter gratuito a 
favor de niñas, niños y adolescentes de hogares y centros de acogida, y a personas en 
situación de calle. 

El SEGIP coordinará con entidades públicas, instituciones de asistencia social, hogares y 
centros de acogida, a efectos de la identificación e individualización de los beneficiarios 
para la emisión de cédulas de identidad con carácter gratuito.

Sentencia Constitucional N.° 206/2014: La cual desarrolló los criterios para el acceso a 
la interrupción del embarazo, entre ellas por la causal violencia sexual. A partir de lo cual, 
el Ministerio de Salud y Deportes aprueba mediante Resolución Ministerial N.° 27/2015 el 
Procedimiento Técnico para la prestación de Servicios de Salud en el Marco de la Sentencia 
Constitucional Plurinacional 206/2014 que reglamenta la prestación de servicios de salud 
para la interrupción legal y segura del embarazo y establece en su artículo 11 lo siguiente:

Artículo 11. Derechos de las usuarias. Las usuarias del servicio de salud tienen derecho 
a: a) Interrumpir su embarazo de manera legal, voluntaria, segura y sin presión alguna 
a sola presentación de la copia de la denuncia del delito de violación realizada ante 
la Policía o Fiscalía o Autoridades Originarias o Competentes. d) Recibir información y 
decidir voluntariamente el uso de la anticoncepción post aborto. i) A no ser discriminada, 
estigmatizada, ni sufrir ningún tipo de violencia en ninguna circunstancia, especialmente 
por su decisión de interrumpir su embarazo de forma voluntaria. 

Resolución Ministerial N.° 251 Reglamento del Sistema Único de Salud: Reglamenta el 
Sistema Único de Salud, estableciendo distintos lineamientos para la gestión del SUS y el 
acceso de la población a los servicios de salud. Entre las disposiciones más relevantes para 
NNASC, se identifica su artículo 11, el cual indica lo siguiente:

Artículo 11 (Proceso de adscripción al sistema único de salud). 

II. 	 La Cédula de Identidad será el único documento solicitado para el registro de los 
beneficiarios en el Sistema de Adscripción al SUS, que asignará un Código Único de la 
Persona igual al número de su documento de identidad, que permitirá el registro de la 
Carpeta Familiar y el Expediente Clínico. 

III.  A través de los Servicios de Trabajo Social de los establecimientos de salud, de 
los Servicios Departamentales de Gestión Social, de los GAM’s GAIOC’s, Casas 
de Acogida o de Organizaciones Sociales, se podrá solicitar al Servicio General 
de Identificación -SEGIP y el Servicio de Registro Cívico – SERECI, la emisión de 
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documentos de identidad para las personas indigentes o en situación de calle que 
no cuenten con los mismos.

IV. 	 Los establecimientos de salud del Primer Nivel de atención realizarán la adscripción de 
la población de su área geográfica de influencia a través de procesos informatizados o 
manuales.

Resolución Ministerial N.° 616 Reglamento para Inscripción de Nacimientos: 
Establece las normas, costos y parámetros para la inscripción en el registro civil de niñas, 
niños, adolescentes y también de personas mayores de 18 años sin límite de edad. Siendo 
su inscripción, competencia de los Oficiales de Registro Civil. Dentro de sus principios se 
encuentran: d) Principio de Buena Fe: Estipulando que el SERECI debe presumir la veracidad 
y validez legal de las declaraciones y pruebas documentales de quien solicita el trámite 
y sus testigos. y f ) Principio de informalismo: Donde expresa que la falta de exigencias 
formales puede ser subsanada, pero no debe interrumpir el proceso de inscripción. 

Esta norma presenta entre sus artículos 9 al 18, los procedimientos para la filiación de 
menores de 18 años, ya sea durante la primera infancia, o si es una solicitud realizada por 
un adolescente, ya sea con la presencia o la ausencia de sus padres. Tanto para NNA, en 
los artículos 14 y 15, la norma presenta los requerimientos para obtener un certificado de 
nacimiento, siendo los siguientes: a) Un certificado de nacido vivo, b) una libreta escolar o 
c) cualquier documento donde figure su nombre más la declaración de dos testigos, para 
poder obtener su certificado de nacimiento.

Modelo de Atención Integral a Víctimas de Violencia Sexual: Este Modelo, elaborado por 
el Ministerio de Salud y Deportes, contempla protocolos y lineamientos específicos para la 
atención a víctimas de violencia sexual en los servicios de salud de primer, segundo y tercer 
nivel para la interrupción legal del embarazo y para la orientación, siendo su objetivo el:

Brindar atención integral preventiva y curativa a las víctimas de violencia sexual. 
Las acciones del servicio de salud deben estar orientadas a prevenir, detectar, 
diagnosticar y tratar la violencia sexual, ya que se constituye en un problema de 
salud pública. Todos los servicios deben estar preparados para otorgar la mejor 
atención posible de acuerdo a sus capacidades resolutivas.

2.1.	 Competencias de las instituciones vinculadas a NNASC

Se realizó una tabla de análisis con la finalidad de visibilizar el grado de competencias 
que tiene cada institución en el marco del derecho a la protección, derecho a la identidad, 
derechos sexuales y derechos reproductivos vinculados a los NNASC:
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Cuadro 4. Competencias vinculadas al derecho a la protección, identidad y DSDR

Institución Derecho a la protección Derecho a la identidad Derechos sexuales y 
derechos reproductivos

Ex Ministerio 
de Justicia y 

Transparencia 
Institucional, 

ahora 
Ministerio de la 
Presidencia2

CPE: Artículos 15.I, 59.II, 
60 

CNNA: Artículos 
14, 15.I, 164.c, 166.IV, 
179.a;b;f;h;m;n;o 

Ley 342/2013: Artículos 
51 y 55

Ministerio de 
Gobierno - 
SEGIP

CPE: Artículo 22 
CNNA: Artículos 145.III, 

276.II.

CPE: Artículo 59.IV  
 

D.S. 4655/2022 y su 
reglamentación aprobada 

mediante Resolución 
administrativa SEGIP/

DGE/110/2022

Ministerio 
de Salud y 
Deportes

CPE: Artículos 9.5, 18, 35.I, 36.I, 
66, 298.II.17 

CNNA: Artículos 18, 19, 21.III, 
22, 28.II  

Ley 1152/2019: Artículo 7.I.f ;III, 
18.I, 19.III  

Ley 3729/2007: Artículo 33 
D.S. 2377/2015: Artículos 12, 

13 
D.S. 4857/2023: Artículo 84.j  

Ley 031/2010: Artículo 
81.I.1,;4;5;6;9 

R.M. 027/2015 
R.M. 251/2021: Artículo 11

SCP 206/2014

Modelo de Atención Integral 
a Víctimas de Violencia 

Sexual

Tribunal 
Supremo 
Electoral - 
SERECI

CPE: Artículo 59.IV 
CNNA: Artículo 114 

Ley 018/2010: Artículo 70

D.S. 2377/2015: Artículo 
30.III 

TSE-RSP 47/2014: 
Artículo 114

2	 Cabe indicar que, la eliminación del Ministerio de Justicia y Transparencia Institucional se hizo a través del Decreto Supremo N.° 
5488 de noviembre de 2025, quedando como Ente Rector el Ministerio de la Presidencia.
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Institución Derecho a la protección Derecho a la identidad Derechos sexuales y 
derechos reproductivos

Gobierno 
Autónomo 

Departamental

CPE: Artículo 60 
CNNA: Artículos 161.d, 
182.a;b;c, 183.k;m, 276.II, 
disposición transitoria 11º

CPE: Artículos 35. I, 36 
Ley 031/2010: Artículos 7.II.3.

81.III. 1. a;b;i;n

Gobierno 
Autónomo 
Municipal

CPE: Artículo 60 
CNNA: Artículos 161.e, 

184,a;b;h, 185, 188.g;k,v;z, 
276.II, disposición 
transitoria 11ª

CNNA: Artículo 188.e;l;n;
CPE: Artículo 35. I 

Ley 031/2010: Artículo 7.II.2,  
Ley 1152/2019: Artículo 7.I.a; e

Fuente: Elaboración propia de la Defensoría del Pueblo

2.2.	 Legislación comparada

El año 2017, a partir de la consulta a diversos/as NNASC en distintos países alrededor 
del mundo, la oficina general de Naciones Unidas publica la Observación General 21 sobre 
la niñez en situación de calle emitió una serie de observaciones a fin de instar a los Estados a 
desarrollar estrategias nacionales globales y a largo plazo sobre los niños en situación de calle, 
utilizando un enfoque holístico basado en la Convención sobre los Derechos del Niño. Entre 
otros aspectos, se observa lo siguiente:

En la presente observación general, el término “niños de la calle” se utiliza para hacer 
referencia a: a) los niños que dependen de la calle para vivir y/o trabajar, ya sea por sí solos, 
con otros niños o con su familia; y b) un conjunto más amplio de niños que conformaron 
vínculos sólidos con los espacios públicos y para quienes la calle desempeña un papel 
fundamental en su vida cotidiana y su identidad. Esta población más amplia incluye a los 
niños que periódicamente, aunque no siempre, viven y/o trabajan en la calle y a los niños 
que no viven ni trabajan en la calle, pero sí acompañan habitualmente a sus compañeros, 
hermanos o familiares en la calle. En cuanto a los niños de la calle, se entiende que están 
“en espacios públicos”, incluye pasar una cantidad de tiempo considerable en las calles 
o en mercados callejeros, parques públicos, espacios comunitarios, plazas y estaciones 
de autobuses y de tren. No se incluyen los edificios públicos como escuelas, hospitales y 
otras instituciones comparables (Naciones Unidas, 2017,3).

Esta definición, si bien posee similitudes con la expresada en el Código NNA, también presenta 
diferencias fundamentales: una de ellas -quizás la más evidente- es que esta definición 
considera la ruptura parcial o total de los vínculos familiares; también expresa que los “niños de 
la calle” pueden acompañar habitualmente a sus familiares en la calle, o depender de la misma 
ya sea de forma solitaria o como parte de la dinámica familiar; asimismo, hace referencia a un 
grupo de personas que forman vínculos sólidos dentro del espacio público, no determinando, 
si aquellas personas poseen una familia o un techo donde pernoctar, sino que ya forman parte 
de las dinámicas que se dan en la calle y su personalidad se encuentra definida a partir de 
las mismas.
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Estas dos formas de definir a un NNASC, difieren considerablemente de la normativa 
presentada en Bolivia, la cual requiere de dos elementos principales: una ruptura de los 
vínculos familiares y una adopción de las dinámicas de calle.

En relación a Sudamérica, es posible observar distintas definiciones y formas de 
comprender a esta población. En países como Brasil, Argentina y Colombia es posible 
identificar la normativa específica para la comprensión y atención de personas en 
situación de calle; dichas normativas poseen una definición clara sobre esta población, la 
cual no realiza una división etaria, contemplando a todas las personas que se encuentran 
en esta situación independientemente de su edad.

a)	 Colombia

El 2013 en Colombia se promulgó la Ley N.º 1641/2013, desde la cual se establecen los 
lineamientos para la formulación de una política social para habitantes de la calle. En esta 
ley se incluye una definición para esta población, similar a la presentada en el territorio 
boliviano, siendo esta: “b) Habitante de la calle: Persona sin distinción de sexo, raza o edad, 
que hace de la calle su lugar de habitación, ya sea de forma permanente o transitoria y, 
que ha roto vínculos con su entorno familiar”.

Sin embargo, un año más adelante, Colombia eliminó la última parte referida a la ruptura 
de vínculos con el entorno familiar, siendo considerada inexequible por medio de la 
Sentencia C-385/2014. Seis años después, durante la gestión 2020, en dicho país se 
llevó a cabo el Censo de Habitantes de la Calle, en el que a partir de esta definición y los 
resultados de un censo previo realizado el año 2011, se generó una categorización de 
habitantes de la calle de la siguiente manera:

Consumidor en riesgo de calle: Su espacio físico alterna entre su hogar y la calle. 
Sus necesidades son solventadas primordialmente en casa.

Mendigo de oficio: No solventa todas sus necesidades en la calle y su relación con 
la calle es de generación de ingresos. 

Recuperador de oficio: Persona cuya relación con la calle es de generación de 
ingresos a través del material reciclado y que no solventa todas sus necesidades 
en la calle.

Recuperador (Vehículo de Tracción Animal): No solventa todas sus necesidades en 
calle y su relación con la calle es de generación de ingresos, requiere de intervención 
para confirmar su permanencia en calle bajo las condiciones de la definición.

Vendedor ambulante: Persona que trabaja informalmente en la calle comercializando 
bienes de consumo, no solventa todas sus necesidades en la calle y su relación con 
esta es de generación de ingresos (Censo Habitantes de la Calle, Colombia. 2020).
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b)	 Argentina

En Argentina, el 2021, se emitió la Ley Nacional para personas en situación de calle y en 
riesgo a la situación de calle, por medio de la Ley Nacional N.º 27654. En ella se presentan 
dos definiciones con la finalidad de comprender a las personas que están en situación 
de calle y a aquellas personas que se encuentran en riesgo de estar en situación de calle. 
Definiendo ambas de la siguiente manera:

Artículo 4. Definiciones 

1.	 Personas en situación de calle son quienes, sin distinción de ninguna clase (...), 
habiten en la calle o en espacios públicos en forma transitoria o permanente, 
utilicen o no servicios socio asistenciales o de alojamiento nocturno, públicos o 
privados. 

2.	 Personas en riesgo a la situación de calle son quienes (...) estén en alguna de las 
siguientes situaciones:

a. 	 Residen en establecimientos públicos o privados -sean médicos, asistenciales, 
penitenciarios u otros - de los cuales deban egresar por cualquier causa en un 
plazo determinado y no dispongan de una vivienda para el momento de egreso.

b. 	 Se encuentran debidamente notificadas de una situación inminente de desalojo 
o de una resolución administrativa o sentencia judicial firme de desalojo y no 
tengan recursos para procurarse una vivienda.

c. 	 Habiten en asentamientos precarios o transitorios sin acceso a servicios públicos 
esenciales o en condiciones de hacinamiento que afecten su integridad psicofísica 
(...) (Ley Nacional N.º 27654, Argentina, 2021).

c)	 Brasil 

En Brasil, mediante el Decreto 11.341, el 2023 se creó el Ministerio de Derechos Humanos y 
Ciudadanía, el cual contempla en su estructura organizacional la Dirección de Promoción 
de los Derechos de Población en Situación de Calle. Entre sus competencias contempla el 
cumplimiento de la Política Nacional para la población en situación de calle, aprobada el 
año 2009 mediante el Decreto 7053/2009. En dicha política se encuentra una definición de 
población en situación de calle, la cual no sufre ninguna modificación, siendo ratificada el 
año 2023 mediante el Decreto citado anteriormente. La definición establece:

Artículo 1. Considérese la población en situación de calle un grupo poblacional 
heterogéneo que posee en común la pobreza extrema, vínculos familiares 
interrumpidos o debilitados y la inexistencia de una vivienda convencional regular, y 
que utiliza los espacios públicos y zonas precarias (degradadas) como un espacio de 
vivienda y sustento, de forma temporal o permanente, así como alojamientos para el 
pernocte temporal o viviendas provisionales (Brasil, 2023, Traducción propia).
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Si bien, estos no son los únicos países en la región que cuentan con una definición clara 
de población en situación de calle, analizar los mismos permite comprender distintas 
características y aproximaciones que cada país posee sobre esta problemática. Se puede 
observar incluso diferencias en la forma de nombrar a esta población, como es el caso de 
Colombia que utiliza el término “habitantes de la calle”. 

Además, se observa la aparición de categorizaciones y clasificaciones que consideran no 
sólo a personas que se encuentran en situación de calle, sino también a personas que se 
encuentran en riesgo de llegar a esta situación. Este punto es observado en el caso de 
Argentina, pero también en la definición presentada por Brasil, donde el vínculo de esta 
población no se encuentra en la falta de un lugar de pernocte, sino en las condiciones de 
esta vivienda, producto de una situación de pobreza extrema. 
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1.	 Definición de niña, niño, adolescente en situación de calle

Uno de los principales desafíos que surgió durante la elaboración del presente informe, 
fue la dificultad de poder definir lo que como Estado y como sociedad comprendemos 
al hablar de niña, niño, adolescente en situación de calle. Si bien, el término pareciera 
evidente a simple vista, en la práctica, las distintas concepciones y dinámicas que forman 
parte de su realidad, dificultan la tarea de delimitar operativamente a quienes representan 
esta población. 

En Bolivia no existe una definición oficial que describa a una persona en situación de calle. 
Sin embargo, a la hora de hablar de niñas, niños y adolescentes, el Código Niña, Niño, 
Adolescente –artículo 166–, establece que: “se entiende por niñas, niños o adolescentes 
en situación de calle, a quienes se han desvinculado total o parcialmente de sus familias, 
adoptando la calle como espacio de hábitat, vivienda y pernocte, o de socialización, 
estructuración de relaciones sociales y sobrevivencia.

De esta manera, este artículo representa el principal referente que nos permite comprender 
lo que para el Estado boliviano significa esta población. Sin embargo, se hace necesario 
pensar, hasta qué punto responde a la realidad situacional actual, si los alcances de esta 
definición permiten que sea adoptada por otras instituciones, tanto gubernamentales 
como de sociedad civil, o si por el contrario, se buscan otras formas de definir a las NNASC, 
las cuales permitan reflejar con mayor precisión a esta población o las necesidades que 
se busca intervenir.

En Bolivia, existen diversas instituciones de sociedad civil que trabajan en la sensibilización, 
prevención, atención y contención de niñas, niños y adolescentes. Algunas de ellas 
trabajando de forma específica con NNASC y cada una, con un enfoque epistemológico y 
metodológico específico que responde a sus políticas y objetivos para y con la población. 
Entre ellas, se puede observar a la asociación Maya Paya Kimsa, quienes el año 2009 
publican un texto denominado “Salud para los niños, niñas y adolescentes en situación 
de calle”, donde se presenta una lista de variables de observación para poder identificar si 
un NNA se encuentra en situación de calle. Las cuales, complementan de alguna manera, 
las variables que presenta el Código NNA:

Pernocte: Si el pernocte o estadía nocturna en calle pasó de pequeñas estancias a 
largas temporadas en lugares como alojamientos o torrantes. 

Afiliación a grupo de pares: Si se alcanzó algún tipo de identificación con algún grupo 
o núcleo de calle estable, es decir, que tengan una territorialidad e identidad definida.
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Actividades de supervivencia: Cuando sus actividades de supervivencia y estadía 
en calle pueden variar fácilmente en actividades tanto lícitas como ilícitas.

Consumo: Cuando el consumo dejó de ser esporádico y aumentó en intensidad 
y frecuencia, afectando los niveles físicos, comportamentales, afectivos y 
emocionales.

Lenguaje: Cuando por el tiempo de estadía en calle, se adquieren características 
propias de la subcultura, como el manejo del lenguaje y de códigos que significan la 
experiencia de vida en calle ( juegos, palabras, denominación de lugares, personas 
e instituciones).

Ruptura total o parcial de los vínculos familiares: Esta ruptura se puede dar de 
forma progresiva o de forma total y violenta, dependiendo de la dinámica familiar. 
Se constató que las niñas, niños o adolescentes víctimas de maltrato en sus hogares 
realizan una ruptura total de sus vínculos familiares (AANAC Maya Paya, 2009). 

Sin embargo, es necesario considerar que todas estas definiciones pueden estar limitadas a las 
dinámicas que responden a un momento marcado en el tiempo, así como a la región donde 
dicha institución realiza su intervención. Por lo cual, es necesario evaluar de manera amplia 
y constante las características que marcan y delimitan la problemática en todo el territorio 
boliviano para poder visibilizar de forma adecuada esta realidad.

Así también, la investigación “Podemos dejar la calle ¿Pero la calle nos dejará a nosotros?” 
(Losantos, 2015) realizó una revisión de cómo se comprende la permanencia en situación 
de calle de NNA en revisión de distintos autores como son Pare (2003) que analiza factores 
atractores y expulsores y Volpi (2002) quien analiza los intentos de salir de esta situacionalidad. 

Dicha investigación abre la puerta a un complejo debate sobre los alcances de términos como 
situacionalidad y permanencia. Refiere que no es posible hablar de permanencia en situación 
de calle sin antes tomar en consideración una visión ampliada que no tome únicamente en 
consideración los factores que pueden expulsar o retener a un NNA en la calle, sino que es 
necesario tomar en cuenta otros espacios como son las instituciones a las que NNASC se 
aproximan y la sociedad, en sus intentos de sobrevivencia o escape de la situación de calle.

En ese sentido, la permanencia en situación de calle es:

El hecho de que los niños, niñas, adolescentes y adultos jóvenes, una vez que 
ingresaron a la calle, pasaron por múltiples experiencias de institucionalización y 
muchos de ellos regresaron a sus familias en varias oportunidades; actualmente la 
utilizan como espacio principal para su hábitat, para la construcción de relaciones 
sociales tanto con personas dentro como fuera de la calle y como su lugar de 
referencia de identidad (Losantos, 2015, p. 5).

Este concepto, propone un debate sobre las dificultades de la calle, reafirmando el uso del 
término “en situación de calle” en contraposición ante un término antiguamente utilizado “niños 
de la calle”, ya que el primer refuerza la autonomía de cada NNA presentando la calle como una 
situación que puede ser cambiada a futuro, en contraposición a términos como “de la calle” que 
corren el riesgo de presentar una visión estigmatizante, reafirmando una identidad en la que 
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un NNA proviene de la calle, en contraposición a otros integrantes de una población que no 
pertenecen a la calle, sino a la comunidad. La permanencia hace referencia a las dificultades 
observadas para salir de la situación de calle, mientras que la situacionalidad hace referencia al 
carácter temporal-transitorio de la vivencia en la calle, en una separación clara de un carácter 
identitario o estructural de la persona.

La Observación General N.° 21 (2017) del Comité por los Derechos del Niño retoma en 
su versión en español el término “Niños de la calle” como una forma de estandarización 
debido a que muchos Estados parte aún mantienen dicha definición en sus documentos 
oficiales. Sin embargo, su versión en inglés, considerada como la versión original, utiliza el 
término children in Street situations (NNA en situación de calle), reafirmando la necesidad 
de un concepto que separe una condición situacional con características identitarias del 
individuo.

A su vez, la Observación General N.° 21 presenta una visión ampliada sobre esta población, 
donde presenta un énfasis en las dinámicas de la situacionalidad de calle, más que en 
los espacios de pernocte, contrario a una visión tradicional de la calle, observado en su 
párrafo 4 que define a esta población de la siguiente manera:

a) los niños que dependen de la calle para vivir y/o trabajar, ya sea por sí solos, 
con otros niños o con su familia; y b) un conjunto más amplio de niños que han 
conformado vínculos sólidos con los espacios públicos y para quienes la calle 
desempeña un papel fundamental en su vida cotidiana y su identidad. Esta 
población más amplia incluye a los niños que periódicamente, aunque no siempre, 
viven y/o trabajan en la calle y a los niños que no viven ni trabajan en la calle, pero 
sí acompañan habitualmente en la calle a sus compañeros, hermanos o familiares 
(CDN, 2017, par.4).

Se observa como dicha definición toma en consideración las dinámicas correspondientes 
a la vivencia en la calle, trabajo, conformación de vínculos sólidos, ampliando la definición 
a aquellos NNA que se encuentran en la calle de forma intermitente durante períodos de 
tiempo determinados e incluso NNA que no necesariamente viven o trabajan en la calle, 
pero que realizan la mayor parte de sus actividades y vínculos en la misma. Esta definición 
ofrece un análisis amplio donde el factor más importante para definir la situacionalidad 
de calle no es el lugar del pernocte, sino las dinámicas inherentes que cada región formó 
en la vivencia y sobrevivencia en la calle. 

2.	 Enfoque de derechos en la atención a NNASC

La Observación General N.º 14 (2013) del Comité de los Derechos del Niño, sobre el 
derecho del niño a que su interés superior sea una consideración primordial (artículo 
3.1) insta a los Estados a adoptar todas las medidas necesarias, expresas y concretas para 
hacer efectivo este derecho. También define el interés superior del niño como “garantizar 
el ejercicio pleno y efectivo de todos los derechos reconocidos por la Convención y el 
desarrollo holístico del niño”. 
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Dentro de la Observación General N.º 21 (2017), párrafo 5, se hace referencia a la necesidad 
de evitar el uso de enfoques asistenciales y represivos en la intervención con esta 
población, ya que estos enfoques no contemplan al NNA como un titular de derechos, 
sino por lo contrario, provocan escenarios de vulneración de sus derechos por medio de 
un levantamiento arbitrario del espacio público, como se da en el enfoque represivo, o 
una vulneración del interés superior del niño a partir de un enfoque asistencial. Para ello, 
se toma en consideración la adopción de un enfoque de derechos, el cual permita a cada 
NNASC ser un individuo titular de derechos con una coparticipación activa en la toma de 
decisiones que puedan afectar su desarrollo o realidad inmediata.

Dentro de Bolivia, la Guía de Formación de Educadores de Calle (2018) refiere que ambas 
visiones, tanto asistenciales como represivas mostraron límites en alcanzar sus objetivos, 
que es la reducción o eliminación de presencia de NNASC, debido a un bajo índice de 
resultados positivos presentados por enfoques asistenciales, como por una vulneración 
sistemática de derechos, más allá de inefectiva, presentada por “iniciativas de limpieza 
social” (López et al, 2018). Ante la inefectividad de dichos modelos, tanto la Observación 
General N.° 21, como la Guía de formación para educadores de calle, plantea una alternativa 
a los modelos de intervención anteriormente señalados, que implica la adopción de un 
enfoque basado en los derechos humanos.

De acuerdo al Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD, 2007:11), 
en Enfoque de Derechos es aquel que: “Utiliza la legislación de los derechos humanos 
como un marco para el logro de la Reducción de la pobreza. Lo hace por medio de la 
aplicación de los valores intrínsecos (por ejemplo, la no discriminación y la participación) 
y los principios básicos de los derechos humanos (tales como la indivisibilidad y la 
interdependencia de los derechos humanos. 

De esta manera, adoptar un enfoque de derechos en el abordaje, prevención y atención 
a NNASC, es considerado como un pilar fundamental para el Estado boliviano, el cual, 
como se observa en la CPE, artículo 9.4, debe garantizar el cumplimiento de los principios, 
valores, derechos y deberes reconocidos y consagrados por la constitución. Entre los 
cuales se incluyen derechos fundamentales como el derecho a la vida, a la integridad 
física, el derecho a no sufrir ningún tipo de violencia, derecho a la alimentación, a recibir 
educación y salud universal y gratuita, entre otras.

De acuerdo al artículo 159.I del Código NNA, el Sistema Plurinacional de Protección 
Integral de la Niña, Niño y Adolescente es un conjunto articulado de órganos, instancias, 
instituciones, organizaciones, entidades y servicios que tienen como objetivo garantizar 
el pleno goce de los derechos de NNA. El SIPPROINA actúa en todos los niveles del Estado 
mediante acciones intersectoriales y proporciona un marco legal y operativo para la 
protección de NNA en Bolivia. 

Para lograr sus objetivos el CNNA (artículo 162) otorga al SIPPROINA distintos medios de 
protección, entre ellos el desarrollo de políticas públicas, el plan plurinacional de NNA, 
los planes departamentales y municipales de NNA, entre otros, siendo una obligación 
compartida tanto del Estado como de la sociedad, la garantía, formulación, ejecución y 
control de estos medios de protección, con el objetivo de generar garantías o restituir los 
derechos vulnerados de NNA. 
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Para ello, el CNNA define en su artículo 164.I.c), las políticas de protección especial, como 
un tipo de políticas que el SIPPROINA debe realizar en el marco de la protección integral 
de NNA. Esta política comprende “acciones encaminadas a prevenir o restablecer los 
derechos que se encuentren amenazados o vulnerados de las niñas, niños y adolescentes, 
víctimas de abuso, maltrato, explotación, en situación de calle…”. 

Cuando se habla del derecho a la protección, se hace referencia a un concepto bastante 
amplio, que implica garantizar a todas las personas, en especial NNA el resguardo ante 
toda forma de violencia, abuso, negligencia, explotación o tratos crueles y degradantes. En 
relación a NNASC, se habla en muchas ocasiones de una violencia estructural registradas 
tanto en el espacio público, como en el espacio privado. Dentro de la Observación General 
N.º 21 sobre los niños de la calle (2017) emitida por el Comité de los Derechos del Niño 
de Naciones Unidas, se hace referencia a la necesidad de proteger a NNASC de distintas 
formas de violencia, como se observa a continuación:

La violencia en todas sus formas —emocional, física o sexual— es tanto una causa 
fundamental como una consecuencia de que los niños terminen en la calle. La 
violencia de todo tipo impregna la vida de los niños de la calle en gran escala y es 
una de las principales preocupaciones señaladas por los propios niños. Es preciso 
adoptar medidas inmediatas, específicas y urgentes para proteger a los niños de la 
calle (Naciones Unidas, 2017).

El Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), por otro lado, refiere que el 
derecho a la familia implica, respecto a las y los NNA que “tienen derecho a vivir en familia, 
a sentirse protegidos en ella y contar con todos los cuidados necesarios para asegurar su 
desarrollo óptimo” (2020, p. 51). Del mismo modo, destaca que cuando el acceso a este 
derecho no sea posible por distintas razones, como, por ejemplo, la situacionalidad de 
calle, es el Estado quien está obligado a garantizar su protección y ofrecer opciones de 
cuidado alternativo (2020). 

De acuerdo a la CDN, se debe velar para que NNA no sea separado de sus padres a menos 
que las autoridades competentes determinen que dicha separación sea necesaria en el 
interés superior del niño (artículo 9); en ese caso, de acuerdo al artículo 20 de la CDN, las 
y los NNA que de forma temporal o permanente sean separados de su medio familiar en 
el marco de su interés superior, deberán recibir protección y asistencia especial por parte 
del Estado.

A su vez, el Derecho a la Identidad representa un derecho humano fundamental, que 
implica un proceso que inicia desde el nacimiento de un ser humano hasta el día de su 
muerte.  La identidad es un proceso que se construye a lo largo del tiempo a partir del 
contacto con los distintos medios de la historia personal y el contexto en el que una 
persona se encuentra. 

A nivel jurídico, el Derecho a la Identidad implica el reconocimiento por parte del Estado 
de una persona, lo cual es logrado a partir de otorgarle un certificado de nacimiento, una 
cédula de identidad y facilitar su acceso a distintos servicios a partir del libre ejercicio de 
su identidad (UNICEF, 2009, p. 11). En sus artículos 7 y 8 la CDN reconoce el derecho a la 
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identidad y obliga a los Estados parte a respetarlo y generar las medidas necesarias para su 
garantía. En este sentido refiere que, “1. El niño será inscrito inmediatamente después de su 
nacimiento y tendrá derecho desde que nace a un nombre, a adquirir una nacionalidad y en 
la medida de lo posible, a conocer a sus padres y a ser cuidado por ellos”.

Otro aspecto considerado fundamental para garantizar un desarrollo pleno de todo NNA 
se encuentra en el derecho a la salud sexual y reproductiva, el cual, en muchas ocasiones 
se encuentra vulnerado debido a las complejas dinámicas de la situacionalidad de calle. 
Para el Fondo de Población de las Naciones Unidas (UNFPA), “Los Derechos Sexuales y 
Derechos Reproductivos son un conjunto de derechos y están orientados a resguardar, 
por un lado, la toma de decisiones y el control de las personas respecto a su sexualidad y 
reproducción” (2017, p. 22). 

De la misma manera, separa la concepción de Derechos sexuales con la de Derechos 
Reproductivos, entendiendo a los derechos sexuales como una forma en la que las personas 
pueden expresan su sexualidad, de forma libre y placentera en un marco de respeto 
mutuo, sin escenarios de violencia. Mientras que respecto a los derechos reproductivos 
refiere que existen para “garantizar nuestro bienestar físico, mental y social, en todos los 
aspectos relacionados con nuestro sistema reproductivo, sus funciones y procesos, así 
como la libertad para decidir sobre el número y espaciamiento de los hijos e hijas que 
queremos tener” (UNFPA, 2017, p.23).

Con relación a NNASC, una de las problemáticas que forman parte de su vivencia 
es la prevalencia del VIH-SIDA, que puede suscitarse a causa de una falta de acceso a 
información referente a derechos sexuales y derechos reproductivos, así como también a 
consecuencia de distintos factores de riesgo vinculados a la situacionalidad de calle. Esta 
infección es definida dentro de la Ruta crítica para la prevención y atención del VIH-SIDA 
en NNASC del municipio de El Alto (2019) como un virus de inmunodeficiencia humana, 
causante de la infección del mismo nombre. Este documento indica que el término 
“VIH” hace referencia tanto al virus como a la infección que causa, mientras que el SIDA 
significa: Síndrome de inmunodeficiencia adquirida, siendo esta la fase más avanzada de 
la infección por VIH. Así mismo, de acuerdo a esta Ruta crítica:

“Muchas niñas, niños y adolescentes en situación de calle maduran sexualmente de 
manera precoz, sea por abusos sexuales o por la competencia entre sus pares. En 
este contexto, no hay educación ni prevención sobre salud sexual y reproductiva, 
por lo que las enfermedades se propagan de manera alarmante, siendo de gran 
importancia ahondar en algunas de ellas que se presentan mayormente en la 
población en situación de calle” (Ruelas et al, 2019, p. 23).

Entre las enfermedades que se identificaron con una alta prevalencia en personas en 
situación de calle se encontró la tuberculosis y el VIH-SIDA, no siendo la excepción el 
Estado boliviano, cuya problemática se concentra principalmente en poblaciones que se 
encuentran en situación de vulnerabilidad social, entre las que se incluye a NNASC.
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3.	 Datos demográficos del Censo de Personas en situación de calle

A manera de concluir el marco teórico, se realiza un breve repaso del censo de personas 
en situación de calle (2014), avalado por el INE y ejecutado en un esfuerzo conjunto entre 
el Viceministerio de Defensa Social y Sustancias Controladas y la Red Nacional por la 
Defensa de los Derechos de la Niñez y Adolescencia en Situación de Calle, representando 
a la fecha el único documento oficial que presenta información demográfica a nivel 
nacional sobre el estado situacional de esta población durante el año 2014. 

De acuerdo a los datos obtenidos en este censo para la gestión, en Bolivia se registró 
un total de 3.768 personas en situación de calle, concentrándose el 89% en cuatro 
ciudades: El Alto con 1.071 personas, Cochabamba con 977, La Paz con 726 y Santa Cruz 
con 582, quedando el 11% restante dividido en las otras ciudades capitales del país.

Entre los resultados más resaltantes de este censo, se evidenció que un 31,6% de la 
población identificada respondía a niñas, niños y adolescentes. Así como también, que el 
46% de la población entrevistada, refería tener al menos un hijo, aunque únicamente un 
25,9% haya mencionado que vive con ellos.

En relación a las mujeres en situación de calle, quienes conformaban el 25,9% de esta 
población. Un 6,7% refirió estar embarazada y únicamente un 48,2% mencionó no estarlo. 
Este dato dejó un vacío de 45,1% de mujeres que no pudieron asegurar si se encontraban o 
no en una etapa de gestación. Asimismo, el censo mostró como sólo el 27,5% de las mujeres 
que estuvieron embarazadas en algún momento habían asistido a un control prenatal. Así 
mismo, al considerar que, para dicho año, un 28,7% de las adolescentes censadas entre 10 y 
19 años habían tenido al menos un embarazo. En contraposición a la media nacional que en 
la gestión 2014 reporto un 18% y en el ámbito rural de un 25%, es posible observar como el 
acceso a los derechos sexuales y reproductivos se hace emergente en el trabajo con NNASC, 
así como el trabajo en la restitución de todos sus derechos.

Si bien el censo no logró precisar el estado situacional de la población en situación de 
calle que vive con VIH-SIDA, considerando que únicamente un 33,8% de la población 
había recibido una prueba y que las personas menores de edad no pueden recibir una 
prueba sin el acompañamiento de su madre, padre o tutor legal. No se hizo posible 
estimar con datos precisos la complejidad del VIH-SIDA en la vivencia de la calle, mucho 
menos en NNASC.
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En este capítulo, dividido en dos momentos, se presenta en primer lugar una 
sistematización de las respuestas emitidas por cada institución a la que se requirió 
información, seis instituciones a nivel nacional, nueve Gobiernos Autónomos 
Departamentales y 10 Gobiernos Autónomos Municipales. Luego de ello, se presenta 
una sistematización y análisis de las verbalizaciones emitidas por NNASC y educadores 
que trabajan con NNASC en relación a experiencias y percepciones de la vida en situación 
de calle y su relación con el Estado. Así mismo, se incluyó al análisis algunos registros 
correspondientes a los diarios de campo desde los que se registró el acompañamiento 
realizado por la Defensoría del Pueblo al trabajo e intervención de algunas instituciones 
privadas con NNASC. 
Este proceso permitió conocer la respuesta oficial de las instituciones públicas, para 
luego, poder contrastar las mismas con verbalizaciones y experiencias producto de 
una observación directa de cómo se configuran las distintas realidades que vive esta 
población.
Al considerar las características de la problemática de NNASC en Bolivia, se vio necesario 
identificar programas, proyectos, servicios o acciones realizadas por el Estado desde el 
nivel central, departamental y municipal para garantizar o restituir los derechos de esta 
población.
A cada institución se le consultó lo siguiente: Programas, Proyectos o Servicios realizados 
entre los años 2021 y 2025 dirigidos a NNASC o que involucren a los mismos. 

a)	 Presupuesto contemplado para la atención a NNASC 2021-2025.
b)	 Resultados o logros obtenidos en la atención a NNASC desde sus competencias 

y atribuciones.
c)	 Si la institución cuenta con un protocolo de atención a NNASC.
d)	 Si la institución realiza algún tipo de coordinación para el trabajo con NNASC.
e)	 Otras acciones o resultados específicos a sus competencias en relación al 

derecho a la protección, derecho a la familia, derecho a la identidad, derechos 
sexuales y derechos reproductivos.
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1.	 Nivel nacional de gobierno
1.1.	 Ministerio de Justicia y Transparencia Institucional3

Respecto a las consultas realizadas, en relación a políticas, programas, proyectos, servicios, 
protocolos, coordinación interinstitucional o presupuesto asignado para la atención a 
NNASC, este Ministerio no reportó ninguna acción relacionada a la prevención o atención 
de los derechos de este grupo poblacional. En ese sentido, el Viceministerio de Igualdad 
de Oportunidades (VIO), como instancia encargada de manejar el Sistema de Información 
de Niñas, Niños y Adolescentes (SINNA) y del Sistema Plurinacional de Protección Integral 
de la Niña, Niño y Adolescente (SIPPROINA) emitió una respuesta bajo CITE: MJTI-
DESP-12721-2025 en fecha 25 de Julio de 2025.
Esta respuesta sólo reflejó dos acciones de monitoreo realizadas por parte del VIO a los 
nueve GAD y a 10 GAM, a los que el MJTI consultó sobre la existencia e implementación 
de Programas de Prevención y Centros de Rehabilitación y Reinserción Social de Niñas, 
Niños y Adolescentes en Situación de Calle. 

Estas acciones de monitoreo responden al resultado nueve del Plan Sectorial de Desarrollo 
Integral Justicia y Transparencia Institucional PSDI 2016-2020 MJTI, que en su resultado 
9, a partir del eje estratégico 5. ‘Igualdad y Equidad de Oportunidades e Inclusión Social’ 
expresa como indicador de impacto: “Nº de NNA en situación de calle, insertados en 
Centros de Rehabilitación y reinserción Social o beneficiados con programas de atención 
integral” (MJTI, 2020, p. 90).

Siendo para ello su producto el “Monitoreo a la implementación de Centros Integrales de 
Rehabilitación y Reinserción Social en el marco de programas de atención integral a NNA en 
situación de calle” (MJTI, 2020, p. 90). Cabe resaltar que en el Plan Estratégico Institucional del 
MJTI 2021-2025 no se identificó ningún resultado relacionado a NNASC, así como tampoco 
se identificó ningún resultado dirigido a este grupo poblacional en el Plan Multisectorial de 
Desarrollo Integral para vivir bien de la niñez y adolescencia 2021-2025.

Las acciones de monitoreo reportadas por el MJTI fueron realizadas durante la gestión 
2020 (primera acción) y posteriormente realizó un seguimiento de la implementación de 
dichos programas durante las gestiones 2021-2022 (segunda acción). Como síntesis de 
este proceso de seguimiento, el MJTI informó:

En la gestión 2021-2022 se realizó el respectivo seguimiento (…) solicitando la remisión 
de informes documentados, en el marco de sus competencias y responsabilidades; y en 
respuesta a la solicitud, se hace conocer que los Gobiernos Autónomos Departamentales 
de Santa Cruz, Potosí y Cochabamba señalan que poseen programas relativos a 
Rehabilitación y Reinserción Social de NNA en Situación de Calle, y respecto a Gobiernos 
Autónomos Municipales, Tarija y Sucre señalan poseer un programa referente a la temática 
solicitada (MJTI, 2025).

3	 Durante el período de investigación, comprendido entre mayo y agosto de la gestión 2025, se consultó al MJTI como cartera de 
Estado encargada de las políticas de acceso a derechos fundamentales mediante el Viceministerio de Igualdad de Oportunidades. 
Sin embargo, corresponde señalar que, conforme al Decreto Supremo Nº 5488 de 16 de noviembre de 2025, se inició el proceso 
de reestructuración del Nivel Central del Estado, disponiéndose la migración de determinadas funciones del entonces Ministerio 
de Justicia y Transparencia Institucional al Ministerio de la Presidencia, específicamente a través del Viceministerio de Igualdad de 
Oportunidades, Descolonización y Despatriarcalización. 
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1.2.	  Ministerio de Gobierno

Ante el requerimiento de información, este Ministerio respondió desde la Dirección de 
Seguridad Ciudadana y Prevención del Delito, la cual, de acuerdo al Decreto Supremo 
N.º 4857, la Ley N.º 264 y su Reglamento aprobado mediante Decreto Supremo N.º 1436, 
es la instancia responsable de dirigir, supervisar, coordinar y evaluar la implementación 
de políticas públicas en materia de seguridad ciudadana, en articulación con la Policía 
Boliviana, las Entidades Territoriales Autónomas, la sociedad civil y otras entidades del 
nivel central del Estado. 

En respuesta al requerimiento de información esta dirección refirió lo siguiente: “al respecto 
y en el marco de lo establecido  [en los artículos 31 y 76 del mismo Decreto Supremo], 
no se cuenta con la información solicitada por la Defensoría del Pueblo, sugiriendo que 
el solicitante pueda redireccionar su requerimiento al Ministerio de Justicia del estado 
Plurinacional de Bolivia” (Ministerio de Gobierno, 2025).

De esta manera indicó que el desarrollo de programas, planes, proyectos o marcos de 
coordinación interinstitucional que se encuentren relacionados a NNASC, no corresponde 
a esta dirección, sino que sería competencia del VIO. A partir de ello, es posible inferir en 
la respuesta del Ministerio de Gobierno, que el Viceministerio de Seguridad Ciudadana, 
desde la Dirección de Seguridad Ciudadana y Prevención del Delito, no desarrolló ningún 
programa, proyecto, servicio o acción con relación a NNASC, al considerar dichas acciones 
fuera de su marco competencial.

Es necesario resaltar que en la gestión 2016 el Viceministerio de Seguridad Ciudadana elaboró 
el Protocolo de Prevención y Atención a Niñas, Niños y Adolescentes en Situación de Calle en 
coordinación con UNICEF. Este protocolo a la fecha, es el único documento oficial que presenta 
lineamientos para atender y restituir los derechos de este grupo poblacional. Sin embargo, 
se pudo corroborar que dicho documento no se encuentra disponible o mencionado en 
ninguna plataforma del Estado4, por lo que su acceso sólo es posible a partir de sitios web 
correspondientes a instituciones privadas que de forma voluntaria realizaron su publicación.   

A pesar de que este protocolo fue realizado por el Ministerio de Gobierno, se destaca que, 
en las disposiciones finales del protocolo, en el punto “La implementación del protocolo” 
se expresa que su implementación “constituye una expresa responsabilidad del “Sistema 
Plurinacional de Protección Integral de la niña, niño y adolescente”, cuyo ente rector es el 
Ministerio de Justicia y Transparencia Institucional” (Ministerio de Gobierno, 2016, p. 140).

1.3.	  Ministerio de Educación

El Ministerio de Educación emitió una respuesta mediante CITE:  NE/DGP/UPIIP 101/2025 
informando que no cuenta con programas, proyectos o servicios específicos para la 
atención de NNASC, justificando esta ausencia de programas de la siguiente manera:

El Sistema Educativo Plurinacional, en el marco de los principios de inclusión y 
equidad, trabaja para garantizar el derecho a la educación de todas y todos los 

4	 Revisión realizada a partir de herramientas digitales de rastreo de información y textos indexados en el sitio oficial del Ministerio de 
Gobierno: web.mingobierno.gob.bo 
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estudiantes, sin discriminación alguna. Por ello, no se contempla una categoría 
específica en el Sistema de Información Educativa para estudiantes en situación de 
calle, con el fin de evitar su estigmatización (Ministerio de Educación, 2025).

Así mismo, informó que esta falta de categorización, así como la ausencia de programas 
refiere a una problemática estructural que requiere la intervención de distintos actores 
como se puede observar en el siguiente fragmento: “El Ministerio de Educación no 
cuenta con un programa específico para NNASC, dado que se trata de una problemática 
estructural que requiere de una intervención articulada entre distintos niveles del Estado 
y diversos sectores de la sociedad” (Ministerio de Educación, 2025).

En relación al uso de protocolos para atender a NNASC, el Ministerio de Educación no 
identificó ni hizo referencia a ningún protocolo que sea utilizado o considerado por esta 
institución. En relación a la coordinación interinstitucional, este Ministerio no identificó 
en ninguna de sus respuestas un nivel de coordinación, convenios o alianzas que posea 
con otras Instituciones para la atención a NNASC, informando únicamente lo siguiente: 

El Ministerio de Educación, a través de la Unidad Especializada de Formación 
Continua (UNEFCO), ha desarrollado una serie de acciones formativas y conferencias 
especializadas orientadas a docentes del Subsistema de Educación Regular que 
trabajan con estudiantes en situación de desventaja social y vulnerabilidad 
(Ministerio de Educación, 2025).

1.4.	  Ministerio de Salud y Deportes

Este Ministerio, mediante CITE: MSyD/VPVEyMT/DGPPS/UPSGyPS/CE/308/2025, remitió 
una respuesta al Requerimiento de Información, la cual concentra las respuestas de las 
siguientes instancias: Dirección General del Sistema Nacional de Salud, la Dirección General 
de Redes y Servicios de Salud, el Programa SAFCI Mi Salud y el Área de Salud Mental.

a)	 Programas, Proyectos y Servicios

En su respuesta, no se identificó ningún programa, proyecto o servicio dirigido al trabajo 
con NNASC. Sin embargo, informó que por medio de distintas direcciones se realiza un 
trabajo de atención a toda la población. Como refirió la Dirección General del Sistema 
Nacional de Salud. 

A través del Sistema Único de Salud (SUS), creado mediante la Ley N.º 1152, se establece la 
atención universal, equitativa, oportuna y sin discriminación, con prioridad para personas 
en situación de vulnerabilidad, entre ellas NNA. 

Con la finalidad de tener una mayor comprensión de la respuesta emitida se sistematizaron 
algunos fragmentos emitidos por cada instancia, los cuales sintetizan la comprensión del 
MSyD referente a esta problemática. Algunas frases y palabras fueron subrayadas para 
denotar su relevancia en el análisis.
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Cuadro 5. Fragmentos de la respuesta del Ministerio de Salud

Instancia Respuesta emitida (Transcripción literal)

Dirección General 
del Sistema 

Nacional de Salud 
(SNS)

En coordinación con los Servicios Departamentales de Gestión Social 
y de Políticas Sociales, se trabaja en la identificación, atención médica y 
restitución de derechos de NNA en situación de calle, mediante un enfoque 
integral.

Dirección General 
de Redes y 
Servicios de 

Salud

Desde 2023, se consideran factores de riesgo adicionales como el abandono 
escolar o el trabajo infantil, recomendando la derivación oportuna a 
Defensorías de la Niñez y Adolescencia. En casos de no adscripción al SUS, 
los NNASC pueden acceder a servicios de emergencia.

Programa SAFCI 
Mi Salud

El programa ejecuta acciones de atención médica integral, promoción de 
la salud, prevención de enfermedades y vigilancia comunitaria con enfoque 
territorial. Estas acciones están dirigidas a toda la población, con prioridad 
en grupos en situación de vulnerabilidad; sin embargo, no cuenta con una 
intervención directa ni especializada dirigida exclusivamente a NNASC.

El programa SAFCI, como parte del Sistema Único de Salud, brinda atención 
médica integral y sin discriminación a NNASC que accedan a servicios 
de salud, incluyendo la atención, prevención y tratamiento de infecciones 
de transmisión sexual (ITS) y VIH-SIDA, de acuerdo con los protocolos 
nacionales

Área de Salud 
Mental

El Sistema Nacional de Salud no cuenta con un registro específico que 
permita identificar a los usuarios como NNASC, por lo cual no se dispone de 
datos desagregados para esta población.

Los servicios de salud mental incluyen el abordaje de trastornos por 
consumo de sustancias disponibles en establecimientos de salud de primer y 
segundo nivel que cuentan con personal capacitado. Sin embargo, no existe 
un programa específico dirigido a NNASC con problemas de adicciones.

Fuente: Elaboración propia a partir de respuesta a requerimiento de información.

En el primer fragmento de este cuadro se observa que la Dirección General del Sistema 
Nacional de Salud enfatiza el trabajo de identificación y atención de NNASC, esto a partir 
del trabajo coordinado con SEDEGES para la atención a NNA en Centros de acogida. Es 
posible contrastar esta información con las respuestas emitidas por los SEDES, siendo que 
ningún Servicio Departamental de Salud pudo identificar la atención específica a NNASC 
como se observará más adelante. Así como la respuesta emitida por el área de salud 
mental que indica no poseer un registro específico para identificar a NNASC.

En la respuesta emitida por el Programa SAFCI Mi Salud se ha resaltado la frase “que 
accedan a servicios de salud”, esto con la finalidad de connotar que la atención sólo es 
brindada para NNASC que acceden a la misma, lo cual limita el alcance con esta población 
que en muchas ocasiones puede tener un acceso limitado a los servicios de salud (Véase 
el capítulo 4.5.4. Relación con el derecho a la salud). 
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b)	 Uso de protocolos y coordinación interinstitucional

En su respuesta, el MSyD indicó el uso de distintos protocolos nacionales y tratados 
internacionales para viabilizar la atención. Sin embargo, no hizo referencia a ningún 
protocolo específico que contemple la atención especializada a NNASC.

En relación a la coordinación interinstitucional referente a NNASC, se hizo mención 
a la coordinación con los SEDEGES y SEDEPOS, indicando que con estos servicios “se 
trabaja en la identificación, atención médica y restitución de derechos de NNASC, 
mediante un enfoque integral.” Así como a la coordinación con los SEDES; sin embargo, 
es necesario señalar que de acuerdo al Programa SAFCI Mi Salud: “El abordaje integral 
de esta población - que incluye el componente psicosocial, la reintegración familiar 
o institucional y la protección legal - corresponde a otras instancias estatales con 
competencias específicas en protección de derechos” (MSyD, 2025).

1.5.	  Tribunal Supremo Electoral

El Tribunal Supremo Electoral (TSE), a partir de su dependencia, el Servicio de Registro 
Cívico (SERECI), es la instancia responsable del registro civil en Bolivia. Entre sus 
responsabilidades se encuentra la emisión de certificados de nacimiento, razón por la 
que posee un rol fundamental en garantizar los derechos civiles de NNASC.

En relación a la atención específica a NNASC, el SERECI refirió que alcanzó a 454 NNASC 
durante las gestiones 2021 (304) y 2023 (150). Un aspecto que se considera necesario 
destacar, se encuentra en la disminución de población atendida entre las gestiones 
2021 y 2023, sobre lo que se informó lo siguiente: “las instituciones cooperantes se 
retiraron o dejaron de apoyar, hasta la gestión 2020, el SERECI tenía saldos de duplicados 
certificados de nacimiento adquiridos por la cooperación extranjera, los cuales para su 
uso se priorizó la entrega a sector vulnerables, niñas, niños y adolescentes en hogares 
o centros de acogida” (TSE, 2025). Este reporte relaciona el alcance poblacional de la 
institución con recursos externos en el marco de la cooperación interinstitucional.

1.6.	  Servicio General de Identificación Personal 

El Servicio General de Identificación Personal (SEGIP) es la instancia encargada de la 
emisión de cédulas de identidad en todo el territorio nacional. Al ser un documento 
esencial para el acceso a los distintos servicios del Estado en su rol de garantizar los 
derechos a la población (identidad, salud, educación, otros), esta instancia juega un rol 
fundamental en torno a la problemática de NNASC en el territorio nacional.

En relación a programas, proyectos o servicios que atiendan a NNASC, el SEGIP en el 
marco del Decreto Supremo N.° 4655, emitido en la gestión 2022, otorga cédulas de 
identidad con carácter de gratuidad a esta población. Con relación a los requisitos 
presentados para acceder a este beneficio, se realizó una revisión de la Reglamentación 
del D.S. N.° 4655, en la que se pudo identificar los siguientes puntos:
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Artículo 6 (Condiciones Generales para acceder a la cedulación gratuita) dispone: 

I. (...) para la emisión de la cédula de identidad, el BENEFICIARIO debe necesariamente 
circunscribir su requerimiento, de acuerdo con las condiciones que se exigirán 
tanto para las Entidades Gestoras Externas como para los menores beneficiarios y 
las personas en situación de calle.

IV. Respecto a las personas en situación de calle, (...) deberán acudir o ser asistidos 
por cualquiera de las Entidades señaladas en el Art. 2. Parágrafo II. del D.S. 4655, 
para ser beneficiarios de la cedulación gratuita (se resumieron algunos incisos 
para facilitar la lectura y análisis).

Asimismo, en su artículo 7 (Cedulación de menores) y artículo 8 (Cedulación de menores 
en situación de calle), se hace referencia a una serie de requerimientos donde resaltan 
la necesidad de presencia física del Beneficiario, poseer una certificación de nacimiento 
original, así como una cédula de Identidad y fotocopia de la persona encargada de encaminar 
el proceso, como responsable por parte de la Entidad Gestora Externa o la Función Pública.

De esta manera, este servicio que si bien habilita y permite la emisión de cédulas con 
carácter de gratuidad a una población que carece de acceso a la misma, también muestra 
una dependencia por parte de NNASC y el SEGIP con relación a entidades externas. Para 
ello, SEGIP plantea la siguiente meta:

Cuadro 6. Meta del programa identificado – SEGIP.

Meta/Objetivo
Indicador/es 
utilizados para 
evaluación

Gestión de 
inicio Gestión de cierre

Otorgar cédulas de identidad 
gratuitas en favor de niños, niñas y 

adolescentes de hogares y centros de 
acogida.

Número de cédulas 
de identidad 
otorgadas.

2022 a 
partir del 
DS 4655

No corresponde

Fuente: Ministerio de Gobierno, 2025.

En esta meta puede observarse que la población beneficiaria identificada son NNA en 
centros de acogimiento, por lo que no se observa un programa de atención directa a 
NNASC, siendo la atención a esta población, mediada por las denominadas entidades 
gestoras externas, como refiere el D.S. N.° 4655.

1.7.	  Policía Boliviana

En el marco de sus competencias constitucionales y legales en materia de seguridad 
ciudadana, prevención del delito y protección de la integridad personal, la Policía 
Boliviana constituye una de las principales instancias estatales con intervención directa 
en los espacios públicos donde desarrollan su vida cotidiana las NNASC.

Debido a la naturaleza de sus funciones operativas, distintas direcciones y unidades 
policiales intervienen, de manera directa o indirecta, en ámbitos vinculados al control 
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del espacio público, la prevención e investigación de delitos, la atención de situaciones 
de violencia, la lucha contra la trata y tráfico de personas, la regulación de la circulación 
vial y la planificación de operativos policiales. Estos escenarios resultan especialmente 
relevantes considerando que las y los NNASC se encuentran expuestos a múltiples factores 
de riesgo derivados de la permanencia prolongada en espacios públicos.

En respuesta al requerimiento de información institucional, se identificó la participación 
de siete direcciones y unidades policiales cuyas competencias guardan relación con la 
problemática analizada: la Dirección General de la Fuerza Especial de Lucha Contra el Crimen 
(FELCC); la Dirección Nacional Contra la Trata y Tráfico de Personas; la Dirección Nacional 
de Tránsito, Transporte y Seguridad Vial; la División Menores y Familia; la Fuerza Especial de 
Lucha Contra la Violencia (FELCV); y la Dirección Nacional de Planeamiento y Operaciones y 
Comando Departamental de La Paz.

No obstante, la amplitud de competencias y la frecuente interacción institucional con 
población en situación de vulnerabilidad, en ninguna de las direcciones y unidades 
señaladas se identificó la existencia de un programa, proyecto, servicio o línea de 
intervención específicamente dirigida al trabajo con NNASC.

Únicamente dos instancias reportaron acciones vinculadas de manera general con 
población en situación de vulnerabilidad: la Fuerza Especial de Lucha Contra la Violencia 
(FELCV) informó la realización de actividades preventivas dirigidas a la ciudadanía en 
general como ferias, caminatas, charlas y encuentros interinstitucionales, orientadas 
a la prevención de la violencia. Por otro lado, la Dirección Nacional de Planeamiento y 
Operaciones señaló la implementación de procesos de capacitación interna dirigidos al 
personal policial en diversas temáticas, entre ellas derechos humanos de niñas, niños y 
adolescentes, y protección internacional de población en extrema vulnerabilidad. Según 
lo informado, durante la gestión 2024 se realizaron 18 capacitaciones, alcanzando a un 
total de 1.146 efectivos policiales.

Sin embargo, ninguna de las instancias consultadas reportó la existencia o aplicación 
de un protocolo específico para la atención, intervención o abordaje diferenciado de 
niñas, niños y adolescentes en situación de calle. Tampoco se identificaron lineamientos 
operativos que incorporen un enfoque especializado acorde a la naturaleza particular de 
esta población.

Cabe indicar que, el Comando General de la Policía Boliviana, mediante nota con cite 
2523/2025 no informó ninguna acción en cumplimiento al uso de protocolos para la 
atención y/o intervención de NNASC. 

2.	 Nivel subnacional de gobierno

En este capítulo se presentan las respuestas emitidas por las instituciones de los 
gobiernos autónomos subnacionales respecto a los programas, proyectos, servicios, 
uso de protocolos y niveles de coordinación interinstitucional que poseen en relación a 
NNASC, conforme el siguiente detalle:
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2.1.	  Gobierno Autónomo Departamental

De acuerdo con la información proporcionada, se constató que únicamente dos de 
los nueve GAD reportaron contar con un programa vinculado a NNASC. En términos 
porcentuales, ello representa apenas el 22,2% del total, evidenciando una limitada 
cobertura programática en el ámbito de salud para esta población.

Gráfico 1. Programas, proyectos o servicios identificados por GAD.

Fuente: Elaboración propia.

Como se observa en la figura, los únicos GAD que identificaron un programa fueron 
Cochabamba y Santa Cruz, los cuales fueron los únicos que pudieron identificar el uso de 
un protocolo para la atención a NNASC.

El GAD Cochabamba identificó el Programa para Personas en Situación de Calle 
Drogodependientes, parte de la Unidad de Justicia Juvenil, Rehabilitación y Apoyo 
Educativo, cuyo tiempo de atención fue durante la gestión 2021 hasta mayo de 2025, 
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alcanzando a 374 NNASC con la promoción de un cambio en el estilo de vida de 
personas en situación de calle drogodependientes a través de un abordaje integral 
(biológico, psicológico, social, educativo y espiritual). Este trabajo se realizó en el Centro 
Multimodal “Playa Ancha”, el cual presenta una capacidad para al menos 300 personas. 

El GAD de Santa Cruz informó sobre un área específica denominada Área de atención a 
NNASC parte del Programa de Prevención y Protección Integral a NNA, y perteneciente 
al SEDEPOS. De acuerdo a la información remitida, esta área tiene como objetivo 
abordar y atender de forma integral a NNASC y/o riesgo social con problemas de 
consumo de drogas, y mediante la participación en redes y mesas de trabajo otorgan 
apoyo a los albergues, centros de rehabilitación y otras acciones de trabajo en las áreas 
de prevención y atención.

Ambos GAD, Cochabamba y Santa Cruz, vincularon en sus programas dos problemáticas 
distintas que afectan a este grupo poblacional. La situacionalidad de calle y la 
drogodependencia. En relación con el presupuesto asignado para el funcionamiento 
de ambos programas se pudo observar lo siguiente:

Cuadro 7. Presupuesto asignado en bolivianos a NNASC en GAD (2021-2025).

Gestión GAD Cochabamba GAD Santa Cruz

2021 880.175 227.123

2022 895.175 136.548

2023 880.185 185.823

2024 669.319,50 174.921

2025 691.376 30.000

Fuente: Elaboración propia en base a respuestas emitidas.

Conforme a los datos de tabla se observa que el presupuesto del GAD de Cochabamba 
registró una disminución del 24.9%, entre las gestiones 2023 y 2024 (pasando de Bs. 
880.185 a Bs. 669.319,50) y se mantuvo estable en la gestión 2025. Mientras que en el 
GAD de Santa Cruz se aprecia una considerable reducción presupuestaria del 82.84% 
entre las gestiones 2024 y 2025.

Respecto al GAD de Beni identificó dos centros: el Centro Educativo Integral Chetequije 
y el Centro de Reintegración Social Esperanza, los cuales aceptan a las y los NNASC 
entre otras poblaciones. Sin embargo, refirió que en el Centro de Reintegración Social 
Esperanza si bien se acepta a NNASC, no ingresan bajo esta categoría. En Ambos centros 
se observó que entre las gestiones 2021 y 2025, sólo se atendieron a varones entre los 
13 a 18 años. En relación a la población atendida en estos dos centros, el GAD de Beni 
refirió que se logran realizar de forma sostenida campañas de vacunación a través de 
la coordinación con SEDES y la tramitación de documentos personales en coordinación 
con el SERECI y SEGIP para obtener certificados de nacimiento y carnets de identidad.
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En relación al GAD de Chuquisaca, se hizo referencia al Centro de acogida “Jesús de 
Nazareth” destinado a la atención integral de niños y adolescentes en situación de calle, 
sin embargo, se informó que este centro dejó de operar en diciembre de 2023. Con 
relación a esto, SEDEGES refirió lo siguiente: “Debido a la falta de población con esa 
tipología, si bien había pocos niños y adolescentes acogidos hasta la fecha mencionada, 
no eran precisamente por situación de calle. Por tal razón se vio la pertinencia de 
suspender su funcionamiento mientras se presenten casos” (GAD Chuquisaca, 2025). 

Ante la identificación de esta baja prevalencia que conllevó a un cierre del programa, 
este GAD reportó no contar con ningún otro proyecto o programa relacionado a NNASC.

En relación al GAD de La Paz, se observó una ausencia de programas de protección 
en relación a estos y otros derechos, como se observa en respuesta a la consulta: “El 
SEDEGES La Paz, aún no cuenta con la implementación de un Programa específico para 
este grupo poblacional vulnerable” (GAD La Paz, 2025).     

 Este GAD sólo hizo referencia a la atención a NNASC en el Centro de Reintegración 
Social para jóvenes en conflicto con la Ley indicando lo siguiente: “Se hace conocer 
que en los Centros de Acogida de Niñez y Adolescencia de administración directa del 
SEDEGES dependiente del Gobierno Autónomo Departamental de La Paz, no se tiene 
a dicha población, pero si en los Centros de Reintegración Social” (GAD La Paz, 2025). 

Según el informe del GAD de La Paz, por medio de un convenio con la Institución 
AAANAC Maya Paya Kimsa, los Centros de Reintegración Social realizan talleres grupales 
e intervenciones terapéuticas en relación a situación de calle, consumo de drogas y 
alcohol “con el propósito de que abandonen la situación de calle” (GAD La Paz, 2025).

En cuanto al GAD de Oruro, esta institución informó sobre el programa de Atención 
Integral a Centros de Acogida, orientado a la atención a NNA en situación de vulnerabilidad 
acogidos en los centros de acogida dependientes del programa. Asimismo, informó que 
en Oruro hay siete centros de acogida y albergues que atienden a víctimas de agresión 
sexual, NNA en situación de abandono y otros factores, cinco de los cuales reciben a 
NNASC. No obstante, sólo informó sobre un adolescente en situación de calle atendido 
desde la gestión 2021. 

En relación al GAD Tarija, se pudo observar algunas acciones como la capacitación 
a personal de DNA y otras instituciones en la temática durante la gestión 2022, así 
como la realización de operativos nocturnos de marzo de 2022 a marzo de 2023, y el 
levantamiento de datos a Nivel Departamental en la gestión 2022 con reconocimiento 
de 57 NNASC en el departamento. 

Entre tanto, fue posible observar que el GAD de Pando no refirió ninguna acción 
vinculada a NNASC.
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Cuadro 8. GAD que identifican la utilización de protocolos, normativas, reuniones o 
mesas de trabajo en relación a NNASC.

Dpto. ¿Utiliza un protocolo de 
atención a NNASC?

¿Identifica una normativa 
departamental?

¿Realizó reuniones o mesas 
de trabajo sobre la temática?

BN NO NO NO

CH NO NO NO
CB SI SI SI
LP NO NO SI
OR NO NO SI
PN NO NO NO
PT - - -
SC SI SI SI
TJ No No Si

Total 22% 22% 55%

Fuente: elaboración propia

Se identificó que sólo Cochabamba y Santa Cruz cuentan con normativa específica 
para la atención a NNASC. Sólo el 22% de los GAD en el país cuenta con protocolos de 
atención a NNASC, mientras que el restante 78% no cuenta con ningún tipo de protocolo. 
El GAD de Cochabamba reportó el uso del Protocolo de Atención a NNASC emitido por 
el Viceministerio de Seguridad Ciudadana en 2016, mientras que el GAD de Santa Cruz 
desarrolló un Protocolo específico para la atención de esta población, emitido en la 
gestión 2025 con el apoyo de la Fundación Munasim Kullakita.

Cuadro 9. Coordinación interinstitucional de GAD.

Dpto. Coordinación interinstitucional 
identificada Descripción de la coordinación

CB
Comité técnico para personas 
en situación de calle 
drogodependientes.

Consejo Departamental de Protección, atención, 
concertación y coordinación sobre la temática, con dos 
reuniones al año.

LP
Acuerdo de cooperación 
interinstitucional SEDEGES- a 
través de la Institución AANAC-
Maya Paya Kimsa.

Enfocado en mejorar la atención y la reintegración de 
NNASC en Centros de Reintegración Social.

OR Reuniones de trabajo. Se desarrollaron dos reuniones con OSC en relación a 
estudios especializados con NNASC.

SC

Participación en la Red de Mesa 
de Educadores y participación 
en la Red Interinstitucional de 
atención a población en situación 
de calle.

Reporta una alta frecuencia de reuniones para coordinar 
actividades en conjunto con organizaciones de sociedad 
civil y mejorar la atención de NNASC.

TJ Red Departamental de protección 
a NNASC.

Durante la gestión 2022 SEDEGES asumió la presidencia 
de la red departamental y se realizó un levantamiento de 
información de NNASC.

Fuente: Elaboración propia.
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Con relación al nivel de coordinación interinstitucional, se identificó que un 55% de las 
gobernaciones identificadas realizaron algún tipo de coordinación, reunión o mesa de 
trabajo sobre la temática. El GAD de Cochabamba reportó la existencia de un Comité Técnico 
de Protección, Atención, Concertación y Coordinación que se reúne dos veces al año, 
mientras que el GAD de Santa Cruz reportó una alta frecuencia de reuniones y coordinación 
con organizaciones de sociedad civil a partir de la Red de Mesa de Educadores y la Red 
Interinstitucional de Atención a población en situación de calle. 

Los GAD de La Paz, Oruro y Tarija identificaron acciones de coordinación interinstitucional 
a partir de reuniones y alianzas estratégicas con organizaciones de sociedad civil que 
trabajan esta problemática en su región. En Oruro sólo se hizo mención a dos reuniones 
de trabajo para analizar la problemática, en Tarija se observó la participación en la 
Red Departamental para personas en situación de calle, así como esfuerzos para el 
levantamiento de datos referentes a NNASC en la gestión 2022. 

2.2.	  Servicios Departamentales de Salud

En relación al SEDES se consultó a los nueve GAD sobre información referente a 
NNASC que accedieron a servicios de Salud y Salud sexual y reproductiva, entre las 
que se encontraron la inscripción de NNASC al SUS, la atención en centros de salud, la 
realización de pruebas de VIH-SIDA, el acceso a tratamientos referentes a VIH-SIDA, el 
acceso a métodos anticonceptivos, el acceso a información referente a DSDR y el acceso 
a la interrupción legal del embarazo.

En las respuestas emitidas se observó que prácticamente ningún SEDES pudo identificar 
acciones específicas vinculadas a la atención a NNASC, ya sea a partir de la garantía de sus 
Derechos Sexuales y Derechos Reproductivos, o a partir de otras atenciones vinculadas 
al Derecho a la Salud. Esto, entre otras razones, debido a la ausencia de una categoría 
de registro de NNASC en el Sistema Nacional de Información en Salud (SNIS), como se 
observa en las respuestas de los SEDES de Pando, Santa Cruz y Chuquisaca:

“Informarle que en el sistema del SNIS no contamos con datos de NNASC en 
todo el Departamento, solo contamos con datos de atenciones a NIÑO, NIÑA y 
ADOLESCENTE” (GAD Pando, 2025). 

“El SNIS (Sistema Nacional de Información) no disgrega las consultas de 
adolescentes en atención niño, niña adolescente en atención de calle. Y el SEDEPOS, 
(…) se encarga de implementar políticas y programas sociales dirigidos a grupos 
vulnerables” (GAD Santa Cruz, 2025). 

“Conforme a la Constitución Política del Estado y normativa vigente del Sistema 
Universal de Salud, la atención en salud que se brinda es bajo un enfoque universal 
y no discriminatorio, sin establecer distinciones explícitas para la población en 
situación de calle. En ese marco, los registros y reportes electrónicos consolidados, 
diseñados e instruidos por el Ministerio de Salud y Deportes, no contemplan 
variables específicas que permitan identificar de manera diferencial a NNASC dentro 
del sistema de salud” (GAD Chuquisaca, 2025).
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El único SEDES que pudo reportar una atención a NNASC fue del GAD de La Paz, indicando 
que la atención a esta población se realiza a través del CDVIR. Sin embargo, refirió que no 
posee datos estadísticos sobre esta población por el siguiente motivo: “Informarle que 
CDVIR La Paz realiza la atención a poblaciones vulnerables, personas que viven con VIH, 
trabajadoras sexuales, población calle, población LGBT y población general, por lo cual al 
ser en la gran mayoría población vulnerable los datos son generales” (GAD La Paz, 2025).

En relación al GAD de Beni, no reportó acciones realizadas de forma directa con NNASC, 
sin embargo, reportó que durante las gestiones 2021, 2022 y 2024 se realizaron pruebas 
rápidas de VIH a 36 NNA con responsabilidad penal, asimismo se ejecutaron charlas 
educativas y de concientización sobre ITS/VIH/SIDA en el Centro de Reintegración 
Sociedad Maná, el Centro de Orientación Nuevo Amanecer y el Centro de Reintegración 
Social Esperanza. Si bien no se informó del total de pruebas con resultado positivo, sólo 
se hizo mención a una adolescente (entre los 13 y 18 años) que recibió tratamiento para 
el VIH-SIDA. 

El GAD de Chuquisaca hizo referencia a un programa denominado ‘Área de vigilancia de 
las ITS/VIH/SIDA y HV’ que trabaja a través del área de Género y Prevención de la Violencia 
y Salud Mental de la Unidad de Promoción de la Salud., cuyo objetivo es mantener la 
prevalencia de la transmisión vertical15 del VIH igual o menor al 2%. Sin embargo, este 
programa si bien involucra la realidad de NNASC como población en situación de riesgo 
social, forma parte de un programa abierto a la población general enfocado a la atención 
del VIH y no así a la realidad específica de NNASC.

El GAD de Cochabamba hizo referencia a la atención desde el Programa para Personas 
en Situación de Calle Drogodependientes, el cual trabaja desde distintas áreas que 
conforman la realidad de las y los NNASC atendidos. Entre ellas, se identificó la inscripción 
al SUS de toda la población beneficiaria que ingresa al programa, así como también la 
realización de diagnósticos individuales (médicos, psicológicos, sociales y educativos) 
para el desarrollo de planes de acompañamiento. 

El GAD de La Paz sólo refirió la atención a partir del CDVIR, que identifica a NNASC 
entre otras poblaciones vulnerables atendidas. Sobre la atención informó que el CDVIR 
realiza la toma de pruebas para diagnósticos de VIH, la atención médica para ITS y VIH, 
contención psicológica, valoración nutricional, dispensación de medicamentos y ARVs, 
dispensación de profilaxis en caso necesario, el abordaje y seguimiento con trabajo social 
y la derivación y referencia a otros establecimientos de ser necesario. Sin embargo, la falta 
de sistematización de información hace imposible precisar la prevalencia de NNASC con 
VIH-SIDA en La Paz o la cantidad de veces que cada una de estas atenciones fue realizada.

El GAD de Santa Cruz refirió como una de las metas del área de atención a NNA en 
situación de calle, es el abordaje a esta población. Entre otras acciones referentes a 
este abordaje se identificó la realización de charlas educativas sobre ITS y embarazo 
adolescente. Se identificó a partir de verbalizaciones de NNASC la realización de charlas 
educativas en espacios de reunión de NNASC. 
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2.3.	  Gobiernos Autónomos Municipales

Se consultó a 10 GAM (nueve capitales de departamento y El Alto), respecto a los programas, 
proyectos, servicios, uso de protocolos y niveles de coordinación interinstitucional que 
poseen con relación a NNASC a partir de las Defensorías de la Niñez y Adolescencia u 
otros servicios que pudieran identificar.

Ante el requerimiento de información, como se observa en la figura 2, la mayor parte de 
los municipios reportó la ausencia de programas, protocolos de atención y normativas 
municipales dirigidas a esta población, identificando únicamente niveles de coordinación 
interinstitucional, principalmente referidos a reuniones o encuentros con Organizaciones 
de Sociedad Civil.

Gráfico 2. Programas, proyectos y Servicios identificados por GAM.

Fuente: Elaboración propia.

En la muestra se evidencia que sólo tres GAM (30%) mantienen vigente un programa, 
proyecto o servicio para NNASC. Específicamente, Cochabamba y Tarija reportaron 
servicios activos, mientras que Sucre reportó que implementa un programa destinado 
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a NNA trabajadores, que fue identificado como una acción de prevención para evitar la 
situacionalidad de calle. Por su parte, el GAM de El Alto reportó el cese de su programa 
para NNASC en la gestión 2023, informando que desde la gestión 2024 solo atiende a 
personas adultas en situación de calle.

Cuadro 10. Programas

Municipio Programa Gestión de 
creación

Población 
atendida

Descripción

(Extraída de la respuesta oficial)

Cochabamba
Proyecto 

Cero NNA en 
Situación de 

calle
1996 - vigente

-NNASC

-NNA 
trabajadores

-NNA en 
Alto riesgo

Prevenir por medio de procesos 
informativos y educativos que 

NNA abandonen el núcleo familiar 
y ofrecer apoyo en coordinación. 

interinstitucional en casos que estén 
circunstancialmente en situación de 

calle.

Tarija

Programa de 
prevención e 
intervención 
con NNASC 
y riesgo 
social

2016-vigente
-NNASC

-NNA en alto 
riesgo

Implementar acciones de protección 
y restitución de derechos a NNA en 
cumplimiento a lo establecido en el 

artículo 188 de la Ley N.º 548.

Sucre

Programa 
municipal de 
protección 
social para 

niñas, niños y 
adolescentes 
trabajadores 
– NNATs

2015 - vigente -NNA 
trabajadores

Reducir los índices de trabajo infantil, 
erradicando la situación de niñas, 
niños y adolescentes en situación 
de calle en el municipio de Sucre a 
través de medidas de prevención y 
protección social con la restitución 
de los derechos vulnerados en 

niñas, niños y adolescentes que se 
encuentran en situación laboral.

Fuente: Elaboración propia en base a respuestas emitidas.

En relación al presupuesto asignado para el funcionamiento de los tres programas 
identificados, se observó lo siguiente:

Cuadro 11. Presupuesto asignado en bolivianos en programas (2021-2025).

Gestión Sucre Cochabamba Tarija

2021 356.370,50 204.300,00 83.000

2022 365.305,00 207.705,00 83.000

2023 302.107,00 155.644,00 83.000

2024 194.812,49 49.000,00 83.000

2025* 187.881,00 77.990,00 83.000

Fuente: Elaboración propia en base a respuestas emitidas.
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En el cuadro se observa una considerable reducción presupuestaria en los GAM de Sucre 
y Cochabamba para las gestiones 2024 y 2025. Respecto a Sucre se redujo un 37,8% entre 
las gestiones 2023 y 2025, mientras que a Cochabamba la reducción fue de un 38%. El 
GAM Tarija, entre tanto, mantuvo un presupuesto fijo de Bs. 83.000 que corresponde a los 
salarios de una trabajadora social y un psicólogo.

En relación a los GAM que no reportaron ningún programa vigente, se observó: El GAM 
de El Alto informó que en el Plan Municipal de NNA 2019-2023 contó con la atención 
a NNASC bajo el Programa de Integración a la Sociedad de Personas en Situación de 
Calle y el Centro Día. Sin embargo, informó que actualmente la atención sólo se realiza a 
personas mayores de 18 años. Así mismo, se indicó que “Luego de la revisión de archivos 
del programa, no se encontraron registros documentados sobre compromisos ni análisis 
de trabajo específico con NNASC” (GAM de El Alto, 2025).

El GAM de Potosí refirió que entre sus objetivos se encuentra el “trabajar de manera 
específica con las familias en situación de riesgo, para lograr que los NNASC puedan 
permanecer en su seno familiar, tomando en cuenta que los mismos cuenten con uno” 
(GAM Potosí, 2025). A partir de esa respuesta se identificaron acciones encaminadas 
a la protección de NNASC en relación a las áreas de prevención familiar, educativa y 
prevención en la sociedad. 

El GAM de Santa Cruz informó que realiza la atención a NNASC por medio del criterio 
técnico “Riesgo social”, desde el cual informó atendieron a un total de 87 NNA a partir de 
su derivación a centros de acogida, refugios o albergues, entre las gestiones 2021 a mayo 
de 2025. De estos 87 NNA, 93.2% (81) fueron varones y sólo un 6,8% (6) mujeres, lo cual 
refleja un contraste considerable con relación a los datos del Censo realizado el año 2018 
en el que el 18% de la población consultada en este municipio eran mujeres.  

El GAM de Cobija informó que no se cuenta con un programa destinado a NNASC, 
pero informó sobre la coordinación para el ingreso de NNA a centros de acogimiento 
circunstancial ante hechos de abandono, violencias, o progenitores en situación de 
calle. Por su parte, el GAM de Oruro no hizo referencia a ningún programa o registro de 
atención a NNASC en el municipio.

Respecto a los protocolos de atención, normativa y la coordinación interinstitucional de 
los 10 GAM, se identificó lo siguiente:

Cuadro 12. Programas, acciones y servicios identificados por municipio.

Municipio ¿Utiliza un protocolo de 
atención a NNASC?

¿Identifica una 
normativa municipal?

¿Realizó reuniones o 
mesas de trabajo sobre la 

temática?
Cobija No No No

Cochabamba Si No Si
El Alto No No Si
La Paz (no respondió) (No respondió) (No respondió)
Oruro No No No
Potosí No No Si
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Municipio ¿Utiliza un protocolo de 
atención a NNASC?

¿Identifica una 
normativa municipal?

¿Realizó reuniones o 
mesas de trabajo sobre la 

temática?
Santa Cruz de 

la Sierra No No Si

Sucre No Si Si
Tarija No No Si

Trinidad (no respondió) (No respondió) (No respondió)
Total 10% 10% 60%

Fuente: Elaboración propia en base a respuestas emitidas.

Según el cuadro, el GAM de Cochabamba reportó el uso de protocolos para la prevención 
y atención de NNASC emitido por el Ministerio de Gobierno el 2016, así como también 
el uso de un protocolo de atención general de la DNA que fue desarrollado de manera 
colectiva con la participación del programa “Proyecto Cero NNA en Situación de Calle” 
que define cómo se comprende a un NNAT y NNASC en el municipio, así como también 
insta al GAM a atender la problemática de situación de calle indicando lo siguiente:

Artículo N.º 14: I. El Gobierno Autónomo Municipal deberá crear programas de 
atención para niñas, niños y adolescentes que se encuentren en situación de calle, 
incorporando dentro del Plan Municipal de la Niña, Niño y Adolescente el Programa 
Municipal de prevención, apoyo y erradicación de niñas, niños y adolescentes en 
situación de calle.

II. El Gobierno Autónomo Municipal deberá velar por la reintegración familiar o 
inserción a centros de acogimiento circunstancial, coordinando con las autoridades 
departamentales y judiciales con la finalidad de protegerlos y promover la 
restitución de sus derechos (LM 120/18, GAM Cochabamba).

En relación a las reuniones y mesas de trabajo llevadas a cabo sobre la temática se pudo 
determinar que un 60% de los municipios consultados indicaron al menos un nivel de 
coordinación sobre la temática, de acuerdo al siguiente detalle:

Cuadro 13. Coordinación interinstitucional de GAM.

Municipio
Coordinación 

interinstitucional 
identificada

Descripción de la coordinación

Sucre
Coordinación interinstitucional 
con 3 instituciones privadas 
para el trabajo con NNA y 

familias.

Se reporta coordinación para el fortalecimiento 
familiar, prevención, capacitación en crianza 
positiva y capacitación técnica con NNA y 

familias.

Cochabamba
Red Interinstitucional de 

Protección a NNA en Situación 
de Calle

Coordinación de acciones y recursos para 
prevención de NNASC.
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Municipio
Coordinación 

interinstitucional 
identificada

Descripción de la coordinación

El Alto
Red de Atención a Niñas, 
Niños y Adolescentes en 

Situación de Calle.
Coordinación con diversas organizaciones que 

conforman la red de atención a NNASC.

Potosí Coordinación interinstitucional 
con dos instituciones

Coordinación mensual para la realización de 
talleres y capacitaciones en fortalecimiento 
familiar y en fortalecimiento emocional de 

NNASC.

Santa Cruz
Red Departamental de 

protección de los derechos de 
niñas, niños, adolescentes y 
jóvenes en Situación de calle.

Coordinación con una frecuencia semestral 
de acciones con instituciones privadas que 
forman parte de la red y SEDEPOS para la 

atención a NNASC.

Tarija Red Nacional de NNASC
Coordinación con frecuencia semestral con 
ONGs y programas a nivel nacional que 

trabajan con NNASC para dar a conocer los 
avances de los programas a favor de NNASC.

Fuente: Elaboración propia en base a respuestas emitidas.

Los GAM de Cochabamba, El Alto, Santa Cruz de la Sierra y Tarija reportaron acciones de 
coordinación con una red departamental que atiende a NNASC en su jurisdicción o con la 
Red Nacional de NNASC como instancia que articula a las redes departamentales. Por otro 
lado, Sucre y Potosí reportaron la coordinación directa con instituciones privadas para la 
coordinación de acciones. 

3.	 Experiencias y percepciones vinculadas a la situación de calle 

El presente capítulo corresponde a una serie de hallazgos identificados durante el proceso de 
recojo de información cualitativa, los cuales se espera puedan aportar a una mejor comprensión 
de las dinámicas de NNASC. Estos hallazgos fueron construidos a partir de la aparición de 
experiencias de vida similares entre distintos NNA consultados, y las experiencias y percepción de 
jóvenes en situación de calle en relación a NNASC. Todos los jóvenes consultados que superaron 
los 18 años de edad, fueron personas que poseen vínculos cercanos o conviven diariamente 
con NNASC debido a las dinámicas de la situacionalidad de calle. Algunas experiencias fueron 
observadas a nivel municipal y otras, replicadas en los cuatro municipios estudiados (La Paz, El 
Alto, Cochabamba y Santa Cruz). Para una facilidad de lectura y análisis, los hallazgos fueron 
divididos a partir de las categorías que guiaron el proceso de investigación, el Derecho a la 
protección, el Derecho a la identidad y el Derecho a la Salud.

3.1.	  Relación con el derecho a la protección

Durante el proceso de recojo de información cualitativa por medio de entrevistas y grupos 
focales, se pudo evidenciar una sistemática vulneración de derechos en todas y todos los 
NNASC consultados. Se identificaron algunos factores en común los cuales se replican en 
la vivencia y realidad de los cuatro municipios observados. 
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a)	 Violencia intrafamiliar como factor expulsor

Todas y todos los NNA consultados que hicieron referencia a su historia familiar, identificaron 
al menos una forma de violencia que se reprodujo constantemente en su núcleo familiar, 
siendo esta, una de la razones o factores expulsores por las cuales incidieron en la decisión 
de salir de su hogar y adoptar la calle como un espacio de hábitat y desarrollo social. 

A partir de este encuentro con la calle, gran parte de los consultados reportaron haber 
generado vínculos sociales y afectivos con otras personas, adultas y jóvenes en situación 
de calle, quienes les transmitieron distintos mecanismos de sobrevivencia propios de las 
dinámicas de calle existentes en cada ciudad, entre ellos el consumo problemático, pedir 
dinero, el hurto o la prostitución, entre otros. 

Cuadro 14. Verbalizaciones referentes a violencia intrafamiliar como factor 
expulsor

Municipio Verbalización

Santa Cruz SC1-H15: Yo estaba en la calle, me escapé de mi casa (…) porque mucho me 
pegaban en mi casa.

Cochabamba

C1-H20: Yo no voy porque se toman, rayada es (su madre). Prefiero estar en la calle 
porque en la calle como al menos, en mi casa no como nada. He tenido una mala 
experiencia cuando era niño. Mi mamá toma, no toma ni 2 días, toma 2 meses. 
Enserio. (...). Yo me salí a la calle porque no hay nada en mi casa. No hay ni garrafa, 
lo ha vendido todo.

Al Alto

EA1-M23: Es que mi otro hermano bien feo me trata, me empieza a pegar y eso no 
ve, hasta debajo del catre me ha pegado, de todo me ha hecho, me ha lastimado 
todo mi cuerpo, verdeado ya estaba, de eso ya me empecé a separar de mis 
hermanos, mis papás, todo. Más estaba yo en mí, de todo lo que ha pasado.

La Paz
LPZ5-M18: Desde que ha muerto mi mamá mis hermanas a mi me hacen llorar. (...) 
Yo vivía con mi hermana y mis hermanos, pero lo malo es que mi hermana y mi 
hermano, y mi otra hermana eran malos conmigo, me pegaban. Si, me pegaban.

Fuente: Elaboración propia.

La presente tabla muestra un caso identificado en cada municipio consultado, donde los NNASC 
consultados describen sobre el motivo que determinó la salida de su hogar a una temprana 
edad y optar vivir en la calle. La primera verbalización, corresponde a un adolescente de 15 
años en Santa Cruz, quien relata que a sus 6 años de edad tomó la decisión de escapar de su 
casa debido a los constantes maltratos físicos. Señaló que un café internet se convirtió el lugar 
donde pasaba la mayor parte del tiempo fue el espacio donde pasó la mayor parte del tiempo 
y donde comenzó su único vicio. Tres años después sería llevado a un centro de acogimiento en 
el que conocería a otros NNASC con quienes empezaría a consumir distintos tipos de drogas. 
Como refirió: “Allí ya conocí la droga. Yo no sabía, me hicieron escapar y me empezaron a invitar 
clefa, después me invitaron todas las cosas, marihuana, pitillo, todo eso” (SCZ1-H15).

El segundo testimonio corresponde a un joven de 20 años de la ciudad de Cochabamba 
quien expresa cómo a sus 14 años se cansó de aguantar a su madre, quien consumía 
bebidas alcohólicas constantemente y lo dejó en una situación total de abandono, junto 
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a sus hermanos. En la actualidad su hermana se encuentra en una “cárcel de menores” y 
sus hermanos menores en un “hogar”. Sobre la causa de su situación y la de sus hermanos, 
señaló que es consecuencia de las determinaciones de su madre: “Gracias a mi mamá, 
porque mi mamá se toma y los deja” (CBA1-H20). Como se observa en su relato, la falta 
de atención y cuidado dentro de su hogar provocó su interés en las oportunidades para 
satisfacer sus necesidades básicas como la alimentación. Este joven parece haber roto 
sus vínculos familiares de forma parcial y que mantiene el contacto con sus hermanos 
menores debido a una preocupación por la situación y seguridad de ellos.

La tercera verbalización corresponde a una joven de 23 años que se encuentra en la ciudad 
de El Alto y su relato describe cómo empezó a separarse de su hogar a partir de constantes 
abusos físicos por parte de sus hermanos. Ella indicó que tiene tres costillas rotas debido a 
las agresiones (patadas) que recibió de su hermano en una ocasión cuando llegó a su hogar 
en estado de ebriedad. También relató los motivos que le obligaron a salir a la calle desde sus 
8 años de edad, puntualizando lo siguiente: “mi mamá nos ha sacado a la calle. A mí me ha 
sacado, ella me ha enseñado a tomar. Todo” (EA1-M23).  

Finalmente, se tiene el testimonio de una joven de 18 años de la ciudad de La Paz, quien relata 
que, tras la muerte de su madre, empezó a recibir abusos físicos por parte de sus hermanos. 
A fin de obtener ingresos económicos debido a la situación en la que se encontraba, empezó 
a salir a vender dulces con sus hermanas, sin embargo, ellas, le quitaban sus ganancias o la 
golpeaban si no conseguía el monto suficiente. Por los motivos descritos, la joven decidió 
escapar de su hogar a los 15 años y empezó a vivir en discotecas junto a un grupo de personas 
con quienes solía consumir bebidas alcohólicas.

Estas cuatro historias, así como muchas otras reportadas por NNASC en los distintos municipios, 
presentan la adopción de la calle como una estrategia utilizada para evitar una situación de 
vulneración de derechos suscitada en su hogar. Ya sea que dicha vulneración se haya dado 
por el abandono o por el uso de distintas formas de violencia, los consultados identificaron a 
la calle como un espacio más seguro para su subsistencia.

b)	 Percepciones de NNASC en relación a la Policía Boliviana

Durante los meses de junio y julio de 2025 se entrevistó y realizó grupos focales con distintos 
NNASC identificados en los municipios de Santa Cruz, La Paz, El Alto y Cochabamba. A 
cada uno de los entrevistados se le consultó su opinión sobre la Policía Boliviana y si en 
algún momento de su vida tuvo un encuentro con esta institución, haya sido esta una 
experiencia positiva o negativa. 

A partir del análisis de sus respuestas se desarrollaron tres categorías analíticas, 
las cuales tienen como finalidad agrupar distintos hitos, experiencias y conflictos 
identificados en la relación de NNASC con servidores públicos de la Policía Boliviana. 
Dichas categorías son: 

1.	 Vulneración de la integridad personal: categoría que hace referencia a 
situaciones de abuso de poder y el uso de la violencia por parte de servidores 
públicos de la policía hacia NNASC. 
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2.	 Cobros irregulares: categoría que agrupa verbalizaciones y experiencias 
referentes a pagos realizados a servidores públicos de la policía de forma 
irregular en el municipio de El Alto.

3.	 Reducción de la violencia: en referencia a la percepción de un cambio positivo 
por parte de servidores públicos de la Policía Boliviana en los últimos años, 
especialmente en los municipios de Cochabamba y Santa Cruz.

c)	 Vulneración de la integridad personal

Se desarrolló esta categoría a partir de la identificación de distintas experiencias en las 
cuales las y los NNASC identificaron una o múltiples vulneraciones de sus derechos a su 
integridad personal por parte de servidores públicos de la Policía Boliviana.  Se identificó 
que la forma más frecuente en la cual se dio esta vulneración fue a partir del uso excesivo 
de la fuerza desde una posición de poder, lo que fue reflejado a partir de la verbalización 
de una sensación de impotencia y molestia por parte de algunos NNASC consultados, 
como el caso de un adolescente en El Alto que relató su experiencia en la calle cuando 
tenía 15 años, refirió lo siguiente:

EA-H17: “Incluso te agarra la policía, te quita todo, te meten a una celda, no 
respetan nada. Aunque seas menor de edad no te respetan. Te pegan”.

O la expresión de un joven de 20 años que en una conversación referente a sus sueños se 
le consultó qué le gustaría hacer, a lo cual respondió:

CBA1-H20: “Ser narco, para vengarme de todos los policías que me han pegado. 
(...) Me han hecho bomba y eso que yo era menor en esos tiempos”.

Si bien, ninguna de las verbalizaciones hizo referencia a un hecho específico, ambos casos 
reflejaron una molestia y una percepción negativa de la Policía Boliviana. Esta institución 
es descrita mediante expresiones como “no respetan nada” o testimonios que señalan 
que, a pesar de su minoría de edad “Aunque seas menor”, “Y eso que yo era menor”, los 
efectivos policiales procedieron a golpearles. Asimismo, el hecho de que la alusión a la 
policía haya surgido a partir de consultas sobre su experiencia de vida o sueños a futuro 
refleja que, al menos para estos dos jóvenes, ser golpeados por servidores públicos de 
la policía es considerado como un hito de su vivencia personal, que forma parte de su 
construcción e identidad personal.

Al consultarle a un adolescente en Santa Cruz sobre las razones por las cuales un servidor 
público de la policía le golpeó a él y sus compañeros mientras les forzaban a oler gas 
pimienta, refirió que lo siguiente:

SCZ4-H13: “Por joder nomás, y por lo que no tenemos muchos derechos nosotros. 
Como no tenemos con quien defendernos”.

La respuesta, del mismo modo que las verbalizaciones en El Alto y Cochabamba, refleja 
una noción de indefensión y a su vez, muestra la ausencia del acceso a mecanismos de 
protección en cuanto refiere que el abuso que se da hacia él y otros NNASC, sucede “por 
joder”, de forma similar a la falta de respeto que refirió la anterior verbalización de El 
Alto. Sin poder identificar la posibilidad de quejarse o reclamar dicho abuso cometido 
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por una institución que debiera fungir como un mecanismo de protección. Esta vivencia 
demuestra la falta de acceso a servicios de protección de derechos para NNASC, así como 
también puede reforzar una noción y autopercepción de exclusión social preexistente 
respecto a las personas en situación de calle.

Con la finalidad de comprender mejor esta relación entre NNASC y la Policía Boliviana, 
a continuación, se presenta una tabla de hitos identificados en la cual se añadió 1 
verbalización por cada uno de los cuatro municipios en los que se llevó a cabo el recojo 
de información, incluyendo la edad en la que se reportó dicha vulneración:

Cuadro 15. Verbalizaciones referentes a la vulneración a la integridad personal por la 
Policía.

Municipio Edad Sexo Verbalización

LP 11-12 años Varón

Segunda experiencia que me han pegado la policía, joven. Voy a 
vender y de lo que allí estaba jugando con mi amigo, de allí supues-
tamente yo he robado no sé qué … Yo le he dicho, joven revise su 
cámara yo no he hecho nada. Me ha metido un rodillazo y me ha 
dicho: nunca más vuelvas a robar cabrón.

También por encontrarme tomando en Pura Pura a las 6 de la tarde, 
me han hecho ponerme así (se pone en posición de rana). Pom! 
Miércoles, un tolete. Pom! Pom! Y mirá, verde he quedado.

EA 16 años Mujer

Nos han agarrado a los tres. A mí me han hecho a un lado y a los 
chicos se los han llevado más allá. A los chicos les han dicho que 
esto y que el otro, y a mí, una fémina (Policía mujer) me ha sopapea-
do, (me dijo) qué cosa estás haciendo aquí, seguro estás laburando 
(robando) con tus amiguitos. (...) A la fémina se la han llevado con 
los chicos y a mí, el oficial me ha empezado a manosear todo. Me 
tenía que quedar callada, porque me han amenazado con su torito, 
esa cosa (...) A la mañana siguiente nos hemos encontrado con mis 
amigos y estaban cojeando los dos.

CB 16 años Varón

Estábamos saliendo de un (fiesta de) 15. Seguíamos tomando noso-
tros y le hemos dicho que ya nos estamos recogiendo y (el policía) 
nos ha dicho: No, no tienen por qué tomar en la calle. Y a mi amigo le 
han tirado marihuana y me han dicho, ya ¿vos igual te fumas? A ver, 
vamos a ver si te fumas. Y ahí, en una bolsa negra han echado agua, 
de ahí gas pimienta más, de ahí me han metido la cabeza en la bolsa 
negra y me ha chorreado el agua y más me ha escocido todo el cuer-
po. Granos más me ha salido en todo esto (apunta al cuello y pecho).

SC 14 años Varón

Si, una vez que estaba en la Alemana, creo que nos pegaron la po-
licía. Tipo aquí está el sector de la Alemana, una rotonda grande, 
y más adelante hay como tipo una fiscalía donde paran hartísimos 
policías, como un sector. Allí nos llevaban, nos hacían hacer como 
ronda y nos echaban gas pimienta, echaban en los papeles, quema-
ban con eso y con el humo del gas pimienta nos hacían. Nos hacían 
poner en posición de trípode y ahí nos daban palo.

Fuente: Elaboración propia.

En las cuatro verbalizaciones presentadas se observan diversas representaciones de la 
vulneración al derecho a la integridad personal: en espacios de la Policía como se cita 
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en el caso de Santa Cruz, donde el efectivo policial se detuvo y trasladó a los chicos a un 
patio; o en el espacio público como se relata en las otras tres experiencias.

Asimismo, llama severamente la atención el excesivo uso de la fuerza o abuso de poder 
expresado en algunas de las verbalizaciones. En el caso de Cochabamba, el meter la 
cabeza de una persona en una bolsa con agua y gas pimienta connota un trato cruel y 
degradante. Cruel porque puede llegar a ser considerado como un acto de tortura ya que 
es realizado con la intención de generar un sufrimiento intencional, produciendo lesiones 
físicas (Sarpullido e irritación en la piel), y degradante debido a la intención expresa de 
sometimiento y humillación mediante frases como “a ver si te fumas”, las cuales implican 
un abuso de poder y una vulneración de derechos fundamentales como la integridad 
y la dignidad humana, reconocidos en la Constitución Política del Estado, en el Código 
Niña, Niño, Adolescente, así como en tratados internacionales como la Convención sobre 
los Derechos del Niño y la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes. 

Otra representación del abuso de la autoridad es observada en el relato presentado en la 
ciudad de El Alto, correspondiente a una joven de 18 años en El Alto, la cual narró cómo 
a sus 16 años, al ser detenida por un grupo de policías, uno de ellos procedió a tocarle 
distintas partes del cuerpo. Al preguntarle en relación a ese momento, únicamente refirió 
que “se ha pasado, porque me ha empezado a tocar hasta mi ropa interior, todo” (EA-
M18), así como también comentó que dicho policía le quitó su dinero y luego gritó a sus 
compañeros “¡A esta me la voy a llevar!”, a lo cual ella se rehusó para finalmente concluir 
su historia con: “y ya nos han soltado y nos han dicho quiero que en tres segundos te 
hagas pepa de aquí y ya, yo me he volado” (EA-M18). En este relato, esta joven informó 
sobre múltiples formas de vulneración a sus derechos, desde el uso de la fuerza física 
al ser golpeada por una policía mujer y la sustracción de su dinero, hasta un escenario 
de posible abuso sexual al haber sido, como ella expresó, manoseada por un servidor 
público de la policía por medio del uso de la fuerza y la intimidación mediante un “torito”. 
Su relato refleja un estado de indefensión ante un “no saber qué hacer” y la incapacidad 
de poder identificar un espacio de protección que le pueda apoyar o un lugar donde 
pueda realizar una denuncia sobre dicha vulneración.

También es posible observar que tanto el relato acontecido en El Alto, Cochabamba, La Paz, 
por separado, hacen referencia que las y los servidores públicos de la policía indicaron que 
estaban robando o consumiendo drogas en el momento de forma injustificada. En La Paz el 
testimonio refiere estar jugando con un amigo, el caso sucedido en El Alto señala que estaba 
paseando de noche, y el de Cochabamba, hace referencia a una prueba para ver si fumaba. 
Estos casos reflejan una dificultad por parte de NNASC de hacer uso de los espacios públicos 
a partir de estereotipos y prejuicios preconcebidos hacia los mismos. Es necesario resaltar 
que incluso en el caso de haber estado cometiendo una actividad ilícita, los procedimientos 
narrados por parte de servidores públicos de la policía representan un abuso de poder y 
autoridad, más allá de haber tenido una justificación o no para su intervención.
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d)	 Cobros irregulares

De las respuestas a los consultados, se pudo identificar que, más allá del uso de la fuerza física 
por parte de servidores públicos de la policía hacia los NNASC y los espacios donde suelen 
encontrarse los mismos, se realizaron una serie de cobros irregulares por parte de los efectivos 
policiales. Estos cobros fueron evidenciados a partir de su detención tras identificarlos en 
la realización de una actividad ilícita (Robo, consumo de bebidas alcohólicas en vía pública, 
otros), aunque en algunas ocasiones las cobranzas fueron realizadas a partir del encuentro con 
NNASC en el espacio público, sin que los mismos se hayan encontrado realizando una actividad 
ilícita específica. Un ejemplo de ello se encuentra en la verbalización de una mujer de El Alto, 
líneas arriba, la cual expresó que el servidor público de la policía que intervino tomó Bs. 100 
de su posesión, entre otras acciones. La ciudad en la cual se observó una mayor presencia de 
estos cobros fue la ciudad de El Alto, sin embargo, los mismos fueron narrados en los cuatro 
municipios analizados.

Es posible observar, por ejemplo, las siguientes dos verbalizaciones correspondientes a dos 
adolescentes de El Alto, quienes comentaron que, cómo los servidores públicos de la Policía se 
quedaron con algunas de sus pertenencias y le pidieron la paga de un monto económico para 
realizar la devolución de las mismas. 

EA-H17: “Incluso me han querido pedir plata, ellos son los que hacen robar, me querían 
pedir 150 bolivianos por mi carnet, porque me han dicho: tú eres un detractor, te llevo 
a la Defensoría y te cago, o dejas tu carnet y tienes hasta mañana en la tarde para venir 
a recoger con 150 bolivianos (…) Incluso me han dicho: traes a quien sea y les digo que 
vos estabas haciendo delito y yo luego te doy nomás tu carnet. Aquí no pasa nada y listo, 
vos vas a entrar adentro”. 

EA4-M18: “Me he hecho agarrar con la policía, mi celular me ha quitado, enserio tengo 
que recoger mi celu con 400 (bolivianos). Me ha dicho, te voy a soltar, pero deja tu celular 
me ha dicho y yo he dicho, ya. Mi celular he dejado y con 400 (bolivianos) tengo que ir a 
recoger. (...) Por tomar, saliendo de la disco, del Paladium”. 

Estos actos reflejan graves vulneraciones a los derechos, desde el abuso de la autoridad, 
la extorsión, hasta el privar a una persona de sus derechos básicos, como se da en el caso 
del adolescente de 17 años a quien un servidor público de la policía le retuvo su cédula de 
identidad, utilizando a la Defensoría de la Niñez y Adolescencia como amenaza y privándole del 
ejercicio de los distintos derechos a los cuales la cédula de identidad le otorga acceso. Este caso 
es especialmente preocupante al considerar la condición de vulnerabilidad de un NNA al estar 
en situación de calle donde muchas veces el acceso a la documentación personal es limitado. 
Más adelante en su relato, este adolescente mencionó que prefirió no volver por su cédula 
de identidad, mostrando un miedo de volver a ser encontrado por este servidor público de la 
policía que le exigió el dinero, expresando que su nombre está ahora “quemado” y preguntando 
cómo podría lograr realizar un cambio de nombre.

Otro tipo de cobro identificado se encontró en relación al encuentro de NNASC con servidores 
públicos de la Policía en distintos espacios, ante los cuales les solicitaron dinero para no 
detenerlos o procesarlos. Un ejemplo de ello puede observarse en la siguiente conversación 
entre dos NNASC de la ciudad de El Alto:
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EA5-H16: “A mí, los de la UTOP me han sacado afuera y ¡zaz! mi cabeza contra la 
cabeza de mi hermano nos ha hecho chocar. Y para qué se chocan nos ha dicho.

EA5-M18: “¡Uta!, los de la UTOP hasta tus 10 centavos te quitan”. 

EA5-H16: “Si, después contra la reja me he ido a chocar y yo como ya estaba bien 
pipirisnais y ¡chas!, me he chocado medio fuerte. Después, al auto me han subido 
directo y estaba enmanillado. De ahí nos han echado gas!. 

Entrevistador: ¿Y a dónde los han llevado?

EA5-H16: “Ahí nomás, es que tenía 100 bolivianos en mi pantalón y ahí nos han 
soltado”. 

e)	 Cambio en la percepción de la policía

De forma específica en las ciudades de Cochabamba y Santa Cruz, se pudo identificar 
verbalizaciones relacionadas a un cambio por parte de la Policía en los últimos años. Durante 
el proceso de entrevistas, algunos NNASC presentaron una opinión y percepción positiva en 
relación al actuar de la policía con ellos. Al hacer referencia a sus encuentros, refirieron que al ser 
detenidos la policía procedió a realizar una advertencia o a tenerlos 8 horas en un retén policial 
para luego liberarlos sin generar algún tipo de abuso o un uso excesivo de la fuerza. Estos 
encuentros fueron percibidos de forma positiva por parte de los NNASC, que al no identificar 
un abuso de poder en su interacción realizaron verbalizaciones como “la policía es buena”. Sin 
embargo, es necesario aclarar, que, a pesar de identificar algunos encuentros positivos, otros 
NNASC identificaron que la vulneración de sus derechos por parte de los servidores públicos de 
la policía continúa.

Sin embargo, es necesario resaltar que a pesar de que algunos NNASC de Cochabamba y Santa 
Cruz de la Sierra identificaron en una reducción de la violencia y un buen trato por parte de 
la Policía, todos los consultados hicieron referencia a que más que la policía, reciben un trato 
abusivo y un ejercicio constante de la violencia por parte de la guardia municipal, la cual en 
su discurso suelen ser nombrada también como policía o a partir del color de su chaleco (Los 
azules, los negros, etcétera). Esta relación con la guardia municipal será analizada con mayor 
profundidad más adelante en los capítulos específicos de cada municipio.

Para comprender mejor el cambio de la relación con la policía, se puede observar el siguiente 
relato de un adolescente de 14 años en la ciudad de Santa Cruz de la Sierra:

SCZ1-H14: “Los gendarmes, los que le quitan a la gente, esos nos pegan. En cambio, la 
policía ya no nos pega. (...) Vienen, nos dicen que no hagamos, que guardemos eso y 
que no asustemos a la gente. Después los gendarmes son malos (...) A mí me agarraron 
los policías cuando me llevaron al DP8, me agarraron todo y los gendarmes me pegaron 
allí, y quemaron mi colcha porque yo me enojé. Y la policía los retó a los gendarmes, 
les dijo que ellos no tenían derecho, que está bien que hagan su trabajo, pero ellos 
no tienen derecho a quemar las cosas porque igual tienen hijos y no tienen derecho a 
pegarnos. Y los retó el policía, el coronel o el superior que era, a los gendarmes los retó. 
Y los gendarmes todos calladitos, porque un señor lo grabó y lo mostró el video”. 
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De forma similar, en la ciudad de Cochabamba se pudo identificar una verbalización en 
referencia a un buen trato por parte de la policía en contraposición a un trato violento por parte 
de la Guardia Municipal, como es posible observar en el relato de una señora de 30 años en 
situación de calle que fue entrevistada junto a dos jóvenes de aproximadamente 20 años con 
quienes se reúne:

CBA1-M30: “No, la alcaldía (nos bota en las afueras de la ciudad). Los policías no 
jóvenes, lo bueno de los policías es que ya no es como antes, antes si te botaban en 
la coronilla todos los policías. Ahora los policías te detienen 8 horas y a las 8 horas te 
sueltan, te dicen: ya no quiero que hagas problemas. Nada más. Un poco de los policías 
ya ha rebajado, porque ha habido muchas denuncias para los policías nove. Pero los de 
la alcaldía, donde están, son más abusivos, no respetan a las mujeres”. 

El joven de Santa Cruz identificó a la policía como una instancia de protección en contra de los 
abusos realizados por parte de la gendarmería, haciendo uso del término “ya no nos pegan” 
desde el cual denotó un cambio en la relación que tenía con la policía. Sobre este cambio 
los NNASC, así como la señora entrevistada en Cochabamba, identificaron una reducción de 
la violencia a partir de constantes denuncias realizadas por parte de personas e instituciones 
privadas sobre los abusos que la policía solía ejercer sobre esta población. Para complementar 
este punto es posible observar lo siguiente:

CBA1-M30:  “Es que sabes, no han tenido una denuncia todavía ellos (Guardia Municipal). 
Una vez que van a tener denuncia se van a moderar o no. Como los policías, antes eran 
así. Te pegaban feo. El joven Pepe les ha denunciado y ahí ha sido, desde ahí los policías 
se han moderado, feo te pegaban. (...) Sabes que hacía, cuando nos pegaban los policías, 
el joven Pepe iba hasta el comando y decía, este policía le ha pegado por esto, esto, esto. 
¿tienen pruebas? Si, nos sacaba fotos. Y siempre nos decía, se van a fijar su nombre, aquí 
los policías tienen su nombre. Los de la alcaldía igual tienen su nombre, pero ellos te 
dicen: ¡Qué estás mirando!, ¡Agacha tu cabeza caramba!”.

Estas verbalizaciones permiten observar cambios en el funcionamiento de la Policía en ambos 
municipios, siendo una de las razones identificadas una actuación o respuesta por parte 
de la Policía a las denuncias ciudadanas. No obstante, es necesario aclarar que las mismas 
corresponden a relatos de algunos NNASC identificados, siendo que otros no lograron reconocer 
a esta Institución como un espacio de protección, presentando distintos relatos de vulneración 
de sus derechos, como fue posible observar en los puntos anteriores.

f)	 Dificultades en la relación con la Defensoría de la Niñez y Adolescencia

En la conversación con educadores de los cuatro municipios fue posible percibir límites en 
la coordinación con los servicios de DNA, así como también fue posible identificar algunos 
aspectos que frenaron o impidieron la coordinación efectiva para viabilizar la atención de un 
NNASC. Entre ellos una alta rotación de personal y un rechazo de atender casos específicos.

En relación a la alta rotación de personal, este punto fue observado en los cuatro 
municipios consultados, en los cuales se hizo referencia a una dificultad de coordinación 
efectiva o a la imposibilidad de mantener procesos en la coordinación interinstitucional. 
Como menciona un educador en la ciudad de Cochabamba:
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CBA-ED: “En el municipio han vuelto a los despidos o contratos por corto tiempo 
y eso influye harto (…) eso hace que no se pueda coordinar porque tú coordinas 
y a los tres meses o cuatro meses o cinco meses hay nuevo personal, entonces 
necesitas volver a coordinar. Esto influye bastante y es un perjuicio. (…) Nosotros 
obviamente les capacitamos, formamos y les ayudamos con el trabajo de calle, 
etcétera, en coordinación que es lo que hacíamos antes. Pero si entra uno nuevo 
no va a saber qué hacer y lo que va a atinar a hacer es coordinar con la policía y van 
a seguir cometiendo los errores de las batidas y eso no va a generar obviamente 
cambios adecuados”.

Este testimonio devela cómo alta rotación puede llegar a ser un obstáculo para la 
restitución de derechos de NNASC y, al mismo tiempo, en un factor de mayor vulneración 
de sus derechos. Como refirió este educador, cuando ingresa una persona nueva a un 
cargo de atención y no posee los conocimientos relacionados al trabajo con NNASC, es 
probable que esta persona no proceda a una intervención enfocada en la restitución de 
derechos o atención, sino que realice una coordinación con la policía o guardia municipal 
para la expulsión de NNASC del espacio público.

En relación al rechazo de casos por parte de las DNA, es posible observar dos casos 
reportados por educadores en la coordinación con el GAM El Alto y su servicio de DNA. 
En sus testimonios fue posible identificar la imposibilidad de gestionar algunos casos con 
esta institución. Ya que la misma, de acuerdo a los testimonios proveídos, suele rechazar 
la atención de casos de NNA que se encuentran en situación de calle, alegando que se 
requiere una nota fiscal o que estos chicos “pueden contagiar” a otros. A continuación, se 
presentan los testimonios de dichas experiencias:

EA-ED-1: “Cada tres meses creo que cambian de personal y las personas nuevas 
no entienden la dinámica (de situación de calle), una vez me ha molestado mucho 
de cuando una licenciada en trabajo social me decía que han hecho rescate de un 
niño que estaba en situación de calle, le han llevado al 24 horas5. Me decían que 
ella es una manzana podrida, que no puede estar con los demás por el tema de 
que les va a contagiar. Entonces, si me ha molestado, al final estábamos hablando 
de una niña que estaba igual que los otros niños, solamente que su condición 
(de calle), que no era su culpa. Ellos no entienden la situacionalidad de calle. Eso, 
cuando hablamos de situación de calle no te quieren recibir el caso porque es 
situación de calle. Nos dijeron: no atendemos porque tenemos otros casos”.

LPZ-ED-1: “Teníamos un caso con una adolescente que había escapado de su casa 
por violencia intrafamiliar y llevaba aproximadamente dos semanas en la calle. Ella 
tomó contacto con nosotros y la pudimos ir a buscar y encontrarla. La sacamos de 
este lugar y como corresponde por ley la hemos llevado a Defensoría, nosotros 
no podemos agarrar y que se quede con nosotros. (...) Y en este caso en particular 
nos rechazaron alegando de que si no es por un requerimiento fiscal no puede 
ser recibido o atendido y no se puede hacer dicha valoración. (...) A pesar de las 
muchas insistencias que tuvimos del caso, nos mandaron a la fiscalía, tuvimos que 
ir y esperar que nos atienda, era la 1:00am. Luego tuvimos que volver a Defensoría 

5	  24 horas es el nombre de un albergue transitorio para niñas, niños y adolescentes ubicado en la ciudad de El Alto.
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a las 3:00 y ser atendidos básicamente a las 5:00am. Imagínate cuantas horas tuvo 
que estar con nosotros la adolescente, expuesta a una situación de riesgo (...) sin 
mencionar todo el deterioro que conllevó esas dos semanas de estar en calle”. 

En ambos fragmentos se observa el rechazo de la atención, denotando las limitaciones 
que posee una institución privada para el trabajo y abordaje de esta problemática, que, 
en algunos escenarios como la ciudad de El Alto, son las únicas instituciones que atienden 
de forma directa a esta población. Al no ser garantes de derechos, requieren de una 
coordinación directa de los sistemas de protección, en este caso del GAM El Alto a través 
de la Defensoría de la Niñez y Adolescencia, y al no existir otro servicio o programa que 
facilite esta relación, en caso de que no se viabilice la atención, se posiciona al NNASC en 
una situación de vulnerabilidad donde sus posibilidades de atención pueden reducirse 
a espacios de alto riesgo o espacios ilegítimos en los que se vulneren las normativas de 
protección del NNA para garantizar algunos derechos básicos como techo y comida.

Asimismo, fue posible observar algunos relatos de NNASC quienes reportaron un trato 
violento o negligencia en la atención de sus casos, entre ellos puede observarse el 
relato de un niño que para sus 11 años ya ingresó tres veces a la Defensoría de la Niñez y 
Adolescencia, siendo la primera ocasión a sus 6 años cuando su madre le quema partes 
del cuerpo y es luego procesada por infanticidio, por lo que el pasó a estar con una 
familia ampliada (la abuela materna). Este NNA comentó que no recibía un buen trato en 
el hogar de su abuela, así como también informó que eventualmente su madre volvería a 
contactarse continuamente con ellos. En relación con su experiencia con la Defensoría de 
la Niñez y Adolescencia, este niño comentó lo siguiente:

EA-H11: “La segunda vez (que ingresó a la DNA), me he perdido de vuelta por la 
(avenida) Tiahuanaco, he salido de vuelta por el lugar de la plaza, no ve, noche era, 
y el (señor de) seguridad viene y me dice: ¡Dónde están tus papás! No sé, ayúdame 
por favor le he dicho. A la policía nomás han llamado y ya me han llevado a 24 
horas, me han tratado todo mal, porque pensaban que yo me escapaba. Yo no me 
escapaba, ese rato yo era un niño digamos, mi camino era recto. (...) No era como 
se está desviando ahora. (...) En mi tercera, ya me he escapado, porque mucho me 
pegaban, después, cuando yo tenía mis nueve ha pasado. Me decían: ahhh vos te 
escapas, no va a venir tu mamá, te van a llevar a un hogar, así me decían”. 

Este niño reportó que las tres veces que terminó en Defensoría, fue su abuela quien pasó 
a recogerle, la cual no cortó el lazo con su madre con quien todavía tuvo que relacionarse. 
A causa de esto, EA-H11 sale de su hogar (dos semanas antes de la entrevista) para ir a 
vivir a la casa de su padre, con quien retoma contacto luego de 5 años. Su padre, quien 
hasta hace poco se encontraba en situación de calle, le aloja en un cuarto prestado de 
forma temporal por la familia de su pareja actual. Esta historia refleja dos deficiencias en 
la atención recibida por este niño en la DNA. La primera, negligencia en la intervención 
de Defensoría, la cual retornó en tres ocasiones al niño a un espacio donde quedó 
expuesto a situaciones de alto riesgo social y provocó su escape a una situación de calle. 
Y la segunda, un mal trato recibido en ambas intervenciones que provocó una percepción 
negativa sobre el espacio y las personas que atienden la Defensoría, con verbalizaciones 
como: “Me saben tratar mal los licenciados, saben pensar que yo sé hacer algo mal” (EA-
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H11), las cuales reflejan prejuicios y estereotipos de culpar al menor por salir del hogar 
sin considerar las razones que pudieran provocar dicha salida.

Otro caso identificado por parte de un NNASC fue observado a partir de una adolescente 
que residía en la ciudad de La Paz, quien empieza a escapar de su hogar desde los 8 años 
de edad y es identificada por la DNA a sus 10 años. Sobre ello refirió:

EA-M18: “De más pequeña (ingresé a la Defensoría), por escaparme por la 
situación de consumo de mi mamá. Desde los 10 ha empezado mi tormento. Pero 
la Defensoría no ha hecho nada, y tenía solución”.

En la conversación, hace referencia que, a partir de la intervención de la Defensoría, su 
madre perdió la custodia de ella y sus hermanos menores, pasando la custodia a su abuela 
materna. Sin embargo, informó que:

EA-M18:  “la Defensoría no estaba al tanto si mi mamá estaba viviendo con nosotros 
o si se quería seguir acercando, nunca hizo seguimiento, nos entregó y le valió 
madres”. 

Esta situación reportada, en la que su madre sigue presente en su relación a pesar de 
haber perdido la custodia, derivó en que esta adolescente siga escapando de forma 
intermitente de su hogar y vuelve a llegar a los servicios de la DNA. En esta nueva llegada, 
menciona haber informado a la DNA que su madre intentó asesinar a su hermano menor. 
Sin embargo, la DNA le devolvió la custodia.  

EA-M18: “Ha habido una vez que igual le ha valido madres a la Defensoría, cuando 
le he contado que mi mamá una vez ha llegado borracha y quería matar a mi 
hermanito, ha agarrado el cable del celular y con eso le ha agarrado de su cuello, 
se estaba poniendo morado mi hermanito”.

Entrevistador: ¿Y tú, le has dicho eso a la Defensoría?

EA-M18: “Yo les he dicho, (pero) sólo me han hecho hablar con la psicóloga y yo 
pensaba que iban a hacer algo. Le he dicho, ya no quiero ver a mi mamá nunca 
más, pero, al contrario, ha pasado un tiempo y hemos vuelto donde mi mamá y ha 
pasado lo mismo. (…) La Defensoría nos ha devuelto a la custodia de mi mamá”.

Este testimonio evidencia omisiones graves en la actuación de la DNA para salvaguardar la 
seguridad e integridad de EA-M18 y sus hermanos, quienes retornaron a una situación de 
riesgo en la que se vieron expuestos a un escenario de vulneración total de sus derechos. 
EA-M18 indicó que el caso tenía solución a partir de derivarla a ella y sus hermanos a un 
centro de acogida, o a partir de un seguimiento de su caso por parte de la Defensoría. No 
obstante, más allá de no recibir esta atención, el servicio de Defensoría hizo que retornen 
a su hogar sin que se llegue a implementar ninguna medida de protección, contraviniendo 
de esta manera al interés superior del niño que es reconocido en la Convención sobre los 
Derechos del Niño, la Constitución Política del Estado y el Código Niña, Niño, Adolescente.

Como mecanismo de subsistencia en la calle, EA-M18 reportó que se dedicó desde sus 
15 años al trabajo sexual. Además, señaló que evitó volver a los servicios de Defensoría 
Municipal para evitar contactarse nuevamente con su madre, por lo cual en las ocasiones 
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que llegó a ser detenida por la policía, reportaba ser mayor de 18 años de edad. Este 
último punto connota un quiebre en la relación de NNASC con los servicios de DNA, el 
cual fue observado también en otros casos en los cuatro municipios consultados.

g)	 Reiterados encuentros con la Defensoría de la Niñez y Adolescencia 

Otro aspecto identificado a lo largo de la presente investigación en la relación con la DNA 
y NNASC, es que la mayor parte de las y los NNASC reportaron haber sido atendidos al 
menos una vez la Defensoría de la Niñez y Adolescencia, para posteriormente ser recogidos 
por un familiar, ser remitidos a un centro de acogida, o en algunos casos, simplemente 
escapar corriendo antes de que concluya la atención. También fue posible observar que 
muchos NNASC consultados reportaron haber pasado en reiteradas ocasiones por los 
servicios de la Defensoría de la Niñez y Adolescencia, llegando a identificarse adolescentes 
que estuvieron 12 o 7 veces en dichos servicios, como se observa a continuación: 

LPZ2-H13: “7 veces he estado en la Defensoría y de las 7 veces, 3 veces me he 
escapado por el baño”.

CBA1-H20: “Yo estuve en 8 hogares, 9 hogares, en casa San José, patio Don Bosco, 
en Santa Cruz estaba en varios también”.

SCZ3-H16:  “Yo más de 12 veces en la Defensoría. Me agarraban, me salía, de patio 
Don Bosco, me salía de techo, me salía de mano amiga, ufff”.

SCZ3-H17: “Siete solamente, tres veces me pudieron meter al centro. Y las otras 
cuatro veces yo me escapaba por la puerta. Se distraen, están ahí atendiendo a 
otro y a mí, no me están atendiendo”.

En el caso del adolescente de La Paz, reportó que las tres veces que estuvo en la 
Defensoría y no pudo escapar. Pasó su madre, abuela o tío a recogerle, retornando a 
partir de ello a su dinámica regular. En relación a la última vez que estuvo en Defensoría, 
mencionó lo siguiente:

LPZ2-H13: “En el desfile navideño mi mamá me ha agarrado y ha hecho un 
escándalo, y la guardia municipal me ha agarrado ahí y me han  llevado a la 
Defensoría. Como mi abuela tenía que vender nove, ha dicho, ¿nos puede esperar 
en la Defensoría? Es que tengo que vender y yo les he dicho, mi abuela no va a 
venir. Y me han dicho, si no viene tu abuela hasta las 3 de la mañana te vamos a 
llevar al albergue. Luego mi abuela ha venido con mi tío a las 3, han hecho papeles 
y hemos ido a la FELCC y todo eso”.

En este caso, se retornó con la familia ampliada identificada (la abuela), la cual pareciera no 
atender todas las necesidades de LPZ2-H13, quien retorna a encontrarse en situación de calle, 
encontrándose en el momento de la entrevista con un caso severo de sífilis y gonorrea. 

En los otros casos, de Cochabamba y Santa Cruz, se observó una huida constante de distintos 
albergues y centros de acogida, retornando a la situación de calle. Si bien no es posible 
asumir las razones por las cuales cada uno de estos adolescentes retornó a la calle, los tres 
identificaron una situación de consumo problemático de clefa y otras drogas durante ese 
período de sus vidas.
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h)	 Percepciones de NNASC sobre la Guardia Municipal, caso Cochabamba

Durante el proceso de acompañamiento y recojo de información cualitativa se conversó 
con distintos grupos de NNASC y adultos al cuidado de NNA a quienes se consultó sobre 
su percepción y experiencias con los servicios de protección y seguridad ciudadana, entre otros 
temas. A partir de un análisis crítico del discurso emitido en los relatos, se identificó múltiples 
vulneraciones de derechos, producto del uso excesivo de la fuerza, de una posición de poder y 
el control del espacio público por parte de la guardia municipal, lo que vulnera tanto el derecho 
a la integridad personal, el derecho al libre ejercicio de su libertad, y otros.

Uno de los casos que más llamativos se desprende de la experiencia narrada por Rodrigo6 
(CBA1-H25) de 25 años de edad, quien junto a su esposa se encuentra en situación de calle. 
Durante la entrevista, informaron sobre un incidente en el cual la Guardia Municipal trasladó a 
Rodrigo junto a otras personas en situación de calle al sector del Cristo de la Concordia. Se según 
el relato, en ese lugar sufrieron una serie de vulneraciones a su integridad, como agresiones 
físicas y el despojo de sus prendas de vestir y confiscación de sus zapatos, obligándolo a 
retornar descalzo por el monte. Si bien, no es posible determinar la veracidad absoluta de toda 
la información, algunos de los elementos de los relatos de otras personas en situación de calle, 
permite deducir que corresponden a hechos reales, suscitados en múltiples ocasiones.

CBA1-M30: “A mi marido (de 25 años de edad) una vez, le han llevado al Cristo y le han 
querido meter palo a su este. Y toda su nalga de este estaba, todos sus ojos tapados me 
lo han mandado”.

A partir de estas palabras, la cónyuge de Rodrigo describe el trato físico, porque vio a si pareja 
con los ojos inflamados por golpes en el rostro y su región glútea con hematomas. Asimismo, en 
la verbalización infirió que los guardias intentaron “meter un palo a su este”, haciendo referencia 
a su zona anal, acto que fue evitado por la resistencia física de la víctima. Sin embargo, es 
necesario aclarar que esta última acción, no volvió a aparecer en el discurso de otro NNASC o 
persona en situación de calle por parte de la Guardia Municipal.

Al consultarle a Rodrigo sobre esta experiencia, el narró lo siguiente:

CBA1-H25: “Me han subido a la camioneta y han pensado que yo le estaba dando algo 
a los niños en el día de navidad. Mi cachete nove, como le ves al Quico nove, así estaba 
hinchado…. Me han dado así (haciendo referencia a estar desnudo), sin ropa me han 
paleado. Mi culo estaba verde, después cuando estaba bajando nove, me he escapado 
yo a un bosque, y después estaba bajándome nove, he visto como una bolsa, me acerco 
a la bolsa y de ahí una víbora gruesa, grande se ha aparecido. Pucha encima que mal de 
mi pie he tenido que correr, cojeando he corrido”.

Así como Rodrigo, otras entrevistados reportaron que los guardias los desnudaron y golpeados, 
y fueron obligados a usar bolsas para ponerse en los pies emulando zapatos para descender 
desde el Cristo, debido a que el camino está “lleno de espinos”. Un ejemplo de ello puede leerse 
en la verbalización de un joven de 22 años identificado en otra zona de la ciudad, quien, junto a 
su compañero de 24 años, narraron lo siguiente:

6	  El nombre de la persona fue alterado para mantener su confidencialidad.
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CBA2-H22: “Cada vez es así. Si nos emputamos, nos rayamos con ellos, vienen, llaman a 
otros poej y vienen en masa, te cargan y te llevan a la cometa, te llevan al Cristo y ahí te 
apalean. A mí, ya me han hecho mierda ya unas cuatro veces. Van, te apalean sin piedad, 
son como cuatro acá, cuatro acá, cuatro acá, cuatro acá (apunta con la mano a las cuatro 
direcciones). Primero te vas a uno, te hacen mierda, después te botan al otro lado y te 
hacen más mierda”.

CBA2-H24: “¡Toditos son así, te ponen como en fila y así Pum! Pum! Pum! (hace el gesto 
de golpear con un palo). A mi igual me empiezan a botarme, me han hecho mierda. Me 
golpean y luego ya, retírate, retírate. Estos cabrones así son.

CBA-H22: “Después de todo eso, te botan tus zapatos nove, así (imita un lanzamiento 
con sus manos), y como Cristo desvestido nos quedamos así.” 

Al consultar en relación a su experiencia en el Cristo, CBA2-H22 comentó lo siguiente:

CBA2-H22: “Te dejan pues hecho mierda, no creas. Es que entre hartos te agarran, te 
llevan al Cristo, llegas al Cristo y hay un camino así nove. Hay unas piedras, ahí te hacen 
bolsa. Ahí ellos te sacan tu polera y ahí te dan. Te da miedo, ¿no? No puedes gritar si es 
lejísimos, nove. 

No se puede hacer nada. Y después de todo eso, te botan tu zapato, lo botan a los 
espinos, uno para allá y otro para allá (apunta a dos lados opuestos). Ese día, cuando 
he bajado, con bolsas he bajado. Aquí me ponía y saltaba de un pie a un pie así, porque 
todo era espinos”.

Estos relatos, al igual que la historia de Rodrigo, presentan un abuso de poder y un uso 
desproporcionado de la fuerza con esta población. Desde el análisis se identifican algunos 
patrones en común, como el espacio físico del Cristo, entendido como un espacio privado 
fuera de la mirada social y el empleo del uso de la violencia física a partir de golpes reiterados 
por parte de los guardias de forma colectiva. Finalmente, el desnudar, total o parcialmente a la 
persona que está sufriendo el abuso y el quitarle sus zapatos para obligarlo a caminar descalzo 
por un camino lleno de espinos, hacen referencia a una vulneración total de los derechos a 
personas, que si bien, son mayores de edad y no responden a un universo de NNASC, poseen 
una relación directa con algunos NNASC. También expresaron haber sufrido abusos idénticos 
cuando eran menores de edad. 

CBA1-H20: “Me han hecho bomba, y eso que yo era menor en esos tiempos. Una vez, 
también me subieron acá al Cristo con mis amigos. A mi amigo le balearon en su pie con 
balín, con pistolas de balín, no pistolas reales, pero igual, que pasan la piel. Lo balearon 
en su pie. A mí me hicieron bomba, con palos, con piedras, de todo, solo por parar allí”.

Entrevistador: Qué estaban haciendo, ¿por qué los han levantado?

CBA1-H20: “Estábamos durmiendo toditos allí. Unos siete éramos en la plaza de la 
Roma. Solo por dormir vinieron así a patadas, nos agarraron y nos subieron arriba. 
Y como dijo la Tía (una señora de 30 años en situación calle que les cuida): hay otros 
perros, otras personas que hacen más maldades, pero la policía piensa que nosotros 
somos. (...) A la camioneta nos han subido y nos subieron allá (al Cristo). A mi cuatro 
veces me han subido allá arriba a hacer mierda. Hasta a la América me han llevado. Yo 
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le decía, soy menor, le voy a decir al Defensor del Pueblo y les importaba un bledo, me 
hacían nomás bomba”.

Esta conversación también refleja un uso excesivo de la fuerza en contra de la integridad personal, 
en este caso, de un adolescente menor de 18 años. Demuestra la vivencia de una vulneración 
del derecho a la integridad personal y hace referencia a una intervención por parte de la guardia 
municipal en escenarios de consumo de alcohol y otras sustancias. Los entrevistados refirieron 
que estos levantamientos llegan a darse a pesar de que no estén realizando ninguna actividad 
conflictiva o ilícita. En la verbalización referida por CBA1-H20 se observa que el accionar de la 
guardia se dio mientras él y su grupo se encontraban descansando. Así como CBA2-H22 expresó 
que la guardia les expulsó mientras comen.

“La guardia viene a jodernos, así de la nada vienen a jodernos. Estamos sentados acá 
tranquilos hasta comiendo y ya vienen, nos lo botan la comida y aparte nos apalean”.

No es posible precisar las razones por las cuales la guardia municipal intervino a cada grupo, 
debido a que estas razones no hayan sido verbalizadas por parte de los NNASC entrevistados, 
o que no hayan sido conscientes de las mismas. En la intervención de la guardia municipal a un 
grupo sin una causa o motivo aparente, implicaría una vulneración a partir de la discriminación 
social por el hecho de ser NNA en situación de calle, así como también múltiples vulneraciones 
en relación al derecho a la libertad, la seguridad personal, al desarrollo integral, a la protección, 
entre otras. Esta intervención puede reforzar un estigma social de NNASC como personas ajenas 
de la sociedad, quienes no pudieran hacer uso del espacio público, teniendo que limitarse a 
espacios no urbanizados a partir de construcciones precarias en montes o debajo de algunos 
puentes. Esta situación incrementaría la brecha entre las instituciones de protección del Estado 
(centros de salud, defensorías, policía, otras) y este grupo poblacional. 

i)	 Percepciones de NNASC sobre la Guardia Municipal, caso Santa Cruz de 
la Sierra

Durante el proceso de recojo de información se preguntó a NNASC y a los educadores que 
trabajan con este grupo en relación a sus experiencias y percepciones sobre la Policía y la 
Defensoría de la Niñez y Adolescencia (DNA). A partir de las respuestas, la mayor parte de los 
NNASC narró los episodios de violencia suscitados con la Guardia Municipal o Gendarmería. 

La frecuencia del uso excesivo de la fuerza y abuso de poder mencionados en las 
verbalizaciones, llamaron la atención debido a la considerable vulneración de la 
integridad personal de las y los NNASC en las intervenciones, las cuales, como se describe 
más adelante, no estaban necesariamente relacionadas a una actividad ilícita de las y 
los NNASC, sino que respondieron a operativos destinados a desalojarlos del espacio 
público bajo presuntas denuncias ciudadanas. Un ejemplo de ello puede observarse con 
la siguiente verbalización reportada por una educadora, dos días antes de la realización 
del grupo focal:

SCZ-ED-3: “Ahorita, aquí en Santa Cruz, en los últimos años hay un abuso de los 
gendarmes, pero un abuso fatal. Tenemos fotos horribles de los chicos de anoche 
o anteanoche que los gendarmes fueron a la Beni y Cuarto Anillo, y a las 2 de 
la mañana bajaron y los pegaron a todos. Estaba haciendo frío, les quitaron la 
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chompa a los chicos, agarraron su coche y los mojaron para que no se puedan 
calentar, y querían tocar a las chicas. Entonces, eso ya no es normal. Y el problema 
es que ¿dónde podemos acudir o dónde los chicos pueden acudir para hacer algo? 
Porque nadie hace nada”.

Durante la conversación, refirió poseer fotos de menores de edad golpeados y con el 
rostro pisado y haber conversado con DNA para buscar una solución, sin embargo, no 
obtuvo respuesta. Asimismo, relató respecto a un trabajo de campo nocturno que realizó 
en el pasado, describiendo lo siguiente:

SCZ-ED-3: “Son los de seguridad ciudadana que van con esta fuerza y de verdad van 
directo a golpear. Yo estuve una noche curando a una chica, porque le pisó un auto. 
Estábamos allí y llegaron cinco camionetas, porque había denuncias de los vecinos 
(...) Entonces, de noche llegaron 30 gendarmes nos rodearon, no me reconocieron 
al principio y yo estaba orando para que no me peguen, pero ahí recién se calmaron 
cuando me vieron, cuando los chicos vinieron corriendo atrás de mí”.

Así como la profesional, otro educador reportó un abuso por parte de esta institución, 
informando que en una actividad que realizaba la Guardia Municipal al identificar a una 
persona mayor que había consumido alcohol, esta fue golpeada:

SCZ-ED-4: “Yo les decía qué es lo que pasa gendarmes, estamos en una actividad, 
pero no hicieron caso y lo subieron como bolsa, y yo saque fotos de todo”.

Estos relatos muestran un uso desmedido de la fuerza en contra de las y los NNASC, lo 
que puede debilitar la relación que tienen los mismos con las instancias de protección 
y al mismo tiempo, refuerza una condición de vulnerabilidad a causa de su vivencia en 
situación de calle. Al respecto, distintos NNASC narraron una percepción negativa sobre 
la gendarmería (guardia municipal):

SCZ2-H15: “Los gendarmes me pegaron por hacerles correr igual. En la moto me 
agarraron a mí y después me pegaron. Nos tienen más de cinco horas y de ahí, nos botan.

SCZ2-H16: “A mí me pegaron nomas y me dejan”.

En esta conversación, los NNASC identificaron dos formas distintas del encuentro con la 
guardia municipal. Una de ellas, a partir de simplemente golpearles, como refiere SCZ2-H16, 
y la otra a partir de un encierro o detención por más de cinco horas, aspectos que vulneran 
distintos derechos: la violencia física y el derecho a la libertad, este último, una detención 
irregular considerando que la guardia municipal no cuenta con la tuición para realizar una 
detención ciudadana como corresponde, mucho menos en el caso de un NNA. 

De forma similar, otro grupo focal de NNASC, narraron sus experiencias con la guardia 
municipal:

SCZ1-H16: “Los gendarmes, los que le quitan a la gente, esos son los gendarmes, 
esos nos pegan. En cambio, la policía ya no nos pega”.

SCZ1-H15: “Vienen, nos queman las colchas, nos queman la ropa”.

SCZ1-H16: “A mi amigo se lo quitaron su clefa nove, eso que tenemos (apunta su 
botella), y se lo echaron en la cabeza todo. Eso es un abuso”.
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Además de los derechos vulnerados en las anteriores verbalizaciones, en esta se observa 
un abuso de poder a partir de la realización de tratos crueles e inhumanos, lo cual vulnera 
derechos básicos a la dignidad humana al privarles de ropa o el descanso, así como la 
quema de colchas, acciones que van en contra de distintas es normativas y convenciones 
internacionales incluyendo la Declaración Universal de Derechos Humanos. Asimismo, el 
verter clefa en la cabeza como señala la verbalización, se constituye en un acto degradante 
que puede generar lesiones físicas e incluso una intoxicación, poniendo en riesgo no 
solo la integridad física, sino la vida de la persona. Finalmente, se puede observar la 
verbalización referida por SCZ-H16:

SCZ-H16: “Nosotros corremos y ellos se enojan porque corremos y nosotros 
corremos porque no queremos que nos peguen”. 

La descrito sintetiza la relación observada entre la guardia municipal y los NNASC, detalla 
que la guardia municipal se molesta porque los NNASC huyen, pero los NNASC huyen de 
ellos para evitar ser agredidos.

3.2.	  Relación con el derecho a la identidad

Una de las dificultades identificadas en el proceso de recojo de información cualitativa 
tiene que ver con el acceso a los documentos personales de cada NNASC. Si bien una 
gran parte de las NNASC refirió que posee un certificado de nacimiento o una cédula 
de identidad, esta situación devela un acceso limitado a los mismos como consecuencia 
de la ruptura de vínculos con su núcleo familiar. Esta falta de acceso a sus documentos 
personales tiene una connotación negativa en cuanto al acceso a otros derechos, por 
ejemplo, para recibir atención médica u obtener el registro al Servicio Universal de Salud 
(SUS), uno de los requisitos principales es la cédula de identidad, el mismo documento es 
solicitado para acceder a a la educación.

Una de las principales dificultades para acceder a los mencionados documentos radica en 
la ruptura de los vínculos familiares, entre tanto, aquellos NNASC que poseen documentos 
y no identificaron una dificultad en su acceso fueron los que aún mantienen contacto 
con su madre, padre o tutores legales. La mayor parte de las y los NNASC entrevistados 
obtuvieron su certificado de nacimiento y también su cédula de identidad -en algunos 
casos-, antes de abandonar su núcleo familiar. Por otro lado, mantener el vínculo familiar 
les permitió poder renovar su cédula con el acompañamiento de su responsable legal en 
caso de extravío.

En los escenarios en los que los progenitores también se encuentran en situación de 
calle, se observaron algunas dificultades para el acceso a su documentación, debido 
a inexistencia o dificultad de acceso de los documentos de la madre o el padre. Esta 
problemática se ilustra en un caso registrado en la ciudad de Cochabamba, donde una 
madre refirió la imposibilidad de obtener el certificado de nacimiento de su hijo debido 
a la falta de acceso a los documentos del padre, quien está recluido en la cárcel por 
feminicidio, tras haber perpetrado una agresión con arma blanca en distintas partes del 
cuerpo de la víctima. 
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CBA4-M24: “Tienen documentos, solo su nacido vivo. Su papá está en la cárcel 
y no me facilita su carnet porque yo ya no le hablo. Yo tengo el nacido vivo, solo 
que no me facilita su carnet de él. Su fotocopia si o si necesito para sacar el carnet, 
porque he tratado de ir a sacar así pero no me quieren dar”. 

Así como esta entrevista con la madre, se pudo conversar con el progenitor del NNASC en 
la ciudad de El Alto, quien recuperó el contacto con su hijo luego de aproximadamente 6 
años y solicitó apoyo a una institución privada para reponer los documentos de su hijo. 
Explicó que toda la documentación se quedó con la madre, con quien no tiene contacto 
después de reiterados episodios de violencia. 

En relación a los NNASC que rompieron sus vínculos familiares o jamás tuvieron un 
documento, se observó que la única forma de acceder a los mismos fue mediante 
la participación de Organizaciones No Gubernamentales (ONG), quienes fungieron 
como un nexo entre las instituciones públicas SEGIP y SERECI y la población en 
situación de calle. 

LPZ2-M14: “Primero me lo ha sacado el joven José (educador), pero los he hecho 
perder y otro, mi mamá me ha sacado. En ese entonces lo han sacado con la 
fundación esos documentos”.

CBA1-M21: “Yo he sacado mi carnet gracias al Carlos. El es un abogado bien 
profesional”.

Sin embargo, en la relación entre NNASC y estas instituciones garantes de derechos, se 
pudo identificar algunas complicaciones particulares que posee la población de NNASC, 
las cuales pueden entorpecer o imposibilitar el proceso de restitución de derechos. Como 
menciona un educador de la ciudad de La Paz, en relación a su coordinación sobre el tema:

LPZ-ED-1: “No responde simplemente a sacar un duplicado y tengo 17 pesos o no 
tengo 17 pesos. Si no, se trata muchas veces de casos sumamente complejos, que 
no lleva un apellido o que, por ejemplo, ha sucedido de un recién nacido que la 
pareja no estaba en Bolivia, había desaparecido. Entonces, cómo se procede en esos 
casos, en temas de estupro, por ejemplo. El trabajo se trata de articular esos nexos 
para precisamente subsanar los vacíos legales donde no se contempla. ¿Qué pasa 
con estos casos tan particulares y muchas veces complejos a nivel administrativo?”. 

No obstante, como indica un educador de Cochabamba, a pesar de que existe dificultad 
para la obtención de documentos para las y los NNASC, se logró mejorar -en cierta 
medida- el acceso a los mismos. Esta situación se debe a distintos factores, entre ellos, 
la implementación del D.S. N.º 4655 que contempla de forma específica para NNASC 
la emisión gratuita de cédulas de identidad, o la realización de alianzas estratégicas y 
canales de coordinación entre Instituciones públicas y organizaciones de sociedad civil 
para atender la temática.

CBA-ED: “En el tema de identidad se ha logrado mejorar bastante. Los lugares donde se 
pueden extraer los certificados de nacimientos, los carnets de identidad, han flexibilizado 
un poco los procesos y eso ha ayudado a que más personas viviendo en situación de 
calle adquieran este documento por derecho a la nacionalidad”. 
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3.3.	  Relación con el derecho a la educación

Una de las dificultades de la vida en situación de calle radica en al acceso al derecho a la educación. 
Las características y obstáculos inherentes de la vivencia en calle provocan que muchos NNASC 
abandonen el sistema escolar o que, en su defecto, en ningún momento hayan podido acceder 
al mismo debido a la carencia de documentos, la ausencia de un tutor legal que procure su 
inscripción, las jornadas laborales, la insuficiencia de recursos económicos para continuar en el 
establecimiento, o bien, por la expulsión de la institución por el bajo rendimiento, conductas 
inadecuadas o por no cumplir algunos estándares que la Unidad Educativa pudiera tener. 
Se pudo observar cómo varios NNASC identificaron el acceso a la formación académica sólo 
durante su paso por centros de acogida o albergues; sin embargo, el salir de dichos espacios de 
protección conllevó a su vez, una salida de su formación académica.

Durante el proceso de recojo de información en los cuatro municipios de la muestra, 
se identificó que la mayor parte de NNASC se encuentran fuera del sistema educativo 
por distintos factores. Aquellos NNASC que reportaron mantenerse aún dentro de una 
unidad educativa fueron quienes todavía lograron mantener un vínculo familiar que haya 
facilitado el apoyo para su educación, aunque su permanencia pueda encontrarse inestable 
y condicionada a otros factores, entre ellos, el apoyo de organizaciones privadas u otras 
situaciones correspondientes a su contexto y dinámicas de sobrevivencia.

Esta dificultad puede observarse en los relatos de un adolescente de la ciudad de El Alto, 
quien asistía a su unidad educativa de forma intermitente debido a constante abandonos 
de su hogar, motivados por el trabajo vendiendo dulces y luego ir a un café internet, siendo 
este segundo lugar un espacio para socializar y también donde almorzar o cenar, tras 
proveerse de alimentos. 

En la entrevista mencionó un cambio en su dinámica ya que dos semanas atrás, es entregado 
por su madre y su tutora legal (abuela materna) a su padre, quien al observar la situación de 
su hijo (episodios de violencia, falta de alimentación, otros), lo acoge e intenta que retorne a 
la unidad educativa.

EA-H11: “Digamos, a las cuatro de la mañana sale mi papá a trabajar, viene, me deja 
y tomo pan con refresco. A veces mi tía de arriba me invita tecito. De eso a las 12:20 
llega mi papá, me lleva a almorzar y de almorzar, me lleva al colegio y me da mi recreo”. 

El progenitor, quien actualmente es un lustra calzado ambulante, habitó en situación de calle 
hasta hace poco, cuando logró acceder a un cuarto prestado por la hermana de su pareja 
actual. Sin embargo, la falta de recursos económicos, sumada a la ruptura de relación con la 
madre de su hijo y su abuela materna (tutora legal) del adolescente -quienes se negaron a 
pasarle el uniforme educativo y algunos útiles-, puso en riesgo su continuidad en la unidad 
educativa. Por esta razón, pidió apoyo a una institución privada para que pueda costear la 
compra de un uniforme y así evitar su expulsión de la Unidad Educativa (LPZ-Diario de campo).

Si bien, esta historia hace referencia a un caso particular, presenta en ella distintos factores de 
análisis que responden a una vulneración estructural de derechos. 1. Una salida parcial de la 
unidad educativa a partir de una situación de violencia y abandono en el hogar, donde más 
allá de recibir agresiones físicas, sus necesidades básicas no son atendidas. 2. Una limitación 
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de cubrir los requisitos mínimos solicitados por la unidad educativa que pone en riesgo su 
permanencia. 3. Una dependencia de una Institución privada para restituir o garantizar el 
derecho a la educación.

a)	 Deserción escolar en NNASC

A partir de entrevistas realizadas en El Alto, La Paz, Cochabamba y Santa Cruz se pudo identificar 
a varios NNA que abandonaron la escolaridad por diversas razones, siendo las principales en la 
población observada, el consumo problemático y la necesidad de trabajar o acceso a recursos 
económicos. Si bien, los entrevistados de la muestra no logra ser representativa del universo 
de NNASC, se presentan a continuación algunas verbalizaciones que hacen referencia a la 
deserción escolar:

Cuadro 16. Verbalizaciones emitidas en relación a la deserción escolar por municipio.

Mpio. Edad Verbalización

LP 12

LPZ4-M18: “Estaba estudiando turno noche, he ido así con mi amiga, 
no estaba estudiando me escapaba del colegio. Salía del colegio me 
escapaba ahí con unos amigos íbamos a tomar con mis amigos. (...) En la 
mañana no había tiempo (para ir al colegio), en las noches tampoco había 
mucho. En las calles salía a vender dulces con mi mamá (su hermana)”.

EA 11
EA-H12: “Creo que el año pasado he ido (al colegio), cuando yo estaba 
en 4to. en el Capriles. (...) Me salía, y me ha expulsado la profesora. Ahora 
juego en mi casa, cuando me aburro me escapo al internet”.

CB No 
especifica

CBA1-H20: “Sólo he llegado a tercero básico. Es que mi mamá no quería 
pagar, mi papá se ha ido cuando he nacido. (…) Mi mamá también no 
podía pagar los estudios, los materiales, esas cosas, es que no he entrado 
al colegio por eso me he quedado en tercero básico”.

SC No 
especifica

SCZ3-H16: “Yo he estudiado hasta cuarto de primaria, pero de ahí ya no 
pude pasar, por el vicio. Al colegio si quisiera meterle, pero ya no puedo. 
Ya tengo que entrar al CEMA (Centro de Educación Media Acelerada), 
porque ya es de noche. En el colegio normal pasé hasta primero, ya en el 
CEMA hasta cuarto, quinto pero lo dejé por el vicio”.

Fuente: Elaboración propia.
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Se observa en los casos de La Paz, Cochabamba y Santa Cruz una intención por parte de los 
NNASC de continuar o proseguir su educación, sin embargo, distintos factores impiden su 
continuidad. En La Paz se identificó un caso referente a una adolescente que a sus 12 años debe 
ingresar a una unidad educativa nocturna debido a que sus hermanas (luego de la muerte 
de su madre) le obligan a salir a vender dulces y le quitan toda su ganancia, como relata más 
adelante. A partir de su paso por el CEMA conoce un grupo de personas mayores con quienes 
empieza a salir a consumir bebidas, lo que, sumado a agresiones físicas que reporta por parte 
de sus hermanas, provoca que se escape de casa y abandone la unidad educativa.

En Cochabamba, se observa el relato de un joven que abandonó el colegio debido a que su 
madre no realizó el pago de sus estudios. En su relato refirió haber escapado a sus 7 años 
de casa reportando que su madre lo único que hace es tomar, dejándole tanto a él como a 
sus hermanos en situación de abandono. En este caso se observó una limitación de cubrir 
los requisitos mínimos solicitados por la unidad educativa para continuar su educación, ante 
la falta de un tutor legal que cubra dicha necesidad económica. En su relato, también se 
identificó haber estado en ocho o nueve hogares, de Cochabamba y Santa Cruz en los cuales 
ingresó y avanzó en sus estudios.

CBA1-H20: “Yo estuve en ocho hogares, nueve hogares, en casa San José, patio Don 
Bosco. En Santa Cruz estaba en varios también”.

En una de las verbalizaciones recogidas en Santa Cruz se observa a un adolescente que reporta 
haber pasado por dos espacios educativos. Uno de ellos del sistema regular hasta primero de 
primaria y luego haber pasado hasta cuarto de primaria en un CEMA. Sin embargo, refiere que 
el consumo de distintas sustancias impidió que pueda continuar sus estudios. Como reportó 
en su relato, el huyó de su hogar a los 6 años para estar en situación de calle. Durante ese 
período fue identificado por distintos centros de acogimiento o albergues en los que fue 
inscrito a una Unidad Educativa para continuar sus estudios. De la misma manera que otros 
NNASC en Santa Cruz, refirió:

SCZ1-H17: “Yo estudiaba, después me metían así a los hogares y en los hogares 
estudiaba. Me hacían estudiar y me faltan 3 años para salir del colegio”.

En los dos casos presentados de Santa Cruz y Cochabamba, se observa cómo al abandonar el 
Centro o albergue en el que se encontraron, los entrevistados dejaron también su formación 
educativa. Los tres relatos reportaron una situación de consumo de sustancias controladas 
que promovió dicho abandono. De forma particular en la ciudad de Santa Cruz, fue posible 
observar como el consumo problemático en NNASC tuvo un efecto determinante en la 
continuidad de distintos procesos, como es la educación.

SCZ2-H16-2: “Estaba en segundo de Secundaria, me salí por consumir hierba, me 
gustaba”.

En la ciudad de El Alto, se entrevistó a un niño quien relató que fue expulsado de su unidad 
educativa, razón por cual no continuó su formación académica. En la verbalización, el niño 
reportó que de forma constante se escapaba de su hogar para pasar a dormir en la calle, 
en la casa de un perro, luego trabajar como voceador de minibús y con la ganancia ir a 
un café internet para jugar y comer. Si bien no fue posible determinar las razones por las 
cuales decidió escapar de su hogar o no asistir a su unidad educativa, llama la atención que 
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la respuesta brindada por esta institución educativa haya sido su expulsión, antes que la 
activación de mecanismos de protección. 

Finalmente, es posible observar el caso de una joven de Cochabamba quien a sus 21 años 
reportó no haber alcanzado ningún nivel de escolaridad:

CBA1-M21: “Yo nunca he ido a la escuela, porque mis papás no han querido. Ya luego 
han fallecido y ya no, nada”.

Este relato muestra cómo algunos NNASC sufren una exclusión educativa debido a la negligencia 
o falta de un tutor legal que promueva dicha inscripción. En este caso particular, por maltratos 
recibidos por sus hermanos, CBA1-M21 ingresó a un centro de acogimiento hasta sus 15 años y 
allí reportó no haber entrado jamás a una unidad educativa. Indicó que escapó del lugar porque 
“le he visto a mis sobrinitas sufrir, así que me he escapado” (CBA1-M21), retornando de esta 
manera al hogar de sus hermanos donde sufrió nuevos episodios de violencia. 

Los relatos de la joven, como de otros NNASC, se identificó a quienes nacieron en situación 
de calle como es el caso de una adolescente de 13 años en Santa Cruz, quien reportó haber 
vivido en esas condiciones toda su vida y jamás haber ingresado a una unidad educativa. Esta 
situación refleja los límites y dificultades del Estado y de las instancias de protección para poder 
garantizar el derecho a la educación y una protección integral a NNASC, ante la ausencia o 
falencia de distintas instancias desde las cuales se pudiera identificar a esta población y trabajar 
en una restitución de sus derechos.

b)	 Dificultad en la nivelación académica

Otro factor observado que provoca la salida de NNASC del sistema educativo se encontró en 
la falta de programas de nivelación o mecanismos que mitiguen el rezago escolar y al haber 
asistido de forma intermitente en una unidad educativa entre otros factores que afectaron su 
rendimiento, generó una brecha académica respecto a sus compañeros de su edad. Esto implicó 
en algunos casos una intención de abandonar los esfuerzos de continuar el colegio, como se 
observa en el relato de una joven de 18 años de la ciudad de La Paz:

LPZ3-M18: “Estaba en el cole, pero ya no estamos yendo (ella y su amiga) porque no 
sabemos… es mucha cosa. Además, lo malo es que el Marcelo y la Claudia7 cuando 
venden no consiguen, a veces no consiguen rápido y tienen que seguir vendiendo. Es 
difícil conseguir para ellos, para su alojamiento.

La intención de abandono al sistema educativo, también se refleja en la siguiente 
conversación entre un adolescente de 12 años y su tío, quien lo alojó en su casa:

CBA3-H13: “No estoy estudiando desde el año pasado (...) Me he salido a medio año”.

CBA3-H27: “A sexto ha llegado”.

CBA3-H13: “No quería seguir ya”.

CBA3-H27: “Es la huevada. Hay veces que hay materias que no entiendes, ya te 
aburres. 

7	  Se alteraron los nombres para preservar la identidad
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Además, no había quien ayude igual. No había quien le ayude con sus tareas igual”. 

En algunos relatos se observa cómo la decisión referente a no retornar al sistema 
educativo está vinculada al rezago pedagógico. En uno de ellos, una joven de 18 años 
percibió las exigencias del colegio como “mucha cosa”, debido a que sólo alcanzó a cuarto 
de primaria en el CEMA. En otro, un adolescente de 12 presentó una frustración debido 
a no comprender los contenidos curriculares, situación agravada por las limitaciones 
económicas de su tío, quien esta situación de calle y no cursó el colegio, y, por lo tanto, 
no se considera en las capacidades de poder brindarle apoyo en el área.

3.4.	  Relación con el derecho a la salud

A partir del diálogo y conversaciones sostenidas con distintos NNASC de La Paz, El Alto, 
Cochabamba y Santa Cruz se pudo identificar algunos hitos y experiencias específicas en relación 
a la atención en salud y los Centros de Salud. Mientras que algunas experiencias narraron una 
atención precisa y un apoyo a la persona, otras experiencias mostraron las falencias y límites del 
sistema de salud a la hora de garantizar el acceso a sus derechos.

Por ejemplo, en el caso del Hospital Municipal de Cochabamba se identificó una percepción 
positiva por parte de algunos/as NNASC consultados, quienes, a pesar de su situacionalidad, 
hicieron referencia a la posibilidad de recibir una buena atención si es que llegasen a presentar 
una emergencia de salud. Cuando se les consultó sobre este tema algunos NNASC refirieron 
lo siguiente: 

CBA1-M21: “A mi, cuando le han punteado a mi primo nove, al Elvis, lo hemos llevado 
al hospital Cochabamba y le han atendido normal. Con mi tía Gabi, su hermano y mi 
hermano más hemos ido”.

CBA1-H18: “Si, gratis ha ido, a mi hermano lo han operado ahí gratis”. 

CBA1-M21:  “Ajá, le dices, soy un chico de la calle y te atienden más rápido que a las 
personas normales, cuando les dices que eres de la calle. Ahí si son buena gente”. 

En este diálogo es posible observar una percepción positiva y atención inmediata por parte del 
citado hospital municipal, el cual ante la mención del “ser chico de la calle” como refiere C1-M21, 
brinda una atención prioritaria. Sin embargo, es necesario resaltar en el discurso el siguiente 
aspecto: Al mencionar que “te atienden más rápido que a las personas normales”, es posible 
notar cómo se generó una diferenciación entre una persona en situación de calle y el resto de 
la población a quienes consideró normales. Esta representación de ella como un otro ajeno al 
conjunto social, más allá de ser una simple verbalización puede implicar una sensación de no 
pertenecer al grupo al cual algunos servicios se encuentran dirigidos, como en este caso, el 
servicio de atención en salud.

En las entrevistas con muchos NNA consultados, se pudo observar que la relación con los centros 
de salud y con la atención médica inicia generalmente a partir de la coordinación o gestión de 
una Organización No Gubernamental u otra instancia privada que provee un servicio de salud 
o promueve un contacto, referencia y acompañamiento a los servicios de salud municipales. 
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En la mayor parte de los casos consultados, a la hora de hablar de una atención médica, las y 
los NNASC hicieron referencia a una atención ambulatoria por parte de una institución privada, 
o al acompañamiento o viabilización de la atención por parte de dichas instituciones. Esta 
interrelación parece ser fundamental para promover el acceso al derecho a la salud para NNASC; 
el primer contacto efectivo con un Centro de salud permitirá al NNASC retornar a dicho espacio, 
a pesar de no poseer una cédula de identidad o el carnet del SUS como señala C1-M21 en la 
plática anterior, o como se puede observar en el siguiente diálogo que se sostuvo con un joven 
en El Alto. Al momento de la entrevista la joven tenía todo el brazo vendado, desde el hombro 
hasta la muñeca:

EA5-H18: “He ido (con el brazo severamente cortado) y me han dicho: ¿tu carnet?. Y 
yo he dicho no tengo va a disculpar, pero sabe que somos del MAYA paya8, y siempre 
venimos todos y de ahí ha dicho la señito, si le conozco a los jóvenes. Y si, le he dicho, 
señito no me puede curar estoy sangrando, estoy débil. De eso me ha dicho, no ahorita 
no, a ver te veremos, Me han visto y nops, estaba boca (herida abierta) y no, me han 
dicho que no te podemos atender, porque va a sangrar además como urgencia te tienen 
que atender te tenemos que costurar, y yo dije, ya entonces van a disculpar. (...) me han 
dicho te costuramos o vos decides, por mi te costuramos ahorita”.

En este fragmento se observa el relato de EA5-H18 quien luego de sufrir múltiples cortes 
por miembros de una pandilla con la cual tuvo conflictos en el pasado, se dirigió para una 
atención de emergencia al único Centro de Salud con el cual tuvo contacto previamente, 
quien, de la conversación posterior a la entrevista realizada, indicó que de tener la posibilidad 
no habría asistido a dicho centro de salud. En este caso específico, el contacto con los servicios 
de salud con la persona se dio a partir de la gestión de una institución privada, surgiendo así 
un contacto autónomo. 

Finalmente, a pesar de establecerse el contacto de NNASC y el centro médico para una atención 
médica, se advierten ciertas dificultades. Esta persona refirió que por temor a las agujas se negó 
a que el Centro de Salud le realice la costura de la herida, por lo cual la atención se limitó a que 
solo le “revisen” la herida, sin especificar si recibió tratamiento o que le hayan provisto de vendas 
o medicamentos para que él pueda solicitar atención en otro lugar. 

Como se observa en las siguientes verbalizaciones, la atención en salud a NNASC suele llevarse 
a cabo a partir de una atención ambulatoria por medio de instituciones privadas, ya sea por la 
falta de documentación o un rechazo/desconocimiento de cómo acceder a un centro de salud 
de forma independiente.

SCZ2-H16-2: “No, nunca necesité alguna vez (estar en un centro de salud) porque tenía 
dolor de oreja, pero me lo hicieron en El techo (Institución privada)”.

LPZ1-H17: “No en centro de salud, con una ambulancia que pasa del Arco Iris por 
aquí por la UMSA por la fuente por ahí, en ahí he acudido por motivo de mi pie que 
estaba hinchado, hasta ahorita sigue hinchado, me han dado unas pastillas, pero sigue 
hinchado. Ya es tiempo, así como un mes y sigue hinchado”.

LPZ1-M12: “Yo he ido al Arco Iris con 10 añitos, pero al dentista”.

8	  En conversación con educadores de dicha institución se informó que en el pasado acompañaron a esta persona a realizarse aten-
ciones médicas en el Centro de Salud al que hace referencia en su diálogo.
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Es menester resaltar que la atención en salud ambulatoria se limita a curaciones menores y no 
trata problemas severos o complicaciones médicas, atenciones que requieren de una atención 
especializada y su acceso exige la portación un documento de identidad y de forma adicional el 
SUS o un apoyo de una institución que permita cubrir los gastos médicos, lo cual representa, a 
pesar de existir una política de no discriminación, una dificultad adicional para el acceso a salud 
de esta población. Como menciona un educador entrevistado en la ciudad de La Paz:

LPZ-ED-1: “Es muy difícil gestionar el tema de salud cuando no tienen SUS, cuando si 
están inscritos al SUS es como con cualquier ser humano, le toca hacer la fila, sacar la 
ficha y demás cosas, no hay ningún cambio. El problema es cuando no lo tienen, porque 
nosotros como proyecto podemos pagar alguna atención médica básica en un centro 
de salud privado, pero, ¿qué pasa si tiene que ser internalizado? (...) qué hacemos con 
el SUS, porque para el SUS es carnet de identidad, factura de luz ¿qué hacemos cuando 
el chico o la chica no tiene la factura de luz? Como no tiene una vivienda fija, no paga 
alquiler, ¿cómo se puede solucionar? Ahí nos tenemos que inventar, buscar un familiar, 
ver que nos preste su factura. Es todo un lío”. 

Asimismo, durante el proceso de realización de entrevistas y grupos focales, se conversó con 
dos madres quienes se encontraban al cuidado de al menos 8 niños en cuartos precarios 
alquilados. Una de ellas refirió lo siguiente:

CBA4-M24: “Yo tengo mi carnet y mi SUS. De mis hijos no, por su documento (del padre) 
no estoy pudiendo sacar de este”. 

La entrevistada indicó que, a pesar de procurar obtener el SUS para sus hijos, no logró acceder 
al mismo, debido a que no tiene acceso a los documentos del progenitor quien se encuentra 
recluido en un centro penitenciario por intento de feminicidio, siendo la documentación del 
padre, requisito principal para la obtención de una cédula de identidad y certificado del SUS. 
Este escenario refleja severas limitaciones en el acceso a sus derechos de identidad y salud. 

Durante la entrevista, ambas entrevistadas informaron al educador que acompañó el proceso 
de recojo de información, sobre la delicada situación de salud de la madre de una de ellas. En 
este caso, la institución viabilizó la atención a la señora a un centro de salud, lo que fue posible 
gracias a que ella contaba con la fotocopia de la factura de luz del cuarto alquilado de su hija 
y fue provisto también por el dueño de casa. La fotocopia de este documento es uno de los 
requisitos para actualizar la información de la señora ante el SUS. De no haber contado con un 
cuarto alquilado para acceder a esta factura, la atención médica hubiera sido rechazada, lo cual 
representa nuevamente las limitaciones que poseen las y los NNASC para acceder a los servicios 
de salud. 

A pesar de existir una atención universal con énfasis en poblaciones en situación de vulnerabilidad 
y no discriminatoria, como informa el Ministerio de Salud, es necesario considerar las diferencias 
existentes en el acceso a los servicios de salud, donde las y los NNASC pueden verse severamente 
limitados, especialmente si no posee una relación directa con alguna institución privada que 
brinde apoyo a este grupo poblacional. Finalmente, se hace necesario resaltar que todos los 
casos presentados en este capítulo no son incluidos en un sistema de registro como atención a 
situación de calle, por lo que, a pesar de existir una atención a esta población, esta atención no 
es visibilizada.
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a)	 Consumo problemático de alcohol y otras drogas

El recojo de información cualitativa en los cuatro municipios evidenció una fuerte presencia 
del consumo de alcohol y otras drogas en la mayor parte de las y los NNASC entrevistados. 
Las evidencias son críticas en las ciudades de Santa Cruz, Cochabamba, La Paz y El Alto, en 
las dos últimas urbes se observó una principal referencia al consumo de alcohol y el ingreso a 
discotecas como espacios de consumo.

Esta problemática se constituye parte de las dinámicas principales de la vida en situación de 
calle, razón por la cual la mayoría de los programas identificados para el trabajo con NNASC 
corresponden al tratamiento de drogodependencia, como son, por ejemplo, el Programa 
COCHABAMBA y el área de SANTA CRUZ. Sin embargo, cabe aclarar que este consumo no 
parece surgir de forma azarosa o por una búsqueda específica de la sustancia, sino que parece 
responder a factores de protección o sobrevivencia que las y los NNASC identifican en la calle. 
A su vez, el consumo en muchos casos identificados en NNASC, parece haber iniciado al poco 
tiempo de la salida de un hogar o espacio de protección, tras involucrarse con sus pares o 
personas adultas en situación de calle. 

Un ejemplo de lo descrito se observa en las siguientes verbalizaciones correspondientes 
a adolescentes entrevistados en la ciudad de Santa Cruz, quienes reportaron lo siguiente:

SC2-H16: “A mí me enseñaron allá, en la (sector del mercado) mutualista a clefear. 
A los 8 (años), algo por ahí”.

SC2-H15: “A mí me invitaron al salir del colegio (drogas no especificadas) y como 
me gustó ya me salí”.

SCZ1-H17: “En la calle me invitaron clefa. Ese fue mi primer vicio, la clefa. A los 8, 
9 (años)”.

SC2-H16-2: “A mí, desde los 14 años me enseñaron a mí. Primero fumar marihuana, 
después la clefa, después los demás vicios, ya”.

En estas verbalizaciones es posible observar cómo en la ciudad de Santa Cruz muchos 
NNASC iniciaron su relación con la droga, la cual más adelante fue reportada por 
todos ellos como una problemática. Es posible observar que todas las verbalizaciones 
presentadas poseen tres aspectos en común: 1. El consumo problemático de la clefa; 
2. Una edad temprana desde la que inicia el consumo; y 3. Un inicio del consumo a partir de 
una invitación o enseñanza transmitida por otras personas. Estos aspectos, denotan algunas 
características correspondientes al consumo en esta urbe.

De igual manera, en la ciudad de Cochabamba fue posible observar esta problemática, a partir de 
verbalizaciones que denotaron problemáticas asociadas a una condición de drogodependencia, 
constituyéndose el consumo, en una necesidad y convirtiéndose a su vez, en una prioridad 
sobre otras necesidades básicas como, por ejemplo, la alimentación: 

CBA2-H22: “Siempre es la misma mierda. Esta vaina pues, uno hace plata para esto 
(muestra su clefa), para esto, no ganas nada”.

CBA1-M30: “Es una desesperación, que, si no tienes esa droga, puedes hasta robar, 
puedes hasta prostituirte. Yo he conocido hartos amigos que hacen eso”.
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CBA1-H20: “Caí mucho en esa droga (Clefa), pero he salido. Gracias a Dios he salido 
de esa droga, me consumía mucho. Me hacía gastar mucha plata, gastaba al día 200 
bolivianos, solo por esa droga”.

En la ciudad de El Alto se observó también un consumo problemático como se aprecia en los 
siguientes relatos:

EA-H17: “Todos son tomadores. Todos mis amigos toman, se drogan, no son amigos. 
Llaman para tomar nomás y otros incluso me dan la vuelta y eso no es amigo”.

EA1-M23: “Desde mis 8 años estaba en la calle. He andado con amigos, después me he 
metido clefa, de todo me he metido. No vivía, bueno me escapaba de mi casa yo, no 
vivía en casa, me escapaba. Llegaba me salía, llegaba me salía, después entre a vivir a 
alojamientos”.

Este consumo pareciera no ser tan frecuente, o en su defecto, tan visible como en otras ciudades, 
ya que el principal momento de consumo se produce en horarios de la noche. Esto debido a 
que, como expresa SCZ3-H16, el consumo le permite no sentir frío o hambre, por lo que al 
pernoctar en la vía pública se facilita el soportar los efectos adversos del clima, entre otros:

SCZ3-H16: “(…) porque hacía frío (en la noche) y la sustancia te hace pasar el frío. Te 
tuerce todo y ya no sentías el calor, el frío y ya no hay mucho control también”.

Otra razón, referida en dicha verbalización es que no existe mucho control, así como también, 
no hay muchas personas que puedan observarles de forma despectiva o negarles una ayuda 
debido a que se encontraban en situación de consumo.

SCZ3-H16-2: “En la mañana no hay mucho para consumir, porque la gente misma 
volvía, te reconocían y ya no te daban plata (…). Vos en la tarde consumías y la gente 
te veía, te reconocía y ya no te daba cuando pedías. Por eso mayormente en la noche 
consumíamos, ya no hay mucha gente, no hay mucha policía y gendarme”.

En las ciudades de La Paz y El Alto, se observó un fuerte consumo de alcohol, el cual responde 
tanto a una dinámica social, a una actividad realizada entre pares, como también a una dinámica 
de sobrevivencia en la situación de calle. Este consumo fue identificado en distintos NNASC, 
muchos refirieron de un consumo diario, ya sea en la calle, discotecas, vehículos o simplemente 
en espacios cerrados. 

LPZ3-M18: “Solo sabíamos tomar, pero tampoco se sacaba nada bueno de tomar. De 
eso yo sentía que no conseguíamos nada”. 

EA-H17:   “Incluso hay veces que algunos toman para olvidar todo el dolor, pero olvidan 
hasta su nombre, se olvidan todo, lo pierden todo por el alcohol. A veces despiertas al día 
siguiente y te ves todo sucio, sin un peso. Rompiéndote la cabeza queriendo comprarte 
una pinche pastilla. Sin tu imagen, tu dolor, tienes un hambre, sed, te sientes mal, te 
miras y dices uta que he hecho, porque he venido si en mi casa tenía plata, celular, techo, 
comida, todo había”.

EA-M18: “Feo es estar así sentada, estar en la calle sin comer, sin plata, ir a tomar cada 
día, no da”. 
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En las verbalizaciones se observa una percepción negativa del consumo continuo de drogas 
y alcohol, sin embargo, el mismo es realizado de forma cotidiana, pareciendo ser una de las 
principales actividades desde las cuales se genera el lazo social entre pares. 

b)	 Frecuencia en discotecas de La Paz y El Alto

Otro aspecto que parece necesario destacar, se encuentra en una asistencia constante de NNASC 
a discotecas que, pese a restricciones normativas, permiten el ingreso a menores de edad, 
registrándose estas experiencias en las verbalizaciones NNA desde los 12 años. Estas discotecas 
parecen responder a tres necesidades distintas que las y los NNASC pudieran llegar a tener: 
la primera, una necesidad de socialización entre pares; la segunda, una actividad económica 
a partir de dinámicas de hurto y robo de pertenencias a otras personas que asisten al lugar; y 
la tercera, una alternativa que les permite mantenerse en un espacio cálido y pasar la noche 
sin dormir para evitar exponerse a los distintos riesgos que pueden presentarse en la calle de 
noche, desde el frío hasta escenarios de violencia.

EA-M18-2:  “Su música es buena, puro jovencitos, nada de mayores, puro chibolitos (menores 
de edad), y la discoteca también es caliente, y te atienden bien”.

EA-M18: “(Un amigo) me ha enseñado a laburar (robar) en la discoteca, de ahí en eso yo 
tenía que aprender porque en algún momento, si o si, me iba a enojar y no iba a saber como 
ganar mi dinero (…) Si alguien se dormía en el sillón, nosotros nos acercábamos y si el celular 
estaba aquí o en su pecho digamos, si era chica era como si le estuviéramos coqueteando o 
fuera nuestra pareja o algo y teníamos que sacar y nos íbamos de la discoteca”.

LPZ3-M19: “Donde dormía… paraba en las discos, todos los días. Porque si no me saben 
decir mis amigas vámonos, toda la noche. Estábamos toda la noche, tomábamos y no 
dormíamos”.

EA1-M23: “Íbamos a las discotecas a tomar, más al Lovecity íbamos a tomar todo, ahora 
es más el Palladium. Desde los 12, después he encontrado a otros amigos, he empezado a 
andar con ellos”.

Todas las verbalizaciones señaladas hicieron referencia a dos discotecas en particular, 
refiriendo una asistencia constante a estos espacios. Cabe señalar que las cuatro 
adolescentes citadas mencionaron haber sido llevadas a la FELCC o al Retén policial como 
mínimo una vez a partir de redadas o controles policiales que fueron realizados en estas 
discotecas.

EA1-M18: “A mí, es la tercera vez que me cargan en el Palla (Palladium). El año 
pasado dos veces, este año una vez”.

c)	 Nuevas dinámicas de pernocte, alojamientos y café internet

A partir de la investigación realizada se constató que, en los últimos años, algunas dinámicas 
asociadas a la situación de calle experimentaron transformaciones. En la actualidad muchos NNA 
poseen un espacio de pernocte, el cual puede o no carecer de los servicios básicos. Asimismo, 
muchos otros logran mantener un vínculo familiar, aunque este sea de forma parcial o haga 
referencia a un progenitor que también se encuentra en situación de calle. 
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CBA-ED: “En el caso de Cochabamba, lo que hemos encontrado, casi como descubierto, 
son casas que han sido tomadas como cuartos en alquiler por grupos de poblaciones 
que estaban viviendo en situación de calle. Y a raíz de ese escape, de esa violencia, 
es que han ido y se han instalado, pagando alquileres obviamente. ¿Qué es lo que ha 
cambiado? Es el pernocte, el dónde pernocta. Ahora ya tienen un techo, pero su estilo 
de vida lo mantiene”. 

En las entrevistas realizadas en Cochabamba se hizo referencia a un fenómeno denominado 
Techo-calle, en respuesta a fuertes políticas municipales de control por parte de mecanismos 
como seguridad ciudadana que han provocado un retiro de algunos grupos y familias a 
espacios alquilados. En el acompañamiento al trabajo de educadores en Cochabamba se tomó 
conocimiento que si bien las familias salen del espacio de calle para obtener una solución 
habitacional, las condiciones de hacinamiento, la persistencia del consumo problemático y 
bajas condiciones de vivienda (falta de electricidad, baño, etcétera) reproducen las dinámicas 
propias de la calle, pero la problemática queda invisibilizada al no estar en el espacio público 
(CBA-Diario de campo).  De esta manera, la vulneración estructural de derechos se mantiene, 
pero ahora bajo techo.

En La Paz, El Alto y Santa Cruz se observó cómo NNASC identifican alternativas habitacionales 
que en otrora no se encontraban disponibles o eran inaccesibles, entre ellas: los café internet, 
alojamientos y discotecas. 

SCZ-EDU: “También hay otra opción ahora. Por ejemplo, los chicos, incluso el otro día 
que estábamos viendo el internet, los chicos acceden a las redes sociales y se dan cuenta 
que lo último, lo último es llegar al canal, digamos. Y los de Los Pozos, por ejemplo, hay 
varios menores que no duermen en la calle, pero viven en alojamiento, se hacen amigos 
de los más grandes y viven en alojamientos y empiezan así”. 

EA-M18: “Casi nos quedábamos amanecida en las discotecas hasta las 3, 4, de ahí 
sabíamos caminar hasta que amanezca. (...) luego en el internet hay ratos nos dormíamos, 
cuando podíamos, porque el señor también nos reñía”. 

Los alojamientos parecen hacerse parte de la dinámica en situación de calle, siendo un objetivo 
diario la generación de recursos económicos para poder pagar el precio del alojamiento, la 
alimentación diaria y/o bebidas alcohólicas u otras drogas en caso de un consumo problemático.

También llama la atención el uso constante de cafés internets como espacios de pernocte, 
que en muchas ocasiones las y los NNASC identificaron que fueron adaptados para poder 
responder a sus dinámicas y son visitados diariamente por muchos NNASC de distintas edades. 
Pasar el día o la noche en estos espacios, en La Paz es denominado como “amanecida” y en 
Santa Cruz es “Lechuseada”, ambos identificados como una mejor alternativa a pasar la noche 
en la calle. Un ejemplo de ello puede verse en las siguientes verbalizaciones que formaron 
parte de una conversación entre tres NNASC de Santa Cruz que se encuentran actualmente 
en una casa de acogida:	

SCZ3-H14: “Cuando llueve yo siempre me iba a lechusear (ir al internet, todo el día 
hasta amanecer)”. 
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SCZ3-H16: “Toda la noche, toda la noche se podía hacer igual, hasta las 7 de la 
mañana o quizás también se puede estar calientito, para que no paremos en la 
calle lloviendo”.

SCZ3-H14: “Si, pero es que no siempre hay la plata”

SCZ3-H16: “La noche, una noche no pasa de los 25, así, 20, 25, dependiendo del 
casero donde estás también”.

SCZ3-H15-2: “Uno se compraba pollo y se pasaba al internet y mientras se comía 
se pasaba al internet a jugar”.

SCZ3-H16: “Yo me iba al internet a comer pollo, me iba al internet y de ahí hasta 
las 11 estaba en el internet, y de ahí me iba a dormir. Todos los días hacía eso 
cuando estaba (en calle)”.

En esta conversación se observa cómo los tres NNASC identificaron el café internet 
como una alternativa viable a la calle, espacio que les permitió reducir su exposición a 
algunos riesgos como el frío y con ello el riesgo de neumonía u otros peligros en su salud, 
asociados a pasar las noches en la calle. Asimismo, se observó, cómo este espacio les 
facilita el acceso a un desayuno, almuerzo o cena.

EA-H12: “Me levanto temprano y voy directo a ambular9 todo. Entonces gano 
como 50, de ahí me voy al internet hasta que se haga de día. (...) (Almuerzo) solo 
ajinomen, y me sirvo un fresco. Luego me sirvo galletas, luego me compro. que 
más, un café y listo”. 

La verbalización correspondiente a un adolescente de El Alto y muestra como esta 
dinámica también se encuentra presente en este municipio. En La Paz y El Alto se observó 
a NNASC de distintas edades que hacen uso del café internet, donde interactúan en 
plataformas de redes sociales y otras plataformas digitales. 

De esta manera, se observa que, para muchos NNASC, el café internet forma parte de 
una rutina diaria y de forma similar al consumo de droga (como se observó en el capítulo 
5.4.6.1. Consumo problemático de alcohol y otras drogas), siendo estas dos dinámicas 
(café internet y droga) los dos principales aspectos a los cuales algunos NNASC parecen 
destinar el dinero que obtienen a lo largo del día: 

SC1-H17: 11 “Yo me levanto, voy para la mutualista, empiezo a machetear comida, 
o sea, a pedir comida. Hago para mi internet, me voy al internet, después vengo y 
hago para mi droga”.

SC2-H15: “Me despierto, voy a buscar mi desayuno, de ahí hago mi quinto para ir 
un rato al internet, termino el internet hasta que sea las 12. Hago para mi comida, 
de ahí me voy a comprar y de ahí haga para mi droga”.

EA-H11: “Se levantarme a las cuatro, a veces a las siete y de ahí una media hora. Me 
sé pedir (en el café internet) hasta las siete y treinta. De ahí agarro y voy a vender. 
Y ya al medio día ya acabo, y a las 12 me voy a ir al internet a jugar”. 

9	  Con ambular se hace referencia a trabajar de voceador en un minibús, actividad que realiza en rutas a la Ceja.
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Finalmente, se tiene la verbalización de un adolescente de 13 años de la ciudad de La Paz, 
al que, a la hora de preguntarle qué significa la calle para él, comentó:

LPZ1-H13: “Molestar viejitos10, ir caminando, ir a internet, vender y de ahí ya me 
voy a mi casa”.

Este relato llama la atención porque relación de forma directa la experiencia de vivir en 
la calle con el uso del internet. La verbalización demuestra un fuerte vínculo (para esta 
persona) entre el encontrarse en situación de calle y el acceso al internet.

10	  Término utilizado en referencia a molestar a adultos mayores que se encuentran en situación de calle.
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1.	 Análisis

El presente capítulo analiza los hallazgos obtenidos a partir del contraste entre la 
información institucional recabada mediante requerimientos de informe escrito, la 
evidencia cualitativa obtenida en entrevistas, grupos focales y diarios de campo, y el 
marco normativo nacional e internacional aplicable a la protección integral de niñas, 
niños y adolescentes en situación de calle. Bajo este enfoque, el análisis trasciende 
la mera descripción sobre la existencia o ausencia de programas, proyectos, servicios 
o acciones estatales, orientándose a determinar cómo las omisiones, insuficiencias y 
respuestas fragmentadas del Estado, en sus distintos niveles, inciden en la vulneración 
de derechos humanos de NNASC. En concordancia con la estructura metodológica de los 
IID, este acápite relaciona los hechos relevados con las obligaciones estatales de respetar, 
proteger y garantizar derechos, a fin de identificar incumplimientos, responsabilidades 
institucionales y sus efectos concretos sobre esta población.

La investigación permitió evidenciar que la situación de calle no constituye únicamente 
una condición de pobreza o exclusión social, sino una expresión compleja de desprotección 
estructural, caracterizada por la concurrencia de múltiples vulneraciones de derechos 
y por respuestas estatales insuficientes, desarticuladas o inexistentes. La ausencia de 
políticas públicas específicas, la débil articulación interinstitucional, la falta de registros 
diferenciados, la insuficiencia de servicios especializados y la persistencia de prácticas 
institucionales revictimizantes configuran un escenario en el que el Estado no cumple de 
manera integral con su deber reforzado de protección hacia niñas, niños y adolescentes 
en situación de calle.

Bajo esta lógica, el presente capítulo se estructura en cuatro bloques: i) Incumplimiento 
y omisión de obligaciones en el marco del derecho a la protección y a la familia; ii) 
Incumplimiento y omisión de obligaciones en relación con el derecho a la identidad; 
iii) Incumplimiento y omisión de obligaciones en relación con el derecho a la salud 
y los derechos sexuales y derechos reproductivos; y iv) Incumplimiento y omisión 
de obligaciones en el desarrollo de facilidades para garantizar proyectos de vida y 
oportunidades de desarrollo a niñas, niños y adolescentes en situación de calle.
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1.1.	  Vulneración del derecho a la protección y a la familia

El derecho a la protección de niñas, niños y adolescentes impone al Estado la obligación 
de respetar, proteger y garantizar sus derechos, particularmente cuando se encuentran 
expuestos a situaciones de violencia, negligencia, abandono, explotación o exclusión 
social. En esa línea, el artículo 15 de la Constitución Política del Estado establece que 
“toda persona tiene derecho a la vida y a la integridad física, psicológica y sexual”, y que 
nadie puede ser sometido a tratos crueles, inhumanos, degradantes o humillantes. A su 
vez, el artículo 59 dispone que toda niña, niño y adolescente tiene derecho a su desarrollo 
integral y a crecer en el seno de su familia de origen o, cuando ello no sea posible, en un 
entorno que garantice su protección, cuidado y dignidad.

En el mismo sentido, el Código Niña, Niño y Adolescente reconoce que el deber estatal 
de protección se intensifica frente a niñas, niños y adolescentes en situación de calle. Así, 
el artículo 166.IV.a) los define como quienes se desvincularon total o parcialmente de su 
familia y adoptaron la calle como espacio de hábitat, vivienda, pernocte, socialización 
y sobrevivencia; además, dispone que el Estado debe “privilegiar programas para la 
atención de niñas, niños y adolescentes en situación de calle”. Esta previsión normativa 
no se agota en una declaración programática, exige medidas concretas de prevención, 
atención, restitución de derechos y articulación interinstitucional.

Desde el enfoque internacional de derechos humanos, el Comité de los Derechos del 
Niño señaló que la respuesta estatal frente a niñas, niños y adolescentes en situación 
de calle debe basarse en estrategias integrales, sostenidas y con enfoque de derechos, 
evitando respuestas incompletas, asistencialistas o represivas (Comité de los Derechos 
del Niño, 2017, párrafos. 7, 13 y 53). Bajo ese marco, la presente investigación evidencia 
que, pese al reconocimiento normativo existente, la respuesta estatal, en Bolivia continúa 
siendo insuficiente, parcial y débilmente articulada.

En efecto, la información relevada muestra ausencia de lineamientos nacionales claros, 
escasa implementación de programas especializados en los niveles subnacionales, 
debilidad en la articulación interinstitucional, insuficiente protocolización de la 
intervención y persistencia de vacíos de registro. En términos de derechos humanos, 
ello no constituye únicamente una falencia administrativa, sino una omisión estatal que 
debilita la capacidad pública de prevenir la situación de calle, interrumpir trayectorias de 
vulneración y restituir derechos de manera efectiva. Esta insuficiencia institucional expone 
a niñas, niños y adolescentes a permanencias prolongadas en calle, a desvinculación 
familiar no abordada adecuadamente y a la continuidad de escenarios de desprotección.

a)	 Ausencia de lineamientos, planes y políticas públicas específicas para 
la atención de NNASC

Una de las principales omisiones identificadas en la investigación es la ausencia de 
una política pública integral, específica y sostenida para la prevención, abordaje y 
atención de niñas, niños y adolescentes en situación de calle. Esta omisión compromete 
prioritariamente al nivel central del Estado, dado que es allí donde radica la responsabilidad 
de ejercer rectoría, formular lineamientos nacionales, establecer estándares mínimos de 
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actuación y articular el funcionamiento del Sistema Plurinacional de Protección Integral 
de la Niña, Niño y Adolescente.

El Código Niña, Niño y Adolescente, en sus artículos 159 a 164, establece la estructura del 
Sistema Plurinacional de Protección Integral de la Niña, Niño y Adolescente y dispone que 
éste debe articular órganos, instancias, instituciones, entidades y servicios para garantizar 
el pleno ejercicio de derechos. Asimismo, la Disposición Transitoria Décimo Primera 
impuso al Estado la obligación de diseñar e implementar una política pública específica 
para niñas, niños y adolescentes en situación de calle. En consecuencia, la inexistencia de 
una política nacional en esta materia no puede ser entendida como una simple ausencia 
de planificación: constituye el incumplimiento de un mandato legal expreso.

En la información relevada, el entonces Ministerio de Justicia y Transparencia Institucional 
no reportó la existencia de una política nacional específica, vigente y sostenida dirigida a 
NNASC. La respuesta institucional se limitó a mencionar acciones de monitoreo realizadas 
en gestiones anteriores respecto a centros o programas subnacionales, sin que ello se 
tradujera en lineamientos nacionales, metas, estándares de atención o instrumentos 
de articulación interinstitucional. Del mismo modo, en el Plan Estratégico Institucional 
2021-2025 del entonces MJTI, no se identificaron resultados específicos dirigidos a 
esta población, ni una incorporación expresa de esta problemática en los principales 
instrumentos multisectoriales revisados.

Esta omisión resulta particularmente preocupante, porque NNASC constituye una 
población en situación de vulnerabilidad reforzada, cuya atención exige una respuesta 
estatal especializada y coordinada. La ausencia de una política pública específica impide 
la planificación adecuada de recursos y servicios, debilita la capacidad de respuesta de los 
niveles departamental y municipal, y contribuye a que la problemática continúe siendo 
abordada de manera reactiva y desigual.

Desde una perspectiva de derechos humanos, ello repercute directamente en la 
efectividad del derecho a la protección. Cuando el nivel central no define lineamientos ni 
prioridades específicas, los gobiernos subnacionales quedan sin parámetros claros sobre 
qué programas implementar, qué estándares mínimos garantizar, cómo coordinar entre sí 
y cómo evaluar resultados. Como advirtió el Comité de los Derechos del Niño, la falta de 
estrategias nacionales y de datos adecuados vuelve invisibles a los niños en situación de 
calle y favorece respuestas puntuales o de corto plazo, en lugar de políticas estructurales 
y sostenidas (Comité de los Derechos del Niño, 2017, párr. 7).

Esta insuficiencia en la respuesta estatal también debe ser valorada a la luz de los estándares 
internacionales recientemente dirigidos al Estado boliviano. En sus Observaciones finales 
sobre los informes periódicos quinto y sexto combinado de Bolivia, el Comité de los 
Derechos del Niño recomendó expresamente que el Estado “refuerce las políticas integrales 
de protección de los niños en situación de calle” (Comité de los Derechos del Niño, 2023, 
párr. 45.a). Esta recomendación no tiene un carácter meramente orientador en términos 
políticos, sino que constituye un parámetro concreto de evaluación del cumplimiento de 
las obligaciones estatales derivadas de la Convención sobre los Derechos del Niño. En 
consecuencia, la ausencia de una política pública específica, la débil rectoría institucional 
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y la falta de lineamientos nacionales suficientemente claros permiten establecer que el 
Estado boliviano no ha dado cumplimiento a una obligación que, además de encontrarse 
prevista en la normativa nacional, ha sido reafirmada de manera expresa por el órgano 
de tratado.

A ello se suma que, la investigación no evidenció que el sistema nacional de información 
de niñez y adolescencia estuviera produciendo información específica y funcional 
sobre NNASC. Esa carencia limita la posibilidad de dimensionar el problema, orientar 
decisiones públicas y hacer seguimiento efectivo a las medidas de protección. Por ello, 
el incumplimiento del nivel central no solo se refleja en la ausencia de una política 
específica, sino también en la falta de instrumentos de información y seguimiento que 
permitan visibilizar la problemática y orientar respuestas integrales.

b)	 Falta de programas, servicios y mecanismos especializados de 
protección integral en el nivel departamental y municipal

La ausencia de rectoría y lineamientos nacionales se proyecta de forma directa sobre la 
respuesta subnacional. En el nivel departamental, el artículo 183 del Código Niña, Niño 
y Adolescente asigna a las instancias técnicas departamentales la responsabilidad de 
diseñar e implementar centros y programas de atención para niñas, niños y adolescentes 
en situación de calle. Sin embargo, la investigación mostró que la mayoría de los Gobiernos 
Autónomos Departamentales consultados no dieron total cumplimiento a esa obligación.

De los nueve GAD consultados, únicamente Cochabamba y Santa Cruz reportaron 
contar con programas vinculados específicamente a NNASC. En contraste, con el resto 
de los departamentos, se identificaron centros de acogida generales, acciones aisladas, 
reuniones o mecanismos parciales de coordinación, pero no de carácter especializado, 
sostenido y suficiente de prevención, abordaje, atención y restitución de derechos 
dirigida específicamente a esta población. En algunos casos, como en el GAD de La Paz, 
la información proporcionada no permitió identificar con claridad la existencia de un 
programa departamental específico; en otros, como Oruro y Potosí, la respuesta evidenció 
acciones limitadas, no especializadas o hasta insuficientes.

Esta situación es jurídicamente relevante, porque la obligación legal departamental 
no consiste en realizar acciones aisladas o indirectas, sino en desarrollar respuestas 
especializadas y sostenidas acordes con la complejidad de la situación de calle. Por ello, 
la ausencia de programas específicos en la mayoría de los departamentos no puede ser 
leída solo como una limitación operativa o presupuestaria, sino como una expresión de 
incumplimiento de obligaciones de protección especial.

En el nivel municipal, la situación es igualmente preocupante. De los 10 Gobiernos 
Autónomos Municipales consultados, solo Cochabamba, Sucre y Tarija reportaron 
un programa, proyecto o servicio activo vinculado a NNASC o a acciones preventivas 
directamente relacionadas con esta problemática. En contraste, otros municipios, como 
La Paz, El Alto y Santa Cruz, indicaron que la atención a esta población se realiza a través 
de programas no especializados o mediante acciones de coordinación con organizaciones 
de la sociedad civil; pero no a través de programas municipales establecidos y sostenidos.
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En el caso del GAM de La Paz, la institución no proporcionó información sobre programas, 
protocolos o mecanismos de intervención relacionados con NNASC, lo que constituye una 
omisión de respuesta relevante para el análisis. En el GAM de El Alto se reportó que existió 
un programa que atendía a NNASC hasta la gestión 2023; pero desde la gestión 2024 la 
atención se concentra en personas adultas en situación de calle. En el GAM de Santa Cruz 
de la Sierra, la intervención respecto a NNASC se realiza bajo el criterio técnico de “riesgo 
social”, sin la identificación de un programa municipal específico para esta población.

Desde el enfoque de derechos humanos, esta insuficiencia de programas y mecanismos 
especializados vulnera el derecho a la protección especial de NNASC y limita seriamente 
su acceso a procesos reales de restitución de derechos. Cuando el gobierno subnacional 
no cuenta con programas específicos, equipos especializados ni respuestas sostenidas, la 
atención se reduce a acciones episódicas y reactivas que no modifican estructuralmente 
la situación de desprotección. De este modo, la respuesta pública deja de operar como 
garantía efectiva y se convierte en una intervención contingente, dependiente de 
circunstancias locales, de la voluntad institucional o de la actuación de terceros.

c)	 Débil articulación interinstitucional, ausencia de protocolos y vacíos 
de registro estatal sobre NNASC

La insuficiencia de programas se agrava por tres déficits estructurales que atraviesan el 
sistema de protección: la débil articulación interinstitucional, la ausencia de protocolos 
específicos de intervención y los vacíos persistentes de registro estatal sobre NNASC. Estos 
tres componentes son indispensables para una respuesta estatal eficaz; sin embargo, la 
investigación evidenció que, en la práctica, operan de manera desigual o inexistente.

En materia de articulación interinstitucional, tanto gobiernos departamentales como 
municipales reportaron en algunos casos reuniones, redes o mesas de trabajo relacionadas 
con la temática. Entre ellos, el GAM de Cochabamba informó la realización de mesas de 
trabajo interinstitucionales; el GAM de Sucre mencionó coordinación con organizaciones 
de la sociedad civil; el GAD de Cochabamba identificó espacios de articulación entre 
distintas instancias departamentales; y el GAD de Santa Cruz reportó esfuerzos de 
coordinación mediante mesas de trabajo. Por su parte, el GAM de El Alto señaló acciones 
de coordinación con la Policía y con algunas fundaciones. No obstante, estos espacios no 
siempre se traducen en rutas formales de intervención, corresponsabilidad efectiva entre 
instituciones, mecanismos de seguimiento o continuidad de atención.

La debilidad de esta articulación tiene consecuencias directas, porque cuando no existen 
rutas claras de derivación y acompañamiento entre salud, educación, Defensorías de la 
Niñez y Adolescencia, registro civil, policía y otras instancias competentes, la atención 
depende excesivamente de la voluntad de servidores públicos o de la intervención de la 
sociedad civil organizada y fundaciones. La investigación mostró precisamente que varias 
restituciones de derechos fueron viabilizadas gracias a la mediación de educadores de 
calle, organizaciones no gubernamentales o entidades privadas, lo que pone en evidencia 
una insuficiencia del sistema público y una delegación de funciones de protección que 
deberían ser asumidas directamente por el Estado.
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A ello, se suma la ausencia de protocolos específicos de intervención. En el nivel 
departamental, solo los GAD de Cochabamba y Santa Cruz reportaron la utilización de 
protocolos para la atención de NNASC. En cambio, en los GAD de La Paz, Oruro y Chuquisaca 
no reportaron protocolos específicos y tampoco acreditaron instrumentos formales de 
actuación diferenciada. En el nivel municipal, únicamente el GAM de Cochabamba reportó 
el uso de protocolos específicos para la atención de esta población, por el contrario, GAM 
de El Alto y Santa Cruz de la Sierra no reportaron protocolos diferenciados, mientras 
que el GAM de La Paz no proporcionó información. Esta ausencia de protocolos genera 
discrecionalidad, respuestas desiguales y falta de continuidad institucional, favoreciendo 
intervenciones asistemáticas y alejadas del enfoque de protección integral.

Por otra parte, uno de los principales déficits estructurales identificados, es la falta de 
registros adecuados sobre NNASC, lo que impide conocer con precisión cuántos niños, 
niñas y adolescentes en situación de calle están siendo atendidos, qué derechos están 
siendo vulnerados, qué intervenciones reciben y cuáles son los resultados de esas 
intervenciones. La Observación General N.° 21 del Comité de los Derechos del Niño 
(2017) alerta que la invisibilidad estadística no es neutra, sino que limita la formulación 
de políticas, impide el monitoreo de la cobertura y debilita la posibilidad de diseñar 
respuestas basadas en evidencia (Comité de los Derechos del Niño, 2017, párr. 7).

La persistencia de estos vacíos de articulación, protocolos y registro resulta todavía más 
preocupante si se considera que el Comité de los Derechos del Niño, en sus Observaciones 
finales de 2023 al Estado boliviano, no solo recomendó reforzar las políticas integrales de 
protección de niños en situación de calle, sino también actualizar los datos nacionales, 
aplicar y evaluar el Modelo Nacional de Prevención y Atención Integral e Intersectorial y 
garantizar accesibilidad a servicios de protección, atención psicosocial y apoyo jurídico 
gratuito (Comité de los Derechos del Niño, 2023, párr. 45). En ese marco, la inexistencia o 
debilidad de mecanismos estatales de registro, seguimiento y articulación no constituye 
únicamente una falencia organizativa, sino una evidencia de incumplimiento de 
estándares internacionales recientes y específicos dirigidos al Estado boliviano respecto 
de ésta población.

En el ámbito de salud, el Ministerio de Salud y Deportes, junto con los Servicios 
Departamentales de Salud (SEDES), no reportaron información desagregada sobre 
NNASC, lo que hace imposible evaluar el alcance de la atención de esta población en 
el Sistema Único de Salud (SUS). El artículo 19 de la Ley N.° 548 establece que, el Estado 
debe asegurar el acceso a la salud de las niñas, niños y adolescentes y de forma específica 
para NNASC el artículo 28.2 señala que deberán contar con un programa de detección 
de infecciones y tratamiento gratuito; sin embargo, la falta de estos datos desagregados 
muestra el incumplimiento a esta obligación legal. 

De acuerdo con el informe del SEDES de Santa Cruz, está institución no cuenta con un 
registro diferenciado para NNASC en su sistema de información, lo que limita su capacidad 
para realizar un seguimiento adecuado de las necesidades de salud de esta población y 
garantizar una atención integral.
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Ya en el ámbito educativo, el Ministerio de Educación no posee una categoría específica 
para NNASC dentro de su sistema educativo, como se evidenció en su respuesta, 
justificando que no se contempla una categoría específica en el Sistema de Información 
Educativa para “estudiantes en situación de calle”, ya que esta situación se considera una 
problemática estructural que requiere una intervención articulada entre distintos niveles 
del Estado y diversos sectores de la sociedad. El artículo 16 de la Ley N.° 548 establece que 
el Estado debe garantizar la igualdad de oportunidades en el acceso a la educación para 
todos los niños y adolescentes, lo que incluye a aquellos que se encuentran en situación 
de calle. 

La falta de categorización dificulta el seguimiento y la integración de los NNASC al sistema 
educativo, ya que no se registran de manera diferenciada, y las intervenciones que se hacen 
son genéricas, sin un enfoque especializado. El artículo 28 de la Convención sobre los Derechos 
del Niño refuerza el derecho de todos los niños y niñas a recibir educación de calidad, sin 
discriminación ni exclusión, siendo el Estado el que debe adoptar medidas para fomentar la 
asistencia regular a las escuelas y reducir las tasas de deserción escolar.

Por otro lado, el SEGIP y los SERECI tampoco reportaron un sistema adecuado para identificar 
a NNASC, lo que genera que los niños, niñas y adolescentes en situación de calle tengan 
dificultades para acceder a documentación personal básica, como la cédula de identidad o el 
registro civil. El artículo 59. IV de la CPE establece: “Toda niña, niño y adolescente tiene derecho 
a la identidad y la filiación respecto a sus progenitores”, y este derecho incluye el derecho a 
tener una nacionalidad y un nombre. Sin embargo, la falta de acceso a la documentación para 
la población de NNASC perpetúa su exclusión social y dificulta acceder a servicios básicos que 
dependen de la formalidad jurídica, como educación, salud y protección social. 

En su respuesta, el SERECI indicó que no existen mecanismos diferenciados para atender a 
NNASC y que su sistema de registros no contempla una categoría exclusiva para este grupo 
vulnerable. El SEGIP también reconoció la falta de registros diferenciados, lo que impide que 
los NNASC puedan acreditar su identidad y, por ende, ejercer plenamente otros derechos 
fundamentales.

Estas omisiones deben ser leídas a la luz del marco normativo nacional. El artículo 166 del 
Código Niña, Niño y Adolescente obliga al Estado a privilegiar programas y medidas de 
protección para niñas, niños y adolescentes en situación de calle; y el artículo 60 de nuestra 
norma Suprema exige que, el interés superior de la niñez oriente prioritariamente la actuación 
estatal. Sin embargo, un sistema que no coordina adecuadamente, no cuenta con protocolos 
de intervención y no registra de forma diferenciada a la población que debe proteger, 
incumple materialmente esa obligación de protección reforzada.

En consecuencia, la débil articulación interinstitucional, la ausencia de protocolos y los 
vacíos de registro constituyen omisiones estatales que agravan la vulneración del derecho 
a la protección integral de NNASC. No se trata únicamente de problemas de gestión o de 
organización interna, sino de deficiencias estructurales que debilitan la capacidad del Estado 
para prevenir la permanencia en calle, activar respuestas oportunas y restituir derechos de 
manera integral y sostenida.
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1.2.	  Vulneración del derecho a la identidad

El derecho a la identidad constituye un derecho humano fundamental y habilitante para el 
ejercicio de otras prerrogativas. No se reduce al nombre o a la existencia de un documento, 
sino que comprende el reconocimiento jurídico de la persona ante el Estado, la posibilidad 
de acreditar su existencia, su filiación y su nacionalidad, así como el acceso efectivo a los 
servicios y mecanismos de protección que dependen de dicha identificación. En el caso de 
NNA, este derecho adquiere una intensidad reforzada, porque de su garantía dependen 
el acceso a salud, educación, protección integral y justicia, entre otros ámbitos esenciales 
para su pleno desarrollo.

La CPE reconoce en su artículo 59.IV, que “toda niña, niño y adolescente tiene derecho a 
la identidad y la filiación respecto a sus progenitores”. En concordancia con ello, el Código 
Niña, Niño y Adolescente, en su artículo 114, dispone que “el Estado debe garantizar la 
inscripción oportuna del nacimiento y la identidad de niñas, niños y adolescentes”; este 
mandato no es meramente declarativo: obliga a las instituciones estatales competentes 
a adoptar mecanismos accesibles, oportunos y adecuados para que ninguna niña, niño o 
adolescente quede excluido del reconocimiento formal de su existencia jurídica. 

Por su parte, los artículos 7 y 8 de la Convención sobre los Derechos del Niño establecen 
que, “el niño será inscrito inmediatamente después de su nacimiento y tendrá derecho 
desde que nace a un nombre, a adquirir una nacionalidad y a preservar su identidad” y 
desde esa perspectiva, la garantía del derecho a la identidad exige no solo la existencia 
de normas, sino también procedimientos que puedan ser efectivamente activados por 
poblaciones en situación de alta vulnerabilidad.

En el caso de NNASC, la investigación evidenció que la falta de documentación personal 
y las barreras para acceder a ella no constituyen un problema aislado o secundario, sino 
una manifestación concreta de exclusión institucional. Los hallazgos muestran que el 
acceso a certificados de nacimiento y cédulas de identidad continúa dependiendo –en 
numerosos casos– de la intervención de entidades externas, del apoyo de fundaciones y 
organizaciones de la sociedad civil o de la tramitación de estos documentos de educadores 
de calle, lo que revela una respuesta estatal insuficiente para garantizar de manera directa 
y sostenida este derecho. En consecuencia, la afectación al derecho a la identidad no solo 
limita el reconocimiento jurídico de NNASC, sino que condiciona o dificulta el ejercicio de 
otros derechos fundamentales.

a)	 Barreras normativas, administrativas e institucionales en el acceso al 
derecho a la identidad

La investigación identificó que, aunque el ordenamiento jurídico boliviano reconoce 
formalmente el derecho a la identidad y prevé mecanismos de gratuidad y facilitación 
para ciertos grupos en situación de vulnerabilidad, la respuesta institucional frente a 
NNASC sigue presentando barreras normativas, administrativas e institucionales que 
limitan el acceso efectivo a la documentación personal.
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En lo que respecta al registro de nacimiento, el Tribunal Supremo Electoral, a través 
del SERECI, es la instancia responsable del registro civil en Bolivia y, por tanto, también 
del otorgamiento de certificados de nacimiento. En sus respuestas institucionales, el 
SERECI reportó haber alcanzado a 304 NNASC en la gestión 2021 y a 150 NNASC en el 
2023, haciendo un total de 454 NNASC atendidos mediante campañas realizadas con 
Fundación Alalay. 

Sin embargo, la propia institución señaló que la reducción de población atendida entre 
ambas gestiones se vinculó al retiro o disminución del apoyo de instituciones cooperantes 
y al agotamiento de saldos de duplicados de certificados adquiridos mediante cooperación 
extranjera. De forma textual, el SERECI informó que “las instituciones cooperantes se 
retiraron o dejaron de apoyar” y que hasta la gestión 2020 contaba con saldos de duplicados 
certificados de nacimiento adquiridos por la cooperación extranjera, los cuales se priorizaron 
para sectores vulnerables, incluyendo NNA en centros de acogida.

Este hallazgo es de especial relevancia para el análisis, y al mismo tiempo, preocupante 
para la institución defensorial, porque muestra que el acceso de NNASC al certificado de 
nacimiento no dependió exclusivamente de un sistema estatal, sino en buena medida de 
campañas específicas y de recursos externos. Ello evidencia una primera omisión institucional 
atribuible al TSE, en la medida en que la garantía del derecho a la identidad no puede 
quedar condicionada a la continuidad o disponibilidad de cooperación interinstitucional o 
extranjera. Cuando una institución estatal reconoce que el alcance de su atención a NNASC 
disminuye por el retiro de actores cooperantes, lo que está mostrando es que el mecanismo 
público no fue suficientemente fortalecido para garantizar por sí mismo el derecho.

A ello se suma que, aunque la normativa nacional prevé facilidades para la inscripción y 
obtención de documentos, la investigación no evidenció la existencia de un mecanismo 
especializado y permanente del SERECI para la atención de NNASC. En otras palabras, el 
problema no radica únicamente en la ausencia de campañas, sino en la inexistencia de una 
ruta institucional estable, accesible y sostenida que permita a esta población activar su 
derecho a la identidad sin depender de apoyos externos. 

Desde la perspectiva del derecho a la identidad, esta situación configura una insuficiencia 
institucional que afecta especialmente a NNASC, por cuanto su realidad de desvinculación 
familiar, movilidad y precariedad hace inviable exigirles condiciones similares a las de una 
población con vínculos familiares estables y acompañamiento adulto regular.

En lo que respecta a la cédula de identidad, el SEGIP informó que la principal medida 
dirigida a esta población se encuentra en el D.S. N.° 4655, emitido el 2022, que permite 
otorgar cédulas de identidad gratuitas a personas en situación de calle. Sin embargo, 
del análisis al reglamento11 del citado decreto supremo mostró un elemento crítico: su 
artículo 6 establece que, para la emisión de la cédula gratuita, la persona beneficiaria debe 
circunscribir su requerimiento conforme a las condiciones exigidas para las Entidades 
Gestoras Externas y, en el caso de personas en situación de calle, dispone expresamente 
que deberán “acudir o ser asistidos” por alguna de las entidades señaladas por la norma 
para acceder a ese beneficio.

11	  Aprobado por Resolución Administrativa SEGIP/DGE/110/2022
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Esta exigencia normativa es jurídicamente problemática cuando se la contrasta con la 
realidad de NNASC. Si el acceso a un documento esencial como la cédula de identidad 
depende de la intermediación o asistencia de una entidad gestora externa, entonces el 
ejercicio del derecho deja de estar plenamente garantizado por el Estado y pasa a estar 
condicionado a la existencia de terceros que viabilicen el trámite. Para una población 
marcada por la desvinculación familiar, la movilidad, la informalidad y la falta de referentes 
estables, esta condición constituye una barrera de acceso, no una medida de protección 
reforzada. En términos de subsunción jurídica, ello implica que el diseño normativo 
actualmente aplicado por SEGIP no se adecua plenamente al mandato constitucional y legal 
de protección reforzada hacia NNASC, porque mantiene una estructura procedimental 
que no parte de su situación concreta de vulnerabilidad, sino que exige apoyos externos 
para poder activar el derecho.

La insuficiencia institucional en la garantía del derecho a la identidad resulta particularmente 
relevante si se considera que, en sus Observaciones finales sobre los informes periódicos 
quinto y sexto combinados del Estado boliviano, el Comité de los Derechos del Niño 
recomendó “aplicar con carácter urgente las políticas pertinentes para garantizar la 
inscripción de los nacimientos de todos los niños en situación de migración, en situación 
de calle o nacidos en zonas rurales” (Comité de los Derechos del Niño, 2023, párr. 19). 

La referencia expresa a NNASC confiere a esta recomendación, un valor especialmente 
importante para el presente análisis, pues demuestra que el Estado boliviano fue 
advertido de manera concreta sobre la necesidad de remover barreras para el registro de 
nacimientos y la documentación de esta población. En consecuencia, la persistencia de 
mecanismos insuficientes, campañas dependientes de apoyo externo o procedimientos 
condicionados a la intervención de terceros permite concluir que el Estado no ha dado 
cumplimiento suficiente a esta recomendación internacional.

En ese sentido, desde el enfoque de derechos humanos, tanto en el caso de SERECI 
como en el de SEGIP, la vulneración no se expresa únicamente en la ausencia absoluta de 
atención, sino en la insuficiencia de los mecanismos existentes. En ambos casos, los hechos 
relevados muestran que la respuesta estatal no fue diseñada ni sostenida desde un enfoque 
de accesibilidad reforzada para NNASC. Ello genera una afectación material del derecho 
a la identidad, por omisión institucional y por configuración normativa inadecuada, y 
compromete la responsabilidad del TSE, a través de SERECI, y del SEGIP, como instancias 
directamente obligadas a garantizar el acceso efectivo a la documentación personal.

b)	 Efectos de la vulneración del derecho a la identidad sobre el acceso al 
derecho a la salud

La vulneración del derecho a la identidad no se agota en la ausencia de certificado de nacimiento 
o cédula de identidad como un problema registral aislado. En el caso de NNASC, la falta de 
documentación personal produce efectos concretos sobre el ejercicio del derecho a la salud, en 
la medida en que dificulta su adscripción al Sistema Único de Salud, limita el acceso regular a 
prestaciones médicas y obliga a recurrir a mecanismos extraordinarios o a la intermediación de 
terceros para recibir atención. 
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Desde un enfoque de derechos humanos, ello implica que la omisión o insuficiencia estatal en 
garantizar el acceso efectivo a la identidad no solo compromete el contenido esencial de ese 
derecho, sino que también genera barreras materiales para el acceso a servicios de salud que, 
por mandato constitucional, deberían prestarse con prioridad reforzada a esta población.

En materia de salud, la relación entre identidad y acceso resulta directa. La propia normativa 
sanitaria reconoce que la documentación personal sigue operando, en la práctica administrativa, 
como requisito de ingreso al sistema. La Resolución Ministerial N.° 251, que reglamenta el 
Sistema Único de Salud, establece en su artículo 11.II que la cédula de identidad es el documento 
solicitado para el registro de las personas beneficiarias en el sistema de adscripción al SUS; a su 
vez, el parágrafo III prevé que, a través de trabajo social, SEDEGES, GAM, casas de acogida u 
organizaciones sociales, se pueda solicitar al SEGIP y al SERECI la emisión de documentos para 
personas indigentes o en situación de calle que no cuenten con ellos. 

Esta previsión normativa evidencia que la carencia documental constituye una barrera real de 
acceso, que debe ser subsanada mediante gestiones complementarias. En consecuencia, cuando 
una NNASC no cuenta con cédula de identidad, su acceso regular, continuo y administrativo al 
sistema de salud queda condicionado a la activación de rutas extraordinarias que no siempre 
existen ni funcionan de forma oportuna.

El diagnóstico defensorial demuestra que esta barrera no es abstracta. En las verbalizaciones 
recogidas, la atención en salud de NNASC aparece muchas veces canalizada a través de instituciones 
privadas o servicios ambulatorios limitados, precisamente por la falta de documentación o por el 
desconocimiento de cómo acceder al sistema de salud de manera independiente. 

Un educador entrevistado en La Paz fue enfático al señalar que, “es muy difícil gestionar el tema 
de salud cuando no tienen SUS” e indicó que, cuando una niña, niño o adolescente no está 
adscrito, conseguir atención implica buscar familiares, conseguir una factura de luz prestada o 
“inventar” mecanismos para salvar las exigencias administrativas. 

Esta verbalización muestra con claridad que la falta de identidad documentada no solo afecta el 
reconocimiento jurídico de NNASC, sino que se traduce en obstáculos concretos para su atención 
médica, especialmente cuando requieren internación o atención de mayor complejidad.

Del mismo modo, una madre entrevistada en Cochabamba señaló lo siguiente: “Yo tengo mi 
carnet y mi SUS. De mis hijos no, por su documento (del padre) no estoy pudiendo sacar”. La 
declaración pone en evidencia que la imposibilidad de acceder a la documentación requerida 
para sus hijos derivó también en la dificultad de gestionar su incorporación al SUS. 

Este hecho resulta particularmente grave si se considera que se trata de niñas y niños bajo 
cuidado de una madre en situación de alta precariedad, cuyo acceso a derechos depende de 
documentación que no puede obtener debido a la ausencia o inaccesibilidad de los documentos 
del progenitor. Así, la falta de identidad documentada produce una afectación acumulativa: 
impide la cedulación o la regularización registral y, a partir de ello, restringe la posibilidad de 
acceso efectivo al sistema de salud.

A ello se suma que la restitución del derecho a la identidad de NNASC continúa dependiendo, en 
muchos casos, de apoyos extraordinarios de terceros. El propio diagnóstico recoge expresiones 
como: “Primero me lo ha sacado el joven José…” o “Yo he sacado mi carnet gracias al Carlos”. 
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Las afirmaciones muestran que el acceso a documentos no está siendo garantizado de manera 
autónoma, directa y reforzada por el Estado, sino a través de la mediación de fundaciones, 
educadores u otras personas particulares. 

Cuando el ejercicio del derecho a la identidad depende de esa intermediación, el Estado traslada 
de hecho la carga de restitución a actores no estatales y profundiza la vulneración, pues otros 
derechos —como la salud— continúan dependiendo en la práctica de la acreditación documental.

En ese contexto, la afectación del derecho a la salud se produce por omisión concurrente. Por una 
parte, el SERECI y el SEGIP incumplen su obligación principal cuando no aseguran mecanismos 
suficientemente accesibles, ágiles y adaptados a la situación específica de NNASC para la 
inscripción, emisión de certificados y cedulación. Por otro lado, el Ministerio de Salud y Deportes, 
los SEDES y los establecimientos de salud también incurren en una respuesta insuficiente cuando 
no desarrollan rutas efectivas para que la ausencia de documentos no se traduzca en obstáculos 
para la adscripción, atención continua y seguimiento. 

Esta omisión institucional se agrava si se considera que el Ministerio de Salud y Deportes informó 
que no cuenta con programas específicos dirigidos a NNASC y que el propio sistema de salud no 
dispone de un registro específico que permita identificar a los usuarios como NNASC, situación que 
también fue replicada por varios SEDES. La falta de identificación diferenciada no solo invisibiliza 
a esta población, sino que impide diseñar respuestas oportunas y adecuadas para remover las 
barreras que enfrentan.

Desde la perspectiva de subsunción jurídica, los hechos relevados permiten señalar que, la 
vulneración del derecho a la identidad incide de manera directa en la vulneración del derecho 
a la salud. Conforme a los artículos 59 y 60 de la CPE, toda NNA tiene derecho a la identidad, al 
desarrollo integral y a la prioridad en la atención de los servicios públicos. 

En el mismo sentido, la CDN reconoce en sus artículos 7 y 8 el derecho a la inscripción y a la 
preservación de la identidad, y en su artículo 24 el derecho al disfrute del más alto nivel posible de 
salud. A ello se suma que la Ley N.° 1152 reconoce la atención preferente a personas en situación 
de vulnerabilidad, y el D.S. N.° 2377 dispone acciones intersectoriales de salud integral con énfasis 
en NNASC.

 Por ello, cuando una NNASC no puede acceder de manera regular al sistema de salud por carecer 
de documentación, y cuando los mecanismos extraordinarios previstos no operan de manera 
efectiva, el Estado incumple su obligación de protección reforzada y convierte la identidad 
en una condición excluyente para el goce efectivo del derecho a la salud. En consecuencia, la 
responsabilidad institucional es concurrente. Corresponde de manera directa al TSE, a través del 
SERECI, y al SEGIP garantizar mecanismos accesibles, gratuitos y adaptados a la situación específica 
de NNASC para la inscripción de nacimientos, emisión de duplicados y cedulación. 

Sin embargo, también corresponde al Ministerio de Salud y Deportes, a los SEDES y a los 
establecimientos de salud asegurar que la falta de documentación no derive en exclusión 
sanitaria, mediante mecanismos efectivos de adscripción, atención, seguimiento y articulación 
con instancias de protección. La ausencia de coordinación material entre estas instancias 
termina produciendo una vulneración acumulativa, en la que el derecho a la identidad deja de 
ser una garantía habilitante y se convierte en un factor que profundiza la exclusión del derecho 
a la salud de NNASC.
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1.3.	  Vulneración al derecho a la salud 

El derecho a la salud de niñas, niños y adolescentes no se agota en la posibilidad abstracta de 
acudir a un establecimiento sanitario. Supone que el Estado garantice una atención accesible, 
oportuna, continua, adecuada a su edad y condición, y articulada con medidas de prevención, 
protección y restitución de derechos. En el caso de NNASC, esta obligación se intensifica, porque 
se trata de una población expuesta a mayores riesgos de enfermedad, consumo problemático, 
violencia sexual, infecciones de transmisión sexual, embarazos no planificados, desnutrición, 
deterioro de salud mental y discontinuidad en tratamientos.

La CPE reconoce en su artículo 18 el derecho a la salud, en sus artículos 35, 36 y 37 dispone que el 
Estado, en todos sus niveles, debe protegerla como función suprema y primera responsabilidad 
financiera, y en su artículo 60 establece que niñas, niños y adolescentes tienen prioridad en la 
atención de los servicios públicos.

 En el mismo sentido, el artículo 19 del Código Niña, Niño y Adolescente reconoce el derecho 
a la salud integral, el artículo 28 prevé medidas específicas, y el artículo 166.IV establece que 
los distintos niveles del Estado deben privilegiar programas para la atención de NNASC. A ello 
se suma el D.S. N.° 2377, que en su artículo 13.2 ordena acciones intersectoriales de atención, 
información, consejería y educación en salud sexual y salud reproductiva, ITS y VIH/SIDA, con 
énfasis en NNASC. La Ley N.° 1152, por su parte, amplía la atención integral y gratuita en salud y 
dispone atención preferente a personas en situación de vulnerabilidad. 

Sin embargo, los hallazgos de la investigación evidencian que, en el caso de NNASC, la garantía 
material del derecho a la salud y de los derechos sexuales y derechos reproductivos continúa 
siendo insuficiente. La información recabada muestra ausencia de lineamientos especializados, 
falta de registros diferenciados, débil adecuación del sistema a la realidad de esta población 
y respuestas institucionales predominantemente generales, no especializadas. En términos 
de derechos humanos, ello configura una omisión estatal, porque la igualdad formal en el 
acceso no satisface el estándar de protección reforzada cuando la población afectada enfrenta 
condiciones estructurales de exclusión.

a)	 Ausencia de lineamientos, planificación y respuesta específica para NNASC 
en salud y DSDR

Una de las principales falencias identificadas radica en el ente rector de la política sanitaria 
nacional como es el Ministerio de Salud y Deportes, el cual no reportó la existencia de un 
programa, proyecto o servicio específico dirigido al trabajo con NNASC. En su respuesta 
institucional, remitida mediante CITE MSyD/VPVEyMT/DGPPS/UPSGyPS/CE/308/2025, el 
Ministerio concentró información de la Dirección General del Sistema Nacional de Salud, la 
Dirección General de Redes y Servicios de Salud, el Programa SAFCI Mi Salud y el Área de 
Salud Mental.

Sin embargo, en ninguna de esas respuestas se identificó una estrategia específica, sostenida y 
especializada orientada a NNASC. El Programa SAFCI Mi Salud incluso aclaró expresamente que 
“no cuenta con una intervención directa ni especializada dirigida exclusivamente a NNASC”, 
mientras que el Área de Salud Mental reconoció que tampoco existe un programa específico 
dirigido a NNASC con problemas de adicciones.
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La respuesta ministerial insistió que, a través del SUS, se garantiza una atención universal, 
equitativa, oportuna y sin discriminación, añadiendo que, ante la falta de adscripción, las 
y los NNASC pueden acceder a servicios de emergencia; sin embargo, este argumento 
resulta insuficiente para desvirtuar la omisión identificada. La existencia de un sistema 
universal no exonera al Estado de su obligación de adoptar medidas diferenciadas cuando 
se trata de una población en situación de alta vulnerabilidad. 

Conforme al artículo 60 de la Constitución, el interés superior de la niña, niño y adolescente 
comprende la primacía en recibir protección y socorro en cualquier circunstancia, así como 
la prioridad en la atención de los servicios públicos. Por ello, una respuesta genérica, no 
especializada y no adaptada a la realidad de NNASC, resulta insuficiente para satisfacer el 
estándar constitucional de protección reforzada.

Además, esta omisión resulta jurídicamente relevante porque el Ministerio de Salud y 
Deportes no es una instancia meramente asistencial, sino el órgano rector facultado para 
formular, regular, conducir y evaluar la política sanitaria nacional. El Decreto Supremo N.° 
5164, en su artículo 2, define la estructura jerárquica del Ministerio, y el artículo 84 del 
Decreto Supremo N.° 4857, atribuye expresamente a la Ministra(o) de Salud y Deportes: 
proponer políticas públicas en salud (inc. 1), ejercer la rectoría, regulación y conducción 
sanitaria del sistema de salud (inc. 2), evaluar la aplicación de las políticas a través de 
los servicios de salud (inc. 3), regular, planificar, controlar y conducir el Sistema Nacional 
de Salud (inc. 4), garantizar la salud de la población mediante promoción, prevención, 
curación y rehabilitación (inc. 6), proponer políticas, planes, programas y proyectos de 
prevención y rehabilitación de personas en situación de drogadicción y adicciones (inc. 
10), y proponer políticas, planes, programas y proyectos de promoción y prevención de 
la salud mental (inc. 12). 

Por lo tanto, ante una población que la propia Ley N.° 548 identifica como destinataria 
de programas específicos y frente a un reglamento como el D.S. N.° 2377 que ordena 
acciones con énfasis en NNASC, la ausencia de lineamientos especializados no constituye 
una carencia menor, sino una insuficiente adecuación de la política sanitaria nacional a 
obligaciones ya previstas en el marco normativo.

La respuesta ministerial, centrada en la existencia de un sistema universal, no desvirtúa 
esta omisión. La Ley N.° 1152 reconoce el acceso universal y gratuito, y el Reglamento 
del SUS aprobado por la RM N.° 251 organiza técnicamente su implementación, pero 
ni la universalidad ni la no discriminación eximen al Ministerio de desarrollar medidas 
diferenciadas cuando una población presenta riesgos reforzados. En otras palabras, el 
Ministerio no incumple solo por no tener un “programa con nombre propio”, sino por no 
haber traducido su deber de rectoría en lineamientos, estrategias o rutas especializadas 
que permitan hacer operativa la protección reforzada que la Constitución, la Ley N.° 548 
y el D.S. N.° 2377 exigen respecto de NNASC.  

Esta omisión también resulta incompatible con los estándares internacionales específicos 
sobre niñez en situación de calle. El Comité de los Derechos del Niño ha señalado que 
los Estados deben adoptar medidas específicas para esta población, garantizando que 
el acceso a servicios de salud sea efectivo, no discriminatorio y acorde a sus necesidades 
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reales, incluyendo salud física, salud mental y salud sexual y reproductiva. Por ello, la falta 
de lineamientos especializados del Ministerio de Salud y Deportes debilita la capacidad 
del sistema para prevenir riesgos, dar continuidad a la atención y asegurar una protección 
material y diferenciada de los derechos de NNASC.

b)	 Falta de registro, seguimiento e identificación diferenciada de NNASC en el 
sistema de salud

Otro hallazgo central de la investigación es la falta de información desagregada y de 
registros específicos sobre NNASC en el sistema de salud. Esta omisión es particularmente 
grave, porque impide saber cuántas niñas, niños y adolescentes en situación de calle 
están siendo atendidos, qué prestaciones reciben, cuáles son sus principales necesidades 
médicas o de DSDR y qué resultados generan las intervenciones estatales. 

La propia respuesta del Área de Salud Mental del Ministerio de Salud y Deportes fue 
expresa al señalar que “el Sistema Nacional de Salud no cuenta con un registro específico 
que permita identificar a los usuarios como NNASC, por lo cual no se dispone de datos 
desagregados para esta población”. Asimismo, el informe muestra que los SEDES tampoco 
pudieron acreditar una identificación específica y sostenida de la atención brindada a 
NNASC.

Esta carencia también tiene un sustento normativo incumplido. La Ley N.° 1152 incorpora 
el Sistema Único de Información en Salud y dispone que este debe centralizar e integrar la 
información de todas las instituciones del sector salud, bajo administración del Ministerio 
de Salud, y que todas las entidades del Sistema Nacional de Salud deben proporcionar 
información en formato digital e interoperable de manera oportuna. 

En coherencia con ello, el artículo 84 del D.S. N.° 4857 impone al ministerio la obligación 
de evaluar la aplicación de las políticas a través de los servicios de salud y de regular, 
planificar, controlar y conducir el sistema nacional. Un sistema que no identifica de 
forma específica a la población que debe proteger con prioridad reforzada carece de 
herramientas mínimas para planificar, hacer seguimiento, asignar recursos y evaluar 
resultados. La ausencia de registro diferenciado, por tanto, no es una falla meramente 
técnica, sino una omisión que afecta la propia rectoría sanitaria. 

A nivel departamental, la omisión también compromete a los SEDES. El Decreto Supremo 
N.° 25233 establece en su artículo 1 que regula el modelo básico de organización, 
atribuciones y funcionamiento de los SEDES; en su artículo 2 los define como órganos 
con competencia de ámbito departamental; y en su artículo 3 les asigna, entre otras, las 
misiones de ejercer como autoridad de salud en el ámbito departamental (inc. a), establecer, 
controlar y evaluar permanentemente la situación de salud en el departamento (inc. b), 
promover la demanda de salud y planificar, coordinar, supervisar y evaluar su oferta (inc. 
c), velar por la calidad de los servicios de salud (inc. d), promover la participación del 
sector público y de la sociedad en la formulación y ejecución de planes, programas y 
proyectos de salud (inc. e), y coordinar acciones de promoción de la salud y prevención 
de enfermedades (inc. g). 
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Además, el propio decreto dispone que el SEDES debe captar, procesar y difundir 
información para la construcción de indicadores y estándares de salud y realizar estudios 
e investigaciones que permitan formular, hacer seguimiento y evaluar la política de salud. 
Por ello, cuando los SEDES no identifican ni sistematizan la atención a NNASC, incumplen 
obligaciones sustantivas que la normativa les asigna expresamente.

Además, la falta de registro no solo compromete la respuesta operativa, sino también la 
propia rectoría sanitaria. Si el Ministerio de Salud y Deportes debe evaluar la aplicación 
de las políticas a través de los servicios de salud, y si los SEDES deben establecer, controlar 
y evaluar permanentemente la situación de salud en el departamento, la inexistencia 
de información específica sobre NNASC impide ejercer adecuadamente esas funciones. 
No se puede planificar, monitorear ni evaluar de forma suficiente una política pública 
respecto de una población que el propio sistema no logra identificar. En este punto, la 
omisión compromete tanto al nivel central como al nivel departamental.

A nivel internacional, el Comité de los Derechos del Niño advirtió que la falta de datos 
específicos sobre niños en situación de calle genera invisibilidad institucional y deriva 
en respuestas parciales, temporales o inadecuadas (Comité de los Derechos del Niño, 
2017, párr. 7). Ese estándar resulta plenamente aplicable al caso analizado. Si el Estado 
no registra adecuadamente a NNASC, no puede identificar patrones, evaluar cobertura, 
monitorear resultados ni diseñar políticas específicas. La invisibilidad estadística se 
convierte entonces en una forma de desprotección que limita severamente la garantía 
del derecho a la salud de NNASC.

c)	 Barreras materiales para el acceso efectivo a salud y a derechos sexuales 
y derechos reproductivos

La investigación también evidenció que, aunque el marco normativo reconoce 
formalmente el acceso universal a la salud, ello no se traduce necesariamente en una 
garantía efectiva para NNASC. El problema no radica únicamente en la inexistencia de 
programas específicos, sino también en la falta de adecuación de los servicios de salud 
a la realidad de esta población y en la ausencia de rutas claras y especializadas para su 
atención continua. 

La Dirección General de Redes y Servicios de Salud informó que, desde 2023, se consideran 
factores de riesgo adicionales el abandono escolar o el trabajo infantil y que, en casos de 
no adscripción al SUS, los NNASC pueden acceder a servicios de emergencia. Sin embargo, 
esta respuesta confirma que la intervención del sistema se activa principalmente frente 
a urgencias o factores generales de vulnerabilidad, pero no desde un abordaje integral, 
continuo y sostenido de la situación de calle.

La normativa vigente muestra que el Estado sí tenía el deber de reducir estas barreras. La 
Ley N.° 1152 dispone que las personas deben acceder a la atención integral en salud, a 
través de establecimientos del primer nivel, y que los servicios públicos están obligados a 
brindar atención preferente en la prestación de servicios y en los trámites administrativos 
a personas en situación de vulnerabilidad, incluyendo expresamente a NNA. 
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La RM N.° 251, en su artículo 11, establece que la cédula de identidad es el documento solicitado 
para el registro en el sistema de adscripción al SUS, pero también prevé que, a través de los 
servicios de trabajo social, SEDEGES, GAM, casas de acogida u organizaciones sociales, pueda 
solicitarse al SEGIP y al SERECI la emisión de documentos para personas indigentes o en situación 
de calle; además dispone que, los establecimientos de primer nivel realicen la adscripción de la 
población de su área de influencia. Por tanto, cuando NNASC quedan fuera de una adscripción 
efectiva, cuando no se activan esos mecanismos extraordinarios o cuando el acceso continúa 
dependiendo de terceros, no solo hay una dificultad social, sino un incumplimiento operativo 
de rutas que la propia normativa sanitaria ya prevé.

Los testimonios recogidos por el informe muestran con claridad estas barreras materiales. 
En La Paz, un educador señaló que: “Es muy difícil gestionar el tema de salud cuando 
no tienen SUS”, explicando que, para lograr una atención de mayor complejidad, deben 
buscar familiares, conseguir facturas de luz prestadas o “inventar” mecanismos para salvar 
exigencias administrativas incompatibles con la realidad de quienes no tienen vivienda fija. 
Esta verbalización muestra que el acceso real al sistema sanitario continúa condicionado por 
barreras documentales, administrativas y de acompañamiento que el Estado no ha solucionado 
de forma efectiva.

En materia de derechos sexuales y derechos reproductivos, la omisión resulta igualmente 
relevante. El Código Niña, Niño y Adolescente reconoce el derecho a la salud integral y el D.S. N.° 
2377 ordena acciones intersectoriales de información, consejería y educación en salud sexual 
y salud reproductiva, ITS y VIH/SIDA, con énfasis en NNASC. Además, la Ley N.° 3729 obliga al 
Estado, a través del Ministerio de Salud y Deportes, a otorgar prestaciones médicas, asistencia 
hospitalaria y medicamentos antirretrovirales gratuitos a personas que viven con VIH-SIDA y no 
cuentan con seguro. 

A ello se suma que, tras la SCP N.° 0206/2014, el Ministerio aprobó mediante RM N.° 27/2015 el 
procedimiento técnico para la prestación de servicios de salud en el marco de la interrupción 
legal y segura del embarazo, reconociendo derechos de las usuarias a interrumpir legalmente 
el embarazo, recibir información y anticoncepción post aborto, y no ser discriminadas ni 
revictimizadas. Sin embargo, la investigación no evidenció que el sistema público de salud 
haya desarrollado rutas claramente diferenciadas y sostenidas para garantizar a NNASC acceso 
continuo a prevención de ITS, atención de violencia sexual, anticoncepción, salud mental y 
seguimiento del consumo problemático.

En términos de subsunción jurídica, ello revela una afectación del derecho a la salud y de los 
derechos sexuales y derechos reproductivos por omisión institucional. El Ministerio de Salud 
y Deportes incumple las obligaciones de rectoría, regulación, planificación, conducción y 
evaluación que le asigna el artículo 84 del DS N.° 4857, al no haber desarrollado lineamientos, 
estrategias y rutas especializadas suficientes para NNASC. 

Los SEDES incumplen las funciones que les asignan los artículos 3 y 5 del DS N.° 25233, al no 
establecer, controlar y evaluar de manera específica la situación de salud de esta población, ni 
traducir la demanda social en una oferta operativa adecuada, ni impulsar acciones suficientes de 
prevención, rehabilitación y reinserción frente a consumo problemático. Y los establecimientos 
de salud incumplen la obligación operativa derivada de la Ley N.° 1152 y de la RM N.° 251 
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cuando no aseguran atención preferente, adscripción efectiva y activación de mecanismos 
extraordinarios para personas en situación de calle. En consecuencia, la mera existencia de 
servicios generales no satisface el estándar de garantía reforzada que la Constitución, la Ley N.° 
548 y la normativa sanitaria imponen respecto de NNASC. 

Las consecuencias de esta omisión son profundas. La falta de atención diferenciada perpetúa la 
discontinuidad de tratamientos, agrava riesgos de salud física y mental, dificulta la prevención 
de ITS y embarazos no planificados, y limita la posibilidad de que NNASC ejerzan sus derechos 
en condiciones de igualdad material. De este modo, la omisión estatal en salud respecto de 
NNASC no solo se expresa en la inexistencia de programas específicos, sino en la falta de 
adecuación efectiva del sistema sanitario —en su nivel rector, departamental y operativo— 
a una población cuya situación exige medidas reforzadas, diferenciadas y sostenidas. La 
ausencia de esa adecuación convierte la igualdad formal del acceso universal en una respuesta 
insuficiente y mantiene a niñas, niños y adolescentes en situación de calle en un escenario de 
desprotección incompatible con el derecho a la salud integral y con los derechos sexuales y 
derechos reproductivos.

1.4.	  Graves vulneraciones y violencia institucional contra NNASC

El desarrollo de un proyecto de vida digno no constituye una expectativa abstracta o aspiracional, 
sino una dimensión concreta del derecho al desarrollo integral de NNA. La CPE, en su artículo 
59, reconoce el derecho de toda niña, niño y adolescente a su desarrollo integral; y el artículo 60 
dispone que el interés superior debe guiar prioritariamente la actuación estatal, comprendiendo 
la primacía en recibir protección y socorro, así como la prioridad en la atención de los servicios 
públicos. En igual sentido, el Código Niña, Niño y Adolescente establece la obligación del Estado 
de garantizar condiciones para el ejercicio pleno de derechos y la superación de situaciones de 
amenaza o vulneración.

En el caso NNASC, la posibilidad de construir un proyecto de vida se ve directamente 
condicionada por la concurrencia de múltiples vulneraciones: violencia intrafamiliar, exclusión 
educativa, precariedad material, violencia institucional, consumo problemático, débil acceso a 
salud y ruptura o fragilidad de vínculos protectores. La investigación ya había advertido que el 
desarrollo de un proyecto de vida exige que NNASC puedan identificar su situación actual como 
algo que puede y debe cambiar, superando contextos de indefensión y exclusión. Sin embargo, 
los hallazgos muestran que esa posibilidad se encuentra severamente limitada por omisiones 
estatales concurrentes y por prácticas institucionales que, en algunos casos, no protegen, y en 
otros, directamente vulneran derechos.

Desde el enfoque de derechos humanos, ello implica que el análisis no debe centrarse 
únicamente en las trayectorias individuales de NNASC, sino en la forma en que la actuación u 
omisión del Estado refuerza o no interrumpe los factores que restringen sus oportunidades reales 
de desarrollo. Cuando el Estado no previene la violencia intrafamiliar, no garantiza continuidad 
educativa, no adapta los servicios de salud y tolera prácticas coercitivas en el espacio público, 
no solo incumple deberes sectoriales específicos: obstaculiza estructuralmente la posibilidad 
de que NNASC construyan proyectos de vida protegidos, autónomos y dignos.
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a)	 Violencia intrafamiliar, desprotección previa y permanencia en calle como 
afectación al derecho al desarrollo integral

La investigación cualitativa permitió identificar que, en la mayoría de los relatos, la situación 
de calle no aparece como una elección libre o espontánea, sino como consecuencia de 
trayectorias previas de violencia intrafamiliar, negligencia, abandono y precariedad. En el 
propio documento se señala que todas y todos los NNA consultados -que hicieron referencia 
a su historia- identificaron al menos una forma de violencia que se reproducía de manera 
constante en su núcleo familiar y que esa violencia se constituyó en una de las razones o 
factores expulsores de la salida del hogar. Asimismo, se identificó que, tras el ingreso al 
entorno de la calle, muchos NNASC generaron vínculos con otras personas en situación de 
calle, a partir de los cuales se reproducen mecanismos de sobrevivencia como pedir dinero, 
hurto, prostitución o consumo problemático.

Estos hechos deben ser leídos a la luz del artículo 59 de la Constitución, que reconoce el 
derecho a crecer y desarrollarse en el seno de la familia, y del artículo 35 del Código Niña, Niño y 
Adolescente, que obliga al Estado a adoptar medidas de protección cuando el entorno familiar 
no garantiza condiciones compatibles con la dignidad, seguridad y desarrollo integral. A su vez, 
la CDN establece, en sus artículos 19 y 20, que el Estado debe proteger al niño contra toda forma 
de violencia, perjuicio o abuso, y asegurar protección y asistencia especiales cuando no pueda 
permanecer en su medio familiar.

La subsunción es clara, cuando la violencia familiar opera como factor expulsor y no existen 
mecanismos estatales oportunos, eficaces y sostenidos para prevenirla, contenerla o reparar 
sus efectos, el Estado incumple su deber de protección reforzada. La situación de calle aparece 
entonces no solo como una consecuencia de la pobreza o la ruptura familiar, sino como 
evidencia de que la protección estatal no se activó de manera suficiente antes de la salida a 
calle o no logró interrumpirla una vez iniciada.

Esta omisión compromete de manera concurrente a las instituciones de protección del nivel 
municipal, particularmente a las DNA, como servicios encargados de activar medidas de 
protección, evaluación familiar, derivación y restitución de derechos; también involucra a los 
GAM, responsables de sostener esos servicios y dotarlos de capacidades efectivas de respuesta. 
Del mismo modo, la implicación en derechos humanos es directa y refiere que la desprotección 
frente a violencia intrafamiliar no solo vulnera el derecho a la integridad y a la familia, sino 
que reduce de manera estructural la posibilidad de desarrollo integral y de construcción de 
proyectos de vida.

b)	 Falencias en la respuesta de protección y actuación inadecuada de las 
Defensorías de la Niñez y Adolescencia

La investigación también evidenció que la intervención de las DNA no siempre operó bajo un 
enfoque especializado y de restitución de derechos frente a NNASC. Los hallazgos cualitativos 
muestran dificultades reiteradas de coordinación, rechazo o dilación en la atención de casos 
y alta rotación de personal, lo que afecta la continuidad de la intervención. En particular, 
educadores reportaron que, en el GAM de El Alto, la DNA rechazó la atención de algunos casos 
de NNASC, alegando razones como que “pueden contagiar” a otros, o que no se los atendería 
porque se trataba de “situación de calle”. 
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Asimismo, en un caso ocurrido en La Paz, una adolescente que había huido de su hogar por 
violencia intrafamiliar fue llevada a la DNA, pero la atención fue rechazada inicialmente 
bajo el argumento de que se requería una nota fiscal o un requerimiento fiscal, generando 
horas de espera y exposición adicional a riesgo.

Estos hechos son particularmente graves a la luz del marco normativo nacional. El Código 
Niña, Niño y Adolescente asigna a las DNA la obligación de brindar protección, evaluación 
y atención inmediata a niñas, niños y adolescentes cuyos derechos se encuentren 
amenazados o vulnerados. Por ello, el rechazo de casos, la exigencia de requisitos no 
razonables frente a una situación de urgencia o la reproducción de estigmas sobre NNASC no 
constituyen meros errores operativos, sino actuaciones incompatibles con el mandato legal de 
protección integral.

Desde una perspectiva de subsunción jurídica, la omisión se configura cuando, ante hechos de 
violencia intrafamiliar, situación de calle o alta vulnerabilidad, la institución llamada a proteger no 
activa una respuesta oportuna, no brinda atención inmediata o posterga la intervención con base en 
requisitos o prejuicios que no encuentran respaldo en la ley. En términos de derechos humanos, ello 
vulnera el derecho a la protección especial, a la integridad personal y al acceso oportuno a servicios 
de protección, y agrava la exposición de NNASC a nuevas situaciones de riesgo.

La responsabilidad institucional en este punto recae principalmente en los GAM que sostienen 
y administran las DNA donde se produjeron estas respuestas, en particular los GAM El Alto 
y GAM La Paz, así como en las propias DNA como instancias operativas. La alta rotación de 
personal y la falta de comprensión de la dinámica de situación de calle, también identificadas 
en los testimonios, muestran además una falencia estructural de capacitación y especialización 
en la respuesta institucional.

c)	 Violencia institucional en el espacio público por parte de efectivos policiales 
y por guardias municipales 

Uno de los hallazgos más graves de la investigación es la existencia de violencia institucional 
contra NNASC en el espacio público, especialmente en su relación con la Policía Boliviana y con 
la Guardia Municipal en determinados municipios. El propio documento registra percepciones 
y verbalizaciones de NNASC que describen golpes, cobros irregulares, destrucción de espacios 
de pernocte y una relación coercitiva con la Policía Boliviana, particularmente en El Alto. 
También se registraron múltiples verbalizaciones en Cochabamba y Santa Cruz de la Sierra 
sobre actuaciones abusivas de la Guardia Municipal, incluyendo golpes, retenciones irregulares, 
quema de colchas y ropa, y vertido de sustancias sobre la cabeza de NNASC.

En el municipio de La Paz, los testimonios recogidos develan agresiones físicas por parte de 
servidores públicos policiales contra NNASC en espacios públicos. Un adolescente relató 
la forma en que fue agredido por una funcionaria policial, señalando lo siguiente: “Segunda 
experiencia que me han pegado. La policía joven me ha metido un rodillazo y me ha dicho, 
nunca más vuelvas a robar cabrón”. 

Señaló que en otra ocasión también sufrió un daño físico, por encontrarse consumiendo 
alcohol en la zona de Pura Pura, “me han hecho ponerme así… Pom!… un tolete y Pom! Pom! y 
mirá, verde he quedado”, describió. Estas verbalizaciones evidencian el uso de violencia física y 
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castigo corporal por parte de efectivos policiales que intervinieron en la urbe paceña, sin que 
se advierta un abordaje compatible con la protección reforzada que corresponde a niñas, niños 
y adolescentes.

En la ciudad de El Alto del departamento de La Paz, la investigación identificó hechos de 
violencia física, amenazas, cobros irregulares y actos de connotación sexual atribuidos a 
servidores públicos policiales. Una adolescente refirió la siguiente verbalización: “una fémina 
me ha sopapeado… y a mí el oficial me ha empezado a manosear todo. Me tenía que quedar 
callada, porque me han amenazado con su torito”.

Otro adolescente, a su vez, describió la agresividad con la que son tratados: “te agarra 
la policía, te quita todo, te meten a una celda, no respetan nada. Aunque seas menor de 
edad no te respetan, te pegan”. Estas verbalizaciones permiten concluir que, en el caso 
de El Alto, los hechos no se limitaron al uso excesivo de la fuerza, sino que incluyeron 
intimidación, sustracción de pertenencias y afectaciones graves a la integridad personal 
y sexual de NNASC.

El diagnóstico realizado en la ciudad de Cochabamba también identificó actos de 
violencia institucional atribuibles a servidores públicos policiales. Un adolescente relató 
que, al salir de una fiesta, un policía le dijo que no podía consumir alcohol en la calle, le 
sembraron marihuana y posteriormente hicieron otras acciones: “En una bolsa negra han 
echado agua, de ahí gas pimienta más, de ahí me han metido la cabeza en la bolsa negra 
y me ha chorreado el agua y más me ha escocido todo el cuerpo”. 

Otro joven, al referirse a sus experiencias de vida, expresó: “Ser narco, para vengarme de 
todos los policías que me han pegado. (...) Me han hecho bomba y eso que yo era menor 
en esos tiempos”. Estas verbalizaciones muestran que, en Cochabamba, algunos efectivos 
policiales recurrieron a prácticas que exceden cualquier actuación legítima de control, 
configurando tratos crueles y degradantes incompatibles con la dignidad humana y con 
la especial protección que merece la niñez y adolescencia.

En Santa Cruz de la Sierra, los testimonios también dan cuenta de hechos de violencia 
física atribuidos a servidores públicos policiales. Un adolescente en referencia a agresiones 
físicas señaló: “Si, una vez que estaba en la Alemana, creo que nos pegaron la policía... 
nos hacían poner en posición de trípode y ahí nos daban palo”. Otro NNASC, al explicar 
por qué sus compañeros y él eran golpeados y forzados a inhalar humo con gas pimienta, 
afirmó que ello sucedía “por joder nomás, y por lo que no tenemos muchos derechos 
nosotros. Como no tenemos con quien defendernos”. Estas verbalizaciones muestran 
que, en la urbe cruceña, la violencia institucional no solo se expresó mediante golpes y 
gas pimienta, sino también a través de una relación de poder marcada por la indefensión 
y la percepción de que, por su situación de calle, sus derechos pueden ser desconocidos 
con impunidad.

De manera diferenciada, la investigación identificó en el municipio de Cochabamba una 
actuación particularmente grave de la Guardia Municipal del GAM de Cochabamba. Los 
testimonios reportan traslados forzados al sector del Cristo, golpizas colectivas, despojo 
de ropa y zapatos, y abandono en zonas alejadas. Un joven relató que, “vienen en masa, 
te cargan y te llevan... al Cristo y ahí te apalean. A mí ya me han hecho mierda ya unas 4 
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veces”, mientras otro refirió que luego de ser golpeados “te botan tus zapatos... y como 
Cristo desvestido nos quedamos así”. Estos relatos describen una práctica reiterada de 
violencia física, humillación y exposición al peligro atribuida a guardias municipales 
en Cochabamba, que no puede ser entendida como una medida legítima de control del 
espacio público, sino como una forma de trato cruel, degradante y expulsivo contra personas 
en situación de calle.

En el municipio de Santa Cruz de la Sierra, la violencia institucional en el espacio público fue 
atribuida con especial frecuencia a la Guardia Municipal o Gendarmería del GAM Santa Cruz 
de la Sierra. Al respecto, una educadora señaló que, “los gendarmes fueron a la Beni y Cuarto 
anillo y a las 2 de la mañana bajaron y los pegaron a todos. Estaba haciendo frío, les quitaron 
la chompa a los chicos, agarraron su coche y los mojaron para que no se puedan calentar, y 
querían tocar a las chicas”. 

En la misma línea, NNASC entrevistados indicaron que, “los gendarmes... esos nos pegan”, “vienen, 
nos queman las colchas, nos queman la ropa” y “nosotros corremos y ellos se enojan porque 
corremos y nosotros corremos porque no queremos que nos peguen”. Estas verbalizaciones 
muestran que, en Santa Cruz de la Sierra, la violencia municipal no solo se expresa en golpes, 
sino también en despojo de pertenencias, destrucción de objetos básicos de abrigo y acciones 
de hostigamiento destinadas a expulsar a NNASC del espacio público.

Estas actuaciones vulneran de manera directa el artículo 15 de la Constitución, que reconoce 
el derecho a la integridad física, psicológica y sexual, y prohíbe tratos crueles, inhumanos, 
degradantes o humillantes. También resultan incompatibles con el artículo 60 de la propia 
Constitución, que obliga al Estado a priorizar la protección de niñas, niños y adolescentes, y con 
el artículo 145 del Código Niña, Niño y Adolescente, que garantiza su derecho a la integridad 
personal. A nivel internacional, los artículos 19 y 37 de la CDN prohíben la violencia y los tratos 
crueles, inhumanos o degradantes, mientras que la Observación General N.° 21 exige que los 
Estados erradiquen respuestas represivas o de “limpieza social” frente a niños en situación de 
calle (Comité de los Derechos del Niño, 2017, párrs. 31 y 53).

La subsunción jurídica aquí es directa. Cuando agentes estatales o servidores públicos 
municipales golpean, humillan, retienen irregularmente o destruyen pertenencias esenciales 
de NNASC, se configura una vulneración por acción del derecho a la integridad personal, a la 
dignidad y, en determinados casos, a la libertad personal. No se trata de simples excesos aislados, 
sino de prácticas incompatibles con un enfoque de protección. Su gravedad se incrementa por 
tratarse de una población que, en vez de encontrar protección en el Estado, encuentra nuevas 
formas de violencia en sus funcionarios.

La responsabilidad institucional es diferenciada. En el caso de la Policía Boliviana, la omisión se 
vincula también a la falta de protocolos específicos de actuación frente a NNASC, ya advertida 
en el documento, lo que compromete a servidores públicos policiales que intervinieron en 
los municipios de La Paz, El Alto, Cochabamba y Santa Cruz de la Sierra, así como guardias 
municipales del GAM Cochabamba y del GAM Santa Cruz de la Sierra, donde se registraron 
hechos especialmente graves. Las implicaciones en derechos humanos son profundas debido 
a que estas prácticas no solo lesionan derechos inmediatos, sino que deterioran la confianza 
de NNASC en las instituciones públicas y refuerzan su exclusión de los servicios de protección.
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d)	 Exclusión educativa, deserción escolar y ausencia de mecanismos efectivos 
de reinserción y nivelación

El desarrollo de un proyecto de vida también se ve severamente afectado por la exclusión 
educativa, la deserción escolar y la insuficiente aplicación de mecanismos de reinserción, 
permanencia y nivelación para niñas, niños y adolescentes en situación de calle. El diagnóstico 
cualitativo identificó trayectorias educativas interrumpidas, abandono escolar, ingreso tardío o 
inexistente al sistema educativo, así como dificultades de nivelación y continuidad.

Una joven de Cochabamba expresó: “Yo nunca he ido a la escuela porque mis papás no han 
querido. Ya luego han fallecido y ya no nada”, mientras que en Santa Cruz otro adolescente 
señaló que, “Estaba en segundo de Secundaria, me salí por consumir hierba, me gustaba”. En La 
Paz, por otro lado, una joven relató: “Estaba en el cole pero ya no estamos yendo (…) porque 
no sabemos… es mucha cosa”; entre tanto en Cochabamba, otro adolescente indicó: “No estoy 
estudiando, desde el año pasado (...) Me he salido a medio año”, añadiéndose desde su entorno 
que “hay veces que hay materias que no entiendes, ya te aburres. Además, no había quien 
ayude igual”. Estas verbalizaciones muestran que la exclusión educativa de NNASC no responde 
a una sola causa, sino a la concurrencia de violencia, abandono, trabajo informal, consumo 
problemático, rezago escolar y falta de apoyo institucional sostenido.

La afectación compromete de manera directa el derecho a la educación y, de forma 
interdependiente, el derecho al desarrollo integral. La CPE reconoce en su artículo 17 el derecho 
a la educación, y en sus artículos 59 y 60 establece que niñas, niños y adolescentes tienen derecho 
a su desarrollo integral y a recibir protección y atención prioritaria en los servicios públicos. 

La Ley N.° 070, en su artículo 1, reconoce que toda persona tiene derecho a recibir educación 
en todos los niveles de manera universal, gratuita, integral y sin discriminación; en su artículo 
5.22 dispone la implementación de políticas y programas de atención integral educativa a 
poblaciones vulnerables y en condiciones de desventaja social; en su artículo 15 prevé educación 
escolarizada integral para población en desventaja social, mediante programas especiales con 
servicios integrales de salud, alimentación, reinserción escolar y sociolaboral; y en su artículo 16 
dispone que la Educación Alternativa y Especial prioriza a la población en situación de exclusión, 
marginación o discriminación. 

En el plano internacional, la Convención sobre los Derechos del Niño obliga al Estado, en sus 
artículos 28 y 29, a garantizar el acceso a la educación y orientar ese derecho al desarrollo 
integral de la personalidad, las capacidades y la dignidad del niño. 

En este marco, la primera responsabilidad institucional recae sobre el Ministerio de Educación, 
no solo por su rol general como ente rector, sino por mandato normativo expreso. La Ley N.° 
070 establece en su artículo 71 que la administración y gestión educativa es la instancia que 
planifica, organiza, dirige y controla los recursos del Sistema Educativo Plurinacional; en su 
artículo 72.1 dispone que el Estado, a través del Ministerio de Educación, ejerce tuición sobre 
la administración y gestión del sistema; y en su artículo 77.1 lo reconoce como la máxima 
autoridad educativa, responsable de las políticas y estrategias educativas del Estado y de las 
políticas de administración y gestión educativa y curricular. 
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A nivel departamental y subnacional, el artículo 78.1 de la misma ley establece que las 
Direcciones Departamentales de Educación son responsables de implementar las políticas 
educativas y la administración curricular en el departamento; y el artículo 78.3 y 78.5 atribuye 
responsabilidades de gestión educativa y administración curricular a las direcciones distritales 
y a las direcciones de unidades educativas. En consecuencia, la ausencia de una respuesta 
específica frente a NNASC no puede entenderse como un vacío indeterminado del sistema, 
sino como una omisión de la estructura estatal encargada de diseñar, implementar y conducir 
la política educativa. 

El propio diagnóstico defensorial muestra que esa omisión se expresa en la falta de una 
respuesta diferenciada. El Ministerio de Educación informó que no cuenta con programas, 
proyectos o servicios específicos para NNASC, que no contempla una categoría específica para 
“estudiantes en situación de calle” en el sistema de información educativa, y que no identificó 
mecanismos específicos de atención para esta población, limitando su respuesta a acciones 
generales de formación docente. Ello resulta relevante porque evidencia que, pese a tratarse 
de una población cuya exclusión educativa es estructuralmente más intensa, el ente rector no 
ha desarrollado una estrategia especializada de identificación, seguimiento y restitución del 
derecho a la educación.

Sin embargo, el análisis también debe precisar que el sistema educativo sí cuenta, en la norma, 
con mecanismos que deberían operar frente a situaciones de desventaja social o vulnerabilidad, 
aunque el diagnóstico no acredita su aplicación efectiva para NNASC. La Resolución Ministerial 
N.° 0001/2026 dispone en su artículo 19 que los directores de unidades educativas deben 
atender de manera prioritaria a estudiantes en situación de desventaja social o vulnerabilidad; 
que su inscripción puede realizarse durante toda la gestión educativa y sin discriminación; y 
que, en casos extremos, cuando el estudiante no cuente con documento de identidad, puede 
realizarse una inscripción provisional mediante Declaración Jurada de Buena Fe, asegurando su 
incorporación al sistema. 

La misma disposición establece que, si se identifica rezago escolar, la Comisión Técnico 
Pedagógica de la unidad educativa debe aplicar nivelación. Asimismo, la RM prevé el traslado 
durante la gestión de estudiantes en situación de calle para garantizar su permanencia, 
dispone que el uniforme no es obligatorio ni puede impedir el ingreso a clases, y ordena a la 
dirección de la unidad educativa implementar mecanismos que eviten retener a estudiantes 
por llegar tarde. En consecuencia, la omisión estatal en este punto no radica únicamente en la 
inexistencia de normas, sino en la insuficiente activación, seguimiento y traducción efectiva de 
esos mecanismos frente a NNASC.

Los propios relatos del diagnóstico permiten advertir esa brecha entre norma y realidad. La 
verbalización de la joven de La Paz que dejó de asistir porque “no sabemos… es mucha cosa”, 
sumada a las declaraciones de Cochabamba donde otra persona entrevistada explica que “hay 
veces que hay materias que no entiendes, ya te aburres”, estas afirmaciones muestran que el 
rezago escolar y la falta de apoyo pedagógico no están siendo contenidos de manera efectiva.

A ello se suma el caso del adolescente de El Alto que logró volver al colegio con apoyo de su padre, 
pero cuya continuidad quedó en riesgo por no contar con uniforme, útiles y respaldo suficiente, 
lo que resulta particularmente problemático si se considera que la RM N.° 0001/2026 prohíbe 
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que el uniforme opere como impedimento de ingreso. De este modo, la exclusión educativa de 
NNASC no se explica solo por sus condiciones de vida, sino también por la respuesta insuficiente 
del sistema educativo para remover los obstáculos materiales, pedagógicos y administrativos 
que afectan su permanencia.

La vulneración aquí se produce por omisión institucional. El Ministerio de Educación incumple 
los deberes que le impone la Ley N.° 070, porque el artículo 71 dispone que la administración y 
gestión de la educación es la instancia que planifica, organiza, dirige y controla los recursos del 
Sistema Educativo Plurinacional; el artículo 72.1 establece que el Estado, a través del Ministerio 
de Educación, ejerce tuición sobre la administración y gestión del sistema; y el artículo 77.1 
lo reconoce como la máxima autoridad educativa, responsable de las políticas y estrategias 
educativas del Estado y de las políticas de administración y gestión educativa y curricular. A ello 
se suma que la propia Ley N.° 070, en sus artículos 5.22, 15 y 16, ordena implementar políticas y 
programas de atención integral educativa para poblaciones vulnerables y en desventaja social, 
con reinserción escolar y atención prioritaria al rezago escolar. 

Por tanto, cuando el Ministerio de Educación no desarrolla una estrategia específica para 
una población cuya exclusión educativa es conocida y reiterada, incumple obligaciones 
expresamente previstas en la normativa educativa. Las Direcciones Departamentales de 
Educación también incumplen sus obligaciones, porque el artículo 78 de la Ley N.° 070 les 
atribuye responsabilidad en la implementación de las políticas educativas y de la administración 
curricular en el departamento. 

En consecuencia, cuando no aseguran, en la práctica, rutas efectivas de reinserción, nivelación, 
traslado y permanencia para NNASC, omiten el cumplimiento de competencias que la ley 
les asigna directamente. Y las direcciones distritales y de unidades educativas incumplen las 
obligaciones concretas que la RM N.° 0001/2026 les asigna cuando no activan oportunamente 
la inscripción excepcional, la flexibilización documental, la nivelación y los mecanismos de 
permanencia. 

La ausencia de registros diferenciados, además, impide dimensionar la magnitud real del 
problema y debilita la capacidad de seguimiento estatal. Como resultado, la educación continúa 
operando para NNASC, más como una posibilidad contingente que como una garantía material 
y exigible, lo que restringe estructuralmente sus oportunidades presentes y futuras y afecta de 
manera directa su derecho al desarrollo integral. 

e)	 Consumo problemático, precariedad de vida en calle y ausencia de 
respuestas suficientes para la construcción de proyectos de vida

Finalmente, la investigación identificó que la situación de calle se encuentra atravesada 
por dinámicas de consumo problemático, precariedad material y estrategias de 
sobrevivencia que inciden directamente en la construcción de proyectos de vida. El 
propio diagnóstico advierte que, tras el ingreso al entorno de la calle, muchos NNASC 
incorporan mecanismos de sobrevivencia aprendidos en esos espacios, entre ellos pedir 
dinero, hurto, prostitución y consumo de alcohol y otras drogas, este último no puede ser 
reducido a una decisión individual, sino comprendido como parte de contextos previos 
de violencia, desprotección, trauma y exposición prolongada a entornos precarizados. 
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Esta relación se evidencia en verbalizaciones como la que se recogió en la ciudad de Santa 
Cruz donde una verbalización refiere: “A mí me enseñaron allá en la mutualista a clefear, 
a los 8”, “En la calle me invitaron clefa. Ese fue mi primer vicio, la clefa. A los 8, 9” y “A mí 
me invitaron al salir del colegio (…) y como me gustó ya me salí”. En Cochabamba, otro 
adolescente señaló que: “Siempre es la misma mierda. Esta vaina pues, uno hace plata para 
esto (muestra su clefa), para esto, no ganas nada”, mientras que, por separado, una mujer 
afirmó que el consumo “Es una desesperación, que, si no tienes esa droga, puedes hasta robar, 
puedes hasta prostituirte”. Estas verbalizaciones muestran que el consumo problemático no 
solo acompaña la vida en calle, sino que reordena prioridades, deteriora vínculos y restringe 
de manera creciente las posibilidades de construir trayectorias protegidas y estables.

A ello se suma la precariedad material de las actuales formas de pernocte y sobrevivencia. El 
informe muestra que, aunque en algunos casos NNASC ya no duermen necesariamente a la 
intemperie, ello no implica una superación real de la situación de calle, sino una reconfiguración 
de sus dinámicas bajo condiciones igualmente precarias, inestables y riesgosas. 

Un educador en Santa Cruz explicó que varias persona menores de edad “no duermen 
en la calle, pero viven en alojamiento, se hacen amigos de los más grandes y viven 
en alojamientos y empiezan así”; en El Alto, una adolescente relató que, “Luego en el 
internet hay ratos nos dormíamos”; entre tanto, en Santa Cruz, otros NNASC señalaron 
que “Cuando llueve yo siempre me iba a lechusear”, “no siempre hay la plata” y “yo me iba 
al internet, a comer pollo me iba al internet y de ahí hasta las 11 estaba en el internet y de 
ahí me iba a dormir. Todos los días hacía eso cuando estaba en calle”. 

Estas expresiones muestran que la vida en calle no solo se caracteriza por la exposición a 
consumo problemático, sino también por una precariedad cotidiana en el acceso a abrigo, 
descanso, alimentación y seguridad, lo que profundiza la desvinculación con trayectorias 
de inclusión educativa, sanitaria y familiar.

Desde la perspectiva normativa, estas realidades activan obligaciones estatales concretas. 
La CPE, en sus artículos 59 y 60, reconoce el derecho de toda niña, niño y adolescente al 
desarrollo integral y dispone la prioridad en recibir protección y socorro en cualquier 
circunstancia. El Código Niña, Niño y Adolescente establece políticas de protección 
especial orientadas a prevenir o restablecer derechos de niñas, niños y adolescentes en 
situación de calle y, en su artículo 166.IV.a), ordena que los distintos niveles del Estado 
privilegien programas para esta población. 

A ello se suma la Ley N.° 264, cuyo artículo 66 dispone que el nivel nacional y las entidades 
territoriales autónomas deben crear y dirigir programas de reeducación, rehabilitación 
y reinserción social para niñas, niños y adolescentes en situación de riesgo social. En 
materia de salud, el DS N.° 2377, en su artículo 13.2, ordena acciones intersectoriales de 
atención, consejería y educación en salud general, salud sexual y reproductiva, ITS y VIH/
SIDA, con énfasis en niñas, niños y adolescentes en situación de calle. 

Por tanto, el Estado no solo debía atender la emergencia, sino desarrollar respuestas 
integrales, preventivas, terapéuticas y de restitución de derechos que interrumpan estas 
trayectorias de exclusión.
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Sin embargo, la investigación mostró que no existen respuestas suficientes, uniformes ni 
sostenidas en la mayoría de los niveles de gobierno para abordar de manera integral estas 
dinámicas. El Ministerio de Salud y Deportes no acreditó programas específicos y su propia 
respuesta reconoció que no cuenta con una intervención directa ni especializada dirigida 
exclusivamente a NNASC y que tampoco existe un programa específico de salud mental o 
adicciones para esta población. 

Los GAM y las DNA tampoco evidenciaron mecanismos suficientemente articulados, continuos 
y especializados para interrumpir trayectorias de calle, sostener acompañamiento psicosocial 
y abrir oportunidades reales de inclusión. Si bien algunos programas departamentales y 
municipales han vinculado la atención a NNASC con drogodependencia, el propio diagnóstico 
muestra que las respuestas siguen siendo insuficientes y territorialmente desiguales. En 
consecuencia, la omisión estatal no solo deja intactos los riesgos, sino que contribuye a reducir 
progresivamente los horizontes de desarrollo de NNASC.

En tal sentido, la vulneración aquí se produce por omisiones concurrentes. El Ministerio de 
Salud y Deportes incumple las obligaciones que le asigna el Decreto Supremo N.° 4857, 
artículo 84, al no adecuar de manera suficiente la política sanitaria a NNASC, pese a que 
dicha norma le atribuye la rectoría, regulación y conducción del sistema de salud, así como 
la formulación de políticas, planes, programas y proyectos en salud mental, prevención y 
rehabilitación frente a adicciones.

A ello se suma el incumplimiento del artículo 13.2 del Decreto Supremo N.° 2377, que ordena 
acciones intersectoriales de atención, información, consejería y educación en salud, salud sexual 
y salud reproductiva, ITS y VIH/SIDA, con énfasis en NNASC. 

Los GAM incumplen lo dispuesto en el artículo 184 de la Ley N.° 548, que les atribuye la ejecución 
de políticas de protección integral, así como la Disposición Transitoria Décima Primera de la 
misma ley, que obliga a diseñar e implementar una política pública específica para NNASC; 
y, a través de las DNA, también incumplen el artículo 188.v de la Ley N.° 548, que establece 
la obligación de derivar a programas especializados, así como sus deberes de protección y 
restitución oportuna de derechos.

Por su parte, el entonces Ministerio de Justicia y Transparencia Institucional, en su condición 
de ente rector del sistema de niñez al momento del levantamiento de información, incumplió 
las obligaciones derivadas de los artículos 159 a 164 de la Ley N.° 548, que regulan el Sistema 
Plurinacional de Protección Integral de la Niña, Niño y Adolescente (SIPPROINA) y, en particular, 
de su artículo 164.c, referido a las políticas de protección especial orientadas a prevenir o 
restablecer derechos de NNASC.

Además, incumplió el mandato del artículo 166.IV.a de la Ley N.° 548 y de la Disposición Transitoria 
Décima Primera, al no acreditar una política pública específica, articulada y sostenida que 
permitiera interrumpir estas trayectorias de exclusión. En ese marco, el consumo problemático, 
la precariedad material y la ausencia de respuestas suficientes vulneran los artículos 59 y 60 
de la CPE, que garantizan el derecho al desarrollo integral y la prioridad en la protección de 
NNA, así como el artículo 39 de la CDN, que obliga al Estado a promover la recuperación física 
y psicológica y la reintegración social de niñas, niños y adolescentes víctimas de abandono, 
explotación, abuso o cualquier otra forma de vulneración.
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2.	 Conclusiones

La presente investigación defensorial permitió establecer que la situación de NNASC en 
Bolivia constituye una problemática estructural de derechos humanos, caracterizada 
por la concurrencia de múltiples vulneraciones y por una respuesta estatal insuficiente, 
fragmentada y, en determinados ámbitos, omisiva. Los hallazgos obtenidos permiten 
concluir que el Estado, en sus distintos niveles, no desarrolló de manera efectiva, 
políticas, programas, mecanismos de articulación y respuestas especializadas orientadas 
a prevenir la situación de calle, proteger de manera oportuna a esta población y restituir 
integralmente sus derechos.

En consecuencia, la investigación evidencia que la situación de calle de NNA no puede ser 
comprendida únicamente como un fenómeno de exclusión social o precariedad económica, 
sino como la expresión de fallas acumuladas de protección familiar, comunitaria e 
institucional. La permanencia en calle, la desvinculación familiar no atendida, la insuficiencia 
de servicios especializados, la violencia institucional y la ausencia de mecanismos 
diferenciados de acceso a derechos muestran que el Estado no está cumpliendo su deber 
de protección integral hacia esta población de manera plena y reforzada.

2.1.	 Incumplimiento y omisión de obligaciones para garantizar el derecho a la 
protección y a la familia

La investigación permitió concluir que existe una falta de ejecución de obligaciones 
estatales en relación con el derecho a la protección y a la familia de niñas, niños y 
adolescentes en situación de calle. En el nivel central, el entonces Ministerio de Justicia y 
Transparencia Institucional no acreditó la existencia de una política pública específica, integral 
y sostenida para NNASC, pese a que la Disposición Transitoria Décimo Primera del Código Niña, 
Niño y Adolescente impuso expresamente al Estado la obligación de diseñarla e implementarla. 
Esta omisión debilitó la rectoría nacional, la planificación pública y la articulación de respuestas 
en los niveles subnacionales.

En el nivel departamental, la mayoría de los Gobiernos Autónomos Departamentales no 
acreditaron la existencia de programas especializados suficientes para NNASC, a pesar de que 
el artículo 183 del Código Niña, Niño y Adolescente les asigna la responsabilidad de diseñar e 
implementar centros y programas de atención para esta población. Salvo los departamentos de 
Cochabamba y Santa Cruz, no se evidenció una respuesta especializada, sostenida y adecuada 
a la complejidad de la situación de calle. En consecuencia, corresponde concluir que los GAD de 
La Paz, Oruro, Potosí, Chuquisaca, Tarija, Pando y Beni no dieron cumplimiento suficiente a sus 
obligaciones de protección especial.

En el nivel municipal, la insuficiencia también es evidente. Solo algunos municipios reportaron 
programas o servicios activos relacionados con NNASC, mientras que en la mayoría predominan 
respuestas indirectas, acciones aisladas o ausencia de información. Particularmente, el GAM 
de La Paz no proporcionó información alguna sobre programas, protocolos o mecanismos 
especializados; el GAM de El Alto informó que el programa que atendía a NNASC dejó de operar 
para esta población desde 2024; y el GAM de Santa Cruz de la Sierra indicó una atención bajo 
el criterio de “riesgo social”, sin haber acreditado un programa específico dirigido a NNASC. 
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En consecuencia, la respuesta municipal no opera como una garantía efectiva de protección 
integral, sino como una intervención desigual, episódica y en muchos casos insuficiente.

Asimismo, la investigación demostró que la situación de calle de NNASC está estrechamente 
vinculada a trayectorias previas de violencia intrafamiliar, negligencia, abandono y ausencia 
de respuesta oportuna de los mecanismos de protección. Por tanto, la vulneración del derecho 
a la protección no se expresa solo en la falta de programas o servicios, sino también en la 
incapacidad del Estado para prevenir la salida a calle, interrumpirla oportunamente y restituir 
condiciones mínimas para la vida familiar, el cuidado y el desarrollo integral.

2.2.	 Incumplimiento y omisión de obligaciones para garantizar el derecho a la identidad

La investigación concluye que el derecho a la identidad de NNASC no está siendo garantizado 
de manera suficiente, accesible y sostenida. Si bien existen mecanismos normativos para la 
emisión gratuita de certificados de nacimiento y cédulas de identidad, la respuesta institucional 
de las entidades competentes sigue dependiendo, en gran medida, de campañas específicas, 
acompañamiento externo o intervención de entidades gestoras, lo que evidencia una 
insuficiencia estructural en la garantía directa de este derecho.

En este marco, el TSE, a través del SERECI, si bien reportó atención a NNASC mediante campañas 
específicas, no acreditó la existencia de un mecanismo permanente, especializado y autónomo 
que garantice el acceso sostenido de esta población al registro civil. La reducción de la atención 
reportada, vinculada a la disminución de apoyo de instituciones cooperantes, demuestra que 
la garantía efectiva del derecho a la identidad continúa dependiendo de factores externos y no 
exclusivamente de una respuesta estatal consolidada.

Del mismo modo, el SEGIP mantiene un diseño procedimental que, conforme al D.S. N.° 4655 
y su reglamentación, condiciona la cedulación gratuita de personas en situación de calle 
a la asistencia de entidades gestoras externas. Esta exigencia resulta inadecuada cuando se 
trata de NNASC, pues transforma una medida de acceso en una barrera procedimental para 
una población caracterizada precisamente por la falta de redes de apoyo, la movilidad y la 
desvinculación familiar.

En consecuencia, la vulneración del derecho a la identidad no se limita a la ausencia de 
documentos, sino que compromete el acceso a otros derechos fundamentales, entre ellos la 
salud, la educación y la protección integral. La investigación demuestra, por tanto, que existe un 
incumplimiento concurrente del SERECI y del SEGIP en la garantía plena y reforzada del derecho 
a la identidad de NNASC.

2.3.	 Incumplimiento y omisión de obligaciones para garantizar el derecho a la salud y los 
derechos sexuales y derechos reproductivos

La investigación evidenció que el derecho a la salud y los derechos sexuales y derechos 
reproductivos de NNASC no están siendo garantizados de manera plenamente efectiva, 
continua y diferenciada, aunque el Ministerio de Salud y Deportes sostuvo que el Sistema Único 
de Salud garantiza atención universal, equitativa y sin discriminación, no acreditó la existencia de 
programas, estrategias ni lineamientos específicos dirigidos a NNASC, ni tampoco mecanismos 
especializados que respondan a la situación de vulnerabilidad reforzada en que se encuentran.
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Asimismo, se estableció que el sistema público de salud no cuenta con registros específicos 
que permitan identificar de manera clara a NNASC como población atendida. El área 
de Salud Mental del Ministerio de Salud y Deportes reconoció que el Sistema Nacional 
de Salud no cuenta con un registro específico para identificar a usuarios como NNASC. 
Esta misma insuficiencia se proyecta a los SEDES: solo el SEDES La Paz acreditó alguna 
atención a esta población a través del CDVIR, aunque sin datos estadísticos específicos 
ni sistematización diferenciada. En cambio, los SEDES de Pando, Santa Cruz y Chuquisaca 
respondieron expresamente que el SNIS no cuenta con variables o categorías específicas 
para identificar a NNASC.

La ausencia de registros diferenciados, de estrategias específicas y de respuestas adaptadas 
a la realidad de NNASC impide conocer la cobertura real de atención, las principales 
necesidades de salud física, mental y sexual y reproductiva, así como la efectividad de 
las intervenciones realizadas. En consecuencia, la investigación permite concluir que 
el Ministerio de Salud y Deportes y los SEDES incurren en omisiones concurrentes que 
limitan la garantía material del derecho a la salud y de los derechos sexuales y derechos 
reproductivos de NNASC.

2.4.	 Incumplimiento y omisión de obligaciones para garantizar el desarrollo de los 
proyectos de vida de NNASC

La investigación concluye que el Estado no está generando condiciones suficientes para 
que niñas, niños y adolescentes en situación de calle puedan construir proyectos de vida 
dignos, protegidos y sostenibles. Por el contrario, la permanencia en calle se ve reforzada 
por la concurrencia de violencia intrafamiliar no atendida adecuadamente, respuestas 
débiles de protección institucional, exclusión educativa, insuficiente acceso a salud y 
violencia institucional en el espacio público.

En este punto, uno de los hallazgos más graves es la existencia de hechos de violencia 
institucional ejercidos por agentes estatales y servidores públicos contra NNASC, 
particularmente en la relación con la Policía Boliviana en los municipios de La Paz, el 
Alto, Cochabamba y Santa Cruz de la Sierra y con la Guardia Municipal en municipios 
como Cochabamba y Santa Cruz de la Sierra. Los testimonios y percepciones recogidos 
evidencian golpes, humillaciones, retenciones arbitrarias y destrucción de pertenencias, 
lo que constituye una afectación directa al derecho a la integridad personal y a la 
dignidad humana.

Asimismo, la investigación mostró falencias importantes en la actuación de las DNA, 
particularmente en municipios como El Alto y La Paz, donde se registraron rechazos, 
dilaciones o exigencias inadecuadas frente a casos de alta vulnerabilidad. Estas respuestas 
son incompatibles con la obligación de brindar protección inmediata y especializada a 
niñas, niños y adolescentes cuyos derechos se encuentran amenazados o vulnerados.

En el ámbito educativo, se concluye también que la ausencia de mecanismos diferenciados 
de identificación, reinserción y seguimiento escolar limita seriamente las oportunidades 
de desarrollo de NNASC. El Ministerio de Educación no acreditó programas específicos, 
categorías diferenciadas de registro, protocolos ni niveles de coordinación institucional 
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orientados a esta población, lo que demuestra una omisión relevante en la garantía 
material del derecho a la educación y del derecho al desarrollo integral.

En consecuencia, la investigación establece que existe una omisión estatal estructural en el 
desarrollo de facilidades para garantizar proyectos de vida y oportunidades de desarrollo 
a NNASC. Esta omisión es atribuible, de forma concurrente, a distintas instituciones 
estatales por acción u omisión: a la Policía Boliviana en los municipios de La Paz, el Alto, 
Cochabamba y Santa Cruz  de la Sierra  y a Guardias Municipales de Cochabamba y Santa 
Cruz de la Sierra por actos de violencia institucional; a los GAM y a las DNA por respuestas 
insuficientes o inadecuadas de protección; y al Ministerio de Educación y al Ministerio de 
Salud y Deportes por no haber desarrollado respuestas suficientemente adaptadas a la 
realidad de esta población. La consecuencia de esta suma de omisiones es la reducción 
efectiva de oportunidades de inclusión, autonomía y desarrollo integral para NNASC.

3.	 Determinaciones Defensoriales

La Defensoría del Pueblo, en uso de las atribuciones conferidas por los artículos 222.3 
y 222.5 de la Constitución Política del Estado, así como por los artículos 5.3, 24, 25 y 26 
de la Ley N.° 870 del Defensor del Pueblo, y con base en los hallazgos de la presente 
investigación defensorial, emite las siguientes determinaciones:

3.1.	 Recomendaciones

Al Ministerio de la Presidencia:

En cumplimiento del artículo 60 de la Constitución Política del Estado; de los artículos 14, 
15. I, 164.c), 166.IV, 178, 179 y Disposición Transitoria Décimo Primera de la Ley N°548; y 
de los Decretos Supremos N°4857, N°5488 y N°5493:

a)	 Formular y aprobar un plan o política pública de alcance nacional en materia de 
niñez y adolescencia que incorpore un componente específico de prevención, 
atención, protección y restitución de derechos de niñas, niños y adolescentes 
en situación de calle.

b)	 Desarrollar un módulo especifico en el Sistema de Información de la Niña, Niño 
y Adolescente - SINNA sobre niñas, niños y adolescentes en situación de calle.

c)	 Elaborar un protocolo integral de prevención, atención y restitución de derechos 
de niñas, niños y adolescentes en situación de calle, de aplicación articulada 
entre las instancias competentes del nivel central, departamental y municipal, 
en el marco del sistema de protección integral.

Al Ministerio de Salud y Deportes:

En cumplimiento de los artículos 9.5, 18, 35.I y 36 de la Constitución Política del Estado; 
de los artículos 18, 19, 21, 28.I, 28.II y 166.IV de la Ley N.° 548; del artículo 33 de la Ley N.° 
3729; y de la Resolución Ministerial N.° 251/2021:
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a)	 Emitir un instructivo para que el sistema público de salud brinde atención 
integral en salud y salud sexual y reproductiva de niñas, niños y adolescentes 
en situación de calle sin ningún tipo de discriminación.

b)	 Modificar el artículo 11 del Reglamento del Sistema Único de Salud aprobado 
por Resolución Ministerial N.° 251/2021, incorporando una vía excepcional de 
adscripción y atención para niñas, niños y adolescentes en situación de calle, 
que permita el acceso a servicios de salud mediante registro provisional y 
atención prioritaria.

A los Gobiernos Autónomos Departamentales de La Paz, Oruro, Potosí, Chuquisaca, 
Tarija, Beni y Pando:

En cumplimiento de los artículos 60 y 300.I.30 de la Constitución Política del Estado; y de 
los artículos 166.IV, 182 y 183 y Disposición Transitoria Décimo Primera de la Ley N°548:

a)	 Implementar los programas de prevención, abordaje y atención a niñas, niños 
y adolescente en situación de calle que garantice la restitución de derechos a 
la salud, educación, protección, reintegración familiar cuando corresponda y 
construcción de proyectos de vida.

A los Gobiernos Autónomos Municipales de La Paz, Oruro, Potosí, Sucre, Tarija, 
Trinidad, Santa Cruz, Cochabamba, Cobija y El Alto:

En cumplimiento de los artículos 15, 60, 302.I.36, 302.I.39 de la Constitución Política 
del Estado, los artículos 145, 166.IV, 184, 185, 188.V de la Ley N.º 548, así como las 
recomendaciones 16, 17 y 18 de la Observación General 21 elaborada en el marco de la 
Convención sobre los Derechos del Niño:

a)	 Implementar un programa municipal integral de prevención, abordaje, atención 
y restitución de derechos para niñas, niños y adolescentes en situación de calle.

b)	 Fortalecer las capacidades técnicas de las Defensorías de la Niñez y Adolescencia 
para la atención de niñas, niños y adolescentes en situación de calle. 

c)	 Implementar normativa interna para la actuación de la Guardia Municipal frente 
a niñas, niños y adolescentes en situación de calle, incorporando un enfoque de 
derechos humanos y protección especial.

d)	 Desarrollar procesos obligatorios de capacitación dirigidos al personal operativo 
de la Guardia Municipal sobre derechos humanos y estándares de actuación 
frente a niñas, niños y adolescentes en situación de calle.

e)	 Proponer y gestionar la aprobación de una ley municipal sobre la prevención, 
abordaje, atención y restitución de derechos para niñas, niños y adolescentes 
en situación de calle.
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Al Comando General de la Policía Boliviana:

En cumplimiento del artículo 37 de la Convención sobre los Derechos del Niño; de los 
artículos 15.I, 60, 61.I y 114 de la Constitución Política del Estado; de los artículos 145 y 
276.II de la Ley N.° 548 y de la Ley N.° 734:

a) Formular y aprobar un Protocolo de actuación policial respecto a niñas, niños y 
adolescentes en situación de calle que garantice los derechos a la integridad 
personal, dignidad y prohibición a todo tipo de discriminación de dicha 
población.

Al Tribunal Supremo Electoral, a través del SERECI, y al SEGIP:

En cumplimiento del artículo 59.IV de la Constitución Política del Estado; de los artículos 
109 y 114 de la Ley N.° 548; y de los artículos 7 y 8 de la Convención sobre los Derechos 
del Niño:

a)	 Adecuar sus procedimientos y mecanismos de atención para garantizar el acceso 
gratuito, efectivo, oportuno y no condicionado de niñas, niños y adolescentes 
en situación de calle a certificados de nacimiento y cédulas de identidad.

Al Ministerio de Educación:

En cumplimiento del artículo 81.II de la Constitución Política del Estado; de los artículos 
15 y 17.1 de la Ley N.° 070; de los artículos 115, 164.c) y 166.IV de la Ley N.° 548; y del 
artículo 32 del Decreto Supremo N.° 2377:

a)	 Emitir orientaciones técnicas para la respuesta educativa frente a NNASC, 
priorizando medidas de nivelación, acompañamiento y articulación con las 
Defensorías de la Niñez y Adolescencia y otras instancias de protección.

3.2. Sugerencias

A la Asamblea Legislativa Plurinacional:

En cumplimiento a los estipulado en los artículos 158.3) y 162.I.2) de la Constitución 
Política del Estado:

a)	 Gestionar el tratamiento y aprobación del Proyecto de Ley de Prevención y 
Atención Intersectorial de Niñas, Niños y Adolescentes en Situación de Calle y en 
Riesgo de Situación de Calle, a fin de garantizar el ejercicio pleno de sus derechos 
fundamentales y promover su desarrollo integral, mediante el establecimiento 
de acciones de prevención, abordaje, atención integral e intersectorial dirigidas 
a esta población.
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